MODULO CUATRO
1. Responsabilidad en caso de cambios lícitos de planeamiento: modificaciones anticipadas, inejecución imputable a la Administración y vinculaciones singulares. El problema del fuera de ordenación. 2. Responsabilidad derivada de la declaración de nulidad del planeamiento. 3. Responsabilidad derivada de la anulación de licencias, denegación improcedente y demora injustificada en su otorgamiento. 4. Responsabilidad derivada de la extinción y modificación de licencias. 5. Otros supuestos: en especial, informaciones urbanísticas erróneas
1. Responsabilidad derivada de cambios lícitos de planeamiento: modificaciones anticipadas, inejecución imputable a la Administración y vinculaciones singulares. El problema del fuera de ordenación


Es ya tradicional en el Derecho español la existencia de una regulación específica de la responsabilidad patrimonial en el ámbito urbanístico. Esto tiene además pleno sentido, desde el momento en que nuestro Derecho reconoce supuestos de responsabilidad patrimonial en este ámbito por actos lícitos
. 

O lo que es lo mismo: como es sabido, la responsabilidad patrimonial puede derivar, bien de hechos jurídicos, bien de actos jurídicos. En el primer caso, podemos encontrarnos ante el funcionamiento anormal de los servicios; o bien incluso ante su funcionamiento normal, siempre que no exista el deber jurídico de soportar el daño. En el segundo caso, la responsabilidad normalmente derivará de actos ilícitos; si bien, como veremos al estudiar la anulación de licencias, la jurisprudencia interpreta que en muchos casos de anulación de actos el interesado tendrá no obstante el deber jurídico de soportar los daños, y ello al amparo de una interpretación bastante discutible del art.142-4 de la Ley 30/1992 (actualmente, art. 32-1 de la Ley 40/2015, del sector público) –conforme al cual, la mera anulación de un acto no comporta por sí misma derecho a indemnización-. 


Más raro es encontrarnos ante casos en que exista responsabilidad por acto lícito. Un supuesto lo podríamos encontrar en el art. 16-3 RSCL, revocación de licencias por cambio de criterio; lo que la jurisprudencia asocia a cambios en la normativa o el planeamiento aplicable. Otro supuesto lo podríamos tener en los casos de modificación de concesiones de dominio público marítimo terrestre por cambios en el planeamiento o normativa aplicable, art. 77 de la Ley de costas; o también en los casos de sacrificio de animales sanos ordenado al amparo de la Ley 8/2003, de sanidad animal, para atajar una epizootia (vid. su art. 21). Sin embargo, los casos más frecuentes los encontramos en el campo del urbanismo, y derivan de las modificaciones lícitas de planeamiento. En cualquier caso, autores como BAÑO LEON afirman que estos casos de responsabilidad por acto lícito se aproximan bastante a una expropiación. 

El TRLS 7/2015 regula distintos supuestos de responsabilidad patrimonial en su art. 48. Vamos a estudiar ahora aquellos casos de responsabilidad patrimonial derivada de cambios de planeamiento; si bien posponemos el estudio de los casos en que dicho cambio de planeamiento implica la modificación o extinción de una licencia ya otorgada. 

El precepto contempla varios casos. El primero de ellos es aquel en que se produce una disminución del aprovechamiento urbanístico respecto del planeamiento anterior. Muy vinculado a ello, tenemos el problema del fuera de ordenación. El segundo de los casos es el de las vinculaciones singulares
. En realidad, todos estos supuestos ya se encontraban regulados en la normativa anterior. Sin embargo, la gran novedad que introdujo la Ley 8/2007, y recogida en el nuevo Texto refundido, estriba en que se han intentado objetivar las pautas de determinación de la indemnización en los supuestos de disminución del aprovechamiento urbanístico. Esto es lo que actualmente contemplan los arts. 38 y 39 TRLS. En todo caso, como veremos, la STC 218/2015 declaró en parte inconstitucional el art. 25 TRLS 2/2008, precedente del actual art. 38. El TRLS 7/2015 es sin embargo anterior a la publicación del fallo; por lo que sigue recogiendo la previsión declarada inconstitucional, a la que además se remite el art. 39. 

Se debe recordar, por otra parte, que nos encontramos ante una regulación inserta en el sistema de responsabilidad de las Administraciones públicas, art. 149-1-18 CE, donde la competencia es exclusiva del Estado. Sin embargo, la STC 61/1997 indica que, cuando esa competencia se solapa con la autonómica sobre urbanismo, esto implica la posibilidad de que las CCAA establezcan nuevos supuestos de responsabilidad patrimonial
; siempre que se cumpla con los requisitos generales establecidos en la Ley 40/2015 y que no se contradiga la legislación estatal (STC 164/2001). De hecho, una de las razones por las que se declaró inconstitucional en parte el art. 25 TRLS 2/2008 fue porque no garantizaba la uniformidad de las indemnizaciones por frustración de la facultad de participación en la actuación urbanizadora o de iniciativa y promoción de la misma en toda España; al establecer como uno de los parámetros de cálculo el porcentaje de cesión de aprovechamiento, porcentaje que determinan las CCAA dentro de los límites fijados en la legislación estatal. 

 Se plantea en todo caso si, aparte de lo que pueda decir la normativa autonómica, puede haber otros casos distintos de responsabilidad patrimonial en este campo. La respuesta de la jurisprudencia suele ser negativa; ahora bien, hay que diferenciar los casos de responsabilidad por acto lícito –que, salvo que configuren verdaderos supuestos expropiatorios, puede tener sentido que estén tasados en la ley- de los supuestos en que el funcionamiento de la Administración no haya sido del todo normal; como pasa con las informaciones urbanísticas erróneas. En estos casos, siempre habrá responsabilidad. O lo que es lo mismo, se podría entender que es la ley la que perfila los casos en que no hay deber jurídico de soportar el daño causado por un acto lícito de contenido urbanístico
; pero, en los restantes supuestos, habrá que estar a lo indicado en la Ley 40/2015
. 

A) Alteraciones en el planeamiento que comportan disminución del aprovechamiento urbanístico
Nos encontramos ante un caso de responsabilidad patrimonial por acto lícito; y de ahí que sorprenda la STS de 30 octubre de 2014. En este caso, las indemnizaciones por cambio de planeamiento no se habían pedido en vía administrativa. El actor impugna el planeamiento y pide indemnización, alternativamente, por acto lícito. Confirmada la validez del planeamiento, el TS entiende sin embargo que hay que pronunciarse sobre la indemnización, aunque no se hubiera solicitado en vía administrativa
. De todos modos, no es ésta la doctrina mayoritaria del TS, que suele por el contrario entender que, si el recurso contra el plan es desestimado, hay que formular la solicitud de responsabilidad patrimonial a la Administración (así, STS de cinco de mayo de 2014 o la de 26 de enero de 2016; entre otras muchas). 
En realidad, esta previsión es ya antigua en nuestro Derecho. El art. 87 TRLS de 1976 ya se refería a esta cuestión. En la actualidad, el art. 48 TRLS tiene una dicción más amplia, ya que abarca “La alteración de las condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización, o de las condiciones de participación de los propietarios en ella, por cambio de la ordenación territorial o urbanística o del acto o negocio de la adjudicación de dicha actividad, siempre que se produzca antes de transcurrir los plazos previstos para su desarrollo o, transcurridos éstos, si la ejecución no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la Administración”. Es decir, por lo pronto no sólo comprende los casos de cambio de planeamiento, sino también de los cambios que se puedan introducir en determinados instrumentos de ejecución –no otro sentido puede tener esa críptica referencia al “acto o negocio de adjudicación de la actividad”; con lo que parece referirse a los comúnmente denominados programas-. 


En segundo lugar, el precepto asocia la responsabilidad patrimonial a dos casos: El primero de ellos, es el de la alteración de las condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización; por ejemplo, disminución del aprovechamiento objetivo de los terrenos –o incluso su desaparición, si por ejemplo los terrenos pasan a clasificarse como no urbanizables-, bien por disminución de la edificabilidad, bien por un cambio de uso que comporte disminución del aprovechamiento. Esto lógicamente irá ligado a un cambio en lo que es la ordenación sustantiva.  El segundo de los casos es el de la alteración de las condiciones de participación de los propietarios en la ejecución de la urbanización; alteración negativa, se supone. Esto normalmente irá ligado a cambios en los instrumentos de gestión; pero eventualmente podría ir ligado también a una alteración en el planeamiento. Por ejemplo, pensemos que el planeamiento se altere con la finalidad de aumentar los deberes de cesión en esa concreta actuación, en los términos indicados en el art. 18-1 b) TRLS, que indica que “La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá permitir excepcionalmente reducir o incrementar este porcentaje de forma proporcionada y motivada, hasta alcanzar un máximo del 20 por ciento en el caso de su incremento, para las actuaciones o los ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior, respectivamente, al medio en los restantes de su misma categoría de suelo.” Lo que se ha alterado no es la ordenación, el aprovechamiento objetivo, sino los deberes de cesión –con independencia de que a mi juicio es más que dudoso que los deberes de cesión se puedan incrementar en una determinada actuación, al amparo de ese precepto, sin que se haya alterado la ordenación sustantiva-. 
En tercer lugar, el precepto contempla dos requisitos alternativos, ya tradicionales en nuestro Derecho: o bien que el cambio se haya producido anticipadamente; o bien que el planeamiento no haya podido ejecutarse dentro de los plazos por causa imputable a la Administración. Es decir, no basta que el planeamiento haya cambiado y disminuido el aprovechamiento urbanístico de los propietarios. Es preciso que dichos propietarios hayan adquirido el derecho al aprovechamiento urbanístico; o bien hubieran debido adquirirlo, sin que lo hayan hecho por causas que no les sean imputables
. Así, en caso de que la urbanización prevista no se haya ejecutado debido a la inactividad de los propietarios, obviamente éstos no tendrán derecho a indemnización. Por ejemplo, la STS de 20 septiembre de 2013 entiende que no existe derecho a indemnización porque se presentaron los instrumentos de desarrollo, de iniciativa particular, sólo seis días antes de que se aprobara el nuevo plan inicialmente. La de 25 de mayo de 2016 aprecia que fueron los propietarios los que inicialmente incumplieron los plazos previstos en el sistema de compensación; lo que determinó el pase al sistema de cooperación, donde a su vez la Administración municipal incumplió los plazos. Pero este incumplimiento municipal en absoluto es imputable a la Comunidad autónoma, frente a la que se había presentado reclamación por responsabilidad derivada de la aprobación de una ley que había frustrado la actuación. El TS entiende que sólo se tiene derecho al reembolso de los gastos; no hubo patrimonialización de aprovechamientos, pero los gastos inútiles deben satisfacerse conforme al art. 25 de la entonces vigente ley 8/2007. 
Pero no existe, de acuerdo con el texto legal, causa imputable a los propietarios
, en aquellos casos en que el plan haya sido modificado antes de haber transcurrido los plazos para su ejecución; ni, por supuesto, cuando la inejecución se deba a la pasividad de la Administración o a obstáculos indebidamente impuestos por ésta. En cualquier caso, esta regulación suscita ya de pronto un importante interrogante; porque, ¿qué sucederá cuando la urbanización no se haya ejecutado, pero no por causa directamente imputable a la Administración, sino al gestor indirecto de la urbanización o “agente urbanizador”? Desde mi punto de vista, en la medida en que la Administración haya sido conocedora de la pasividad del agente urbanizador, sin que le haya puesto remedio, habrá que entender que también en estos casos la causa es imputable a la Administración
. 
Como he anticipado, en todo caso la gran novedad de la Ley 8/2007, ahora en el TRLS 7/2015, arts. 38 y 39, consiste en que, con mayor o menor fortuna, ha intentado objetivar la cuantificación de las indemnizaciones en estos casos. Así, estos preceptos diferencian entre dos grandes supuestos. En primer lugar, los casos en que resulta afectada la facultad de participación en la ejecución de la urbanización en régimen de equidistribución de beneficios y cargas; lo que concierne lógicamente a los propietarios. En segundo lugar, los casos en que se indemniza la frustración de la iniciativa en la urbanización; lo que alude sobre todo al agente urbanizador cuando se ha optado por gestión indirecta, teniendo en cuenta no obstante que, si bien en muchos casos éste será un tercero ajeno a la propiedad, sin embargo en muchas otras ocasiones dicho urbanizador será una junta de compensación u organismo similar, formado por los propietarios que deciden participar en la urbanización. La STC 218/2015 resalta precisamente esta diferencia entre ambos preceptos, cuando afirma que el actual art. 38 indemniza la frustración de la facultad de participación, que corresponde a todo propietario ope legis y aun cuando no se haya adoptado iniciativa alguna ni por tanto se haya iniciado el proceso de transformación del suelo. O lo que es lo mismo, la diferencia entre uno y otro precepto estriba en la fase o momento en que nos encontremos: 
“Pues bien, el art. 25 del texto refundido de la Ley de suelo contempla la indemnización por la privación de la facultad de participar en la actuación de primera urbanización. Conforme al art. 8.3 c) del texto refundido de la Ley de suelo, entre las facultades que comprende la propiedad del “suelo en situación rural para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan el paso a la situación de suelo urbanizado”, se encuentra la de “participar en la ejecución de las actuaciones de urbanización a que se refiere el apartado 1 del art. 14 —actuaciones de primera urbanización— en un régimen de equitativa distribución de beneficios y cargas entre todos los propietarios afectados en proporción a su aportación”. Esto es, a diferencia de la facultad de iniciativa que sólo se reconoce al propietario cuando la Administración no se la haya reservado o cuando se la haya atribuido al propietario [arts. 6.4 y 5, y 8.3 b) del texto refundido de la Ley de suelo], el texto refundido atribuye al propietario de este tipo de suelo, con independencia del sistema de ejecución, público o privado, por el que se opte, la facultad de urbanizar sus terrenos y a quedarse con las fincas de resultado en función de su aportación, con la carga de costear la urbanización y realizar las cesiones correspondientes en esta misma proporción. Se trata, en definitiva, de una facultad que el legislador, al delimitar el derecho de propiedad, ha incluido en el derecho cuando se dan las condiciones por éste establecidas. De ahí que, a diferencia de la facultad de iniciativa, la Administración no puede reservarse, excluyéndola del derecho de propiedad, la facultad de participar en la actuación urbanizadora, ni tampoco es necesario que un acto administrativo se la atribuya al propietario. Lo hace directamente la ley. Dicho sea esto sin perjuicio de que se le pueda privar de ella mediante su expropiación ya sea porque la Administración opte por un sistema de ejecución urbanística que elimine de ella a los propietarios —expropiación urbanística—, o bien porque los terrenos que ya incorporan esta facultad son necesarios para el cumplimiento de otros fines de utilidad pública o interés social ante los que debe ceder el derecho de propiedad —expropiación no urbanística—.

…De esta forma, el legislador ha previsto una compensación, precisamente, para cuando el propietario, que ya es titular de la facultad de participar en la actuación de nueva urbanización, que no ha incurrido en incumplimiento, pero no ha cumplimentado aún carga alguna inherente a la actuación urbanizadora pues ésta aún no se ha iniciado, se ve privado de ella. Por mandato del art. 25 del texto refundido de la Ley de suelo, una vez nacida la facultad de participación en la actuación urbanizadora, y dándose las condiciones establecidas para su compensación, su privación, ya sea porque el planeamiento se ejecute por el sistema de expropiación, o porque el suelo sea objeto de una expropiación no urbanística, debe ser indemnizada. Ello resulta coherente con un sistema urbanístico, en el que, a diferencia de otros modelos urbanísticos comparados, el propietario no tiene que adquirir onerosamente una facultad que pertenece a la Administración, ni siquiera tiene que hacerlo sin contraprestación, pues la ley se la atribuye directa y gratuitamente cuando se delimita la actuación y se aprueba la ordenación necesaria para proceder a la ejecución urbanística (arts. 8 y 25.1 del texto refundido de la Ley de suelo), todo ello sin perjuicio de la obligación que se le impone de cumplir los deberes que son inherentes a la actuación de urbanización para la completa patrimonialización de la edificabilidad (art. 7 del texto refundido de la Ley de suelo) entre los que figura la obligación de cesión al municipio del aprovechamiento lucrativo.”

Estos preceptos, curiosamente, se regulan dentro de las valoraciones del suelo; pero desde mi punto de vista, tendría mucho más sentido que se recogieran dentro de los supuestos indemnizatorios, ya que no se trata de valorar el suelo sino de determinar las pautas de cuantificación de una indemnización
. Lo cierto no obstante es que la STC 218/2015 parece conferir a estas indemnizaciones, a efectos competenciales, el tratamiento propio del justiprecio expropiatorio: 
“A mayor abundamiento, tal y como este Tribunal tiene afirmado en la STC 251/2006, de 25 de julio, FJ 5 a), “en tanto que institución de garantía de los intereses económicos privados, la expropiación forzosa implica la obligación de los poderes públicos de indemnizar a quien resulta privado de sus bienes y derechos por legítimas razones de interés general con un equivalente económico, que ha de establecerse conforme a criterios objetivos de valoración prefijados por la ley, a través de un procedimiento … Sin duda la uniformidad normativa impuesta por la Constitución supone la igual configuración y aplicación de las mencionadas garantías expropiatorias en todo el territorio del Estado, y por ende el estricto respeto y cumplimiento de los criterios y sistema de valoración del justiprecio y del procedimiento expropiatorio establecidos por la ley para las diferentes modalidades de expropiación. De este modo, la competencia exclusiva que al Estado reserva el art. 149.1.18 CE impide que los bienes sean evaluados con criterios diferentes en unas y otras partes del territorio nacional y que se prive algún ciudadano de alguna de las garantías que comporta el procedimiento expropiatorio”.

Cierto es que, en este caso, el legislador estatal no ha dejado en manos de las Comunidades Autónomas el establecimiento del criterio de valoración por la privación de la facultad de participación en la actuación de primera urbanización cuando ésta aún no ha sido iniciada, pero ha establecido un criterio que depende única y exclusivamente de lo que cada Comunidad Autónoma establezca como porcentaje de participación de la comunidad en las plusvalías derivadas del planeamiento urbanístico. De esta manera, resulta que la compensación debida por la privación de esta facultad dependerá de dónde estén ubicados los bienes dentro del territorio nacional sin que, a estos efectos, se garantice la uniformidad normativa a la que, como este Tribunal ha afirmado, sirve la expropiación forzosa y las garantías que ésta debe observar a los efectos de garantizar el contenido del derecho de propiedad ex art. 33.3 CE.”

a) Indemnización por la frustración o alteración de las condiciones de participación en actuaciones de urbanización

El art. 38 TRLS, que se refiere expresamente a las actuaciones de nueva urbanización, establece una serie de requisitos, que en gran parte reiteran los requisitos generales establecidos en el art. 48, para indemnizar la frustración de la facultad de participar en aquéllas. La indemnización debe sumarse al valor mismo del suelo rural, que también deberá ser indemnizado en caso de que el propietario sea privado del mismo; de forma que ambas indemnizaciones serán, en caso de privación de la propiedad de ese suelo rural, acumulativas (STC 218/2015) cuando efectivamente hubiera existido la facultad de participar en una actuación de urbanización y la misma se hubiera frustrado por haber quedado el propietario forzosamente privado de su propiedad sobre ese suelo rural. 
Dichos requisitos son los siguientes: “1. Procederá valorar la facultad de participar en la ejecución de una actuación de nueva urbanización cuando concurran los siguientes requisitos:

a) Que los terrenos hayan sido incluidos en la delimitación del ámbito de la actuación y se den los requisitos exigidos para iniciarla o para expropiar el suelo correspondiente, de conformidad con la legislación en la materia.

b) Que la disposición, el acto o el hecho que motiva la valoración impida el ejercicio de dicha facultad o altere las condiciones de su ejercicio modificando los usos del suelo o reduciendo su edificabilidad.

c) Que la disposición, el acto o el hecho a que se refiere la letra anterior surtan efectos antes del inicio de la actuación y del vencimiento de los plazos establecidos para dicho ejercicio, o después si la ejecución no se hubiera llevado a cabo por causas imputables a la Administración.

d) Que la valoración no traiga causa del incumplimiento de los deberes inherentes al ejercicio de la facultad.”

  En concreto, los requisitos de las letras c) y d) vienen a coincidir con el requisito de que, bien la alteración se produzca antes de tiempo, bien que, en otro caso, la ejecución del planeamiento en las condiciones previas no se haya llevado a efecto por causa imputable a la Administración. La letra d) establece el reverso: si el problema se debe a que los propietarios han incumplido con sus deberes –por ejemplo, no se ha presentado el proyecto de compensación para su aprobación por la Administración, si la compensación ha sido el sistema elegido- obviamente no habrá causa imputable a esta última
. 
En cuanto a los requisitos incluidos en el apartado a) y en el apartado b), hay que decir lo siguiente: el primero de los requisitos viene a decir que no basta la aprobación del planeamiento general, ni siquiera del planeamiento de desarrollo –plan parcial por ejemplo- sino que es preciso que se den ya las condiciones para iniciar la ejecución de la urbanización: esto sucederá, normalmente, cuando se haya aprobado el programa o instrumento equivalente regulado en la normativa autonómica. En segundo lugar, el precepto, en el apartado b), sólo contempla el caso en que se modifica el planeamiento sustantivo, disminuyendo el aprovechamiento objetivo por disminución –o supresión- de la edificabilidad o por cambio de uso. No se contempla en cambio el caso en que se modifique a la baja el aprovechamiento subjetivo –cosa que sí se apunta en el art. 48 TRLS- sin alterarse el aprovechamiento objetivo. 
En segundo lugar, y esto es lo más significativo, el art. 25 TRLS 2/2008, del que trae su causa el art. 38 –que lo copia literalmente- estableció unas pautas para cuantificar la indemnización a los afectados en estos casos. Básicamente, diferenció entre los casos en que la actuación urbanística simplemente resulta frustrada en su totalidad –por ejemplo, porque se ha desclasificado el suelo y ha pasado a ser no urbanizable- y aquellos otros en que el aprovechamiento disminuye, pero no desaparece. El referente en ambos casos era el porcentaje de cesión de aprovechamiento; al menos, nos encontrábamos ante un referente objetivo. Así, “2. La indemnización por impedir el ejercicio de la facultad de participar en la actuación o alterar sus condiciones será el resultado de aplicar el mismo porcentaje que determine la legislación sobre ordenación territorial y urbanística para la participación de la comunidad en las plusvalías de conformidad con lo previsto en la letra b) del apartado primero del artículo 18 de esta Ley:

a) A la diferencia entre el valor del suelo en su situación de origen y el valor que le correspondería si estuviera terminada la actuación, cuando se impida el ejercicio de esta facultad.

b) A la merma provocada en el valor que correspondería al suelo si estuviera terminada la actuación, cuando se alteren las condiciones de ejercicio de la facultad”.
El precepto adolecía del problema, que estudiaremos mejor al tratar el art. 39,  de no tener en cuenta el mayor o menor nivel de gastos que haya podido tener el propietario que ve en todo o en parte frustrada su posibilidad de consolidar mayor aprovechamiento urbanístico. Este nivel de gastos depende del grado de ejecución alcanzado y del número de metros cuadrados iniciales del propietario, pero también de otros factores; ya que urbanizaciones hay de muchas calidades y de muchos precios, e incluso los gastos son mayores si hay que demoler e indemnizar por construcciones preexistentes o si no hay que hacerlo. 
Además, en un momento en que el valor del suelo ha experimentado una considerable caída –aunque esto, teniendo en cuenta el complejo sistema de valoración de la ley, se aplicaría esencialmente a actuaciones en suelo urbanizado- podría suceder que el valor final del suelo fuera menor, aun considerando hipotéticamente terminada la obra urbanizadora,  que con anterioridad a su inicio. Está claro, sin embargo, que en una situación de minusvalía del valor del suelo, los valores de repercusión a tener en cuenta en suelo urbanizado deberían entonces ser los mismos iniciales; calculándose el valor de la disminución del aprovechamiento considerando el valor inicial de repercusión. 

El caso es que, como hemos visto, la STC 218/2015 declaró inconstitucional el art. 25 TRLS 2/2008 en este concreto punto; por lo que las previsiones del art. 38 en cuanto al quantum indemnizatorio son inconstitucionales. Y lo son por dos razones: Primero, porque la remisión al porcentaje de cesión implica, como hemos visto, que la valoración varíe de una Comunidad autónoma a otra. En segundo lugar, y sobre todo, el TC entendió que el legislador no ha justificado que exista una correlación razonable (equilibrio razonable) de la indemnización así fijada con el valor de los bienes. Aunque en las SSTC 141/2014 y 43/2015 deja claro que el art. 33 CE no se lesiona cuando la indemnización resulte razonable –aunque no sea igual al valor de mercado- entiende que en este caso la ley no ha justificado que el criterio de cuantificación de la indemnización se aproxime siquiera al valor real de la facultad de la que el propietario es privado. Y es que pensemos que en determinados casos el porcentaje de cesión puede ser cero (por ejemplo, puede verse el art. 77 de la Ley valenciana 5/2014, que, en actuaciones en suelo urbano sin unidades de ejecución y sin aumento del aprovechamiento, prevé un porcentaje cero de cesión de aprovechamiento)
:
“Al igual que en las prestaciones patrimoniales públicas de carácter tributario, el tipo impositivo no determina el valor del bien, servicio o actividad económica gravados, el porcentaje de cesión del aprovechamiento urbanístico aplicado a la diferencia del valor del suelo urbanizado y el que tenía inicialmente por capitalización de rentas, no guarda relación alguna con el valor real de la facultad de la que se ve privado el propietario, la que le habría permitido participar en la actuación de urbanización en régimen de equidistribución de beneficios y cargas. Tanto es así que, en aquellas Comunidades Autónomas en que los resultados económicos netos derivados del ejercicio por el propietario de la facultad de participación en la actuación urbanizadora de la que se ha visto privado hubieran sido menores, por ser mayor el porcentaje de cesión al municipio, el valor del suelo expropiado será mayor por ser mayor el porcentaje aplicado, mientras que en aquellas otras en que el porcentaje de cesión es menor, y por tanto, mayores los beneficios netos del propietario, la aplicación del criterio establecido por el art. 25.2 a) del texto refundido de la Ley de suelo arroja un precio de suelo inferior.

Cierto es que la aplicación de este método de valoración responde a una lógica que no es otra que cuando el desarrollo del planeamiento se realiza por los propietarios, la comunidad, a través del municipio, participa en las plusvalías urbanísticas con la cesión de suelo ya urbanizado, por lo tanto, cuando el propietario es expropiado de esta facultad sin haber iniciado siquiera el cumplimiento de sus deberes, debe participar en las plusvalías urbanísticas de la misma forma que la comunidad. Pero, conforme a la STC 141/2014, de 11 de septiembre, el método de valoración del suelo, aun cuando pueda tener en cuenta intereses públicos de relevancia constitucional, como es el mandato de los poderes públicos de evitar la especulación, debe garantizar un adecuado equilibrio entre la compensación obtenida y el valor real del bien, en este caso, de la facultad que se expropia, adecuado equilibrio que no se garantiza con la aplicación del porcentaje fijo con que el legislador ha determinado la participación de la comunidad en la plusvalía generada por el planeamiento y costeada por los propietarios del suelo.

Frente a lo hasta aquí expuesto, la justificación que ofrece el texto refundido, a la que se remiten tanto el Abogado del Estado como el Fiscal General del Estado, para afirmar que existe un proporcional equilibrio entre la compensación por la privación de la facultad que comprende la propiedad del suelo rural sometido a una actuación de nueva urbanización, es la siguiente: “en todo caso, cuando éste está sometido a una actuación de transformación urbanizadora o edificatoria, se indemniza los gastos e inversiones acometidos junto con una prima razonable que retribuya el riesgo asumido y se eliminan saltos valorativos difícilmente entendibles en el curso del proceso de ordenación y ejecución urbanística. En los casos en que una decisión administrativa impide participar en una actuación de urbanización o altera las condiciones de ésta, sin que medie incumplimiento por parte del propietario, se valora la privación de la facultad en sí misma, lo que contribuye a un tratamiento más ponderado de la situación en que se encuentran aquellos. En definitiva un régimen que sin valorar expectativas generadas exclusivamente por la actividad administrativa de ordenación de los usos del suelo, retribuye e incentiva la actividad urbanizadora o edificatoria emprendida en cumplimiento de aquella y de la función social de la propiedad”. Pues bien, la exposición de motivos no da razón alguna, más allá de afirmar que se trata de un tratamiento ponderado, de porqué este valor objetivo y fijo que se impone a partir de la aplicación de un porcentaje establecido con otra finalidad, y no otro, permite hallar una compensación que guarde un proporcionado equilibrio con el valor real de la facultad expropiada.”

La consecuencia es que el legislador estatal debe volver a establecer el criterio de valoración de esta indemnización. 

Una última cuestión. este precepto, el art. 38, expressis verbis sólo contempla el caso en que se frustra, en todo o en parte, una actuación de nueva urbanización. Sin embargo, el problema podría darse asimismo en el caso de actuaciones de reforma o renovación urbanas, o incluso en el caso de actuaciones de dotación. Todas ellas son actuaciones de transformación urbanística, conforme al art. 7; aunque no sean propiamente actuaciones de nueva urbanización. A mi juicio, también existirá derecho a indemnización cuando estemos ante actuaciones de reforma, renovación o dotación que resulten frustradas, si se dan los requisitos establecidos en el art. 38; si de dichas actuaciones frustradas se hubiera derivado un aumento del aprovechamiento. lo que sucede es que en estos casos al legislador le ha parecido seguramente muy difícil establecer criterios apriorísticos de valoración de la indemnización. Pero, desde mi punto de vista, las pautas generales a seguir deberían ser las mismas; si bien teniendo en cuenta que, cuando se frustre una actuación de estas características, el propietario no se quedará normalmente con aprovechamiento cero, sino que es posible que se quede como estaba con anterioridad al inicio de la actuación frustrada –todo dependerá de lo que diga el nuevo instrumento-
. 
b) Indemnización de la iniciativa y la promoción de actuaciones de urbanización o de edificación
A esta cuestión se refiere el art. 39 TRLS. El precepto ya no se refiere necesariamente al propietario, sino a aquel que asume la iniciativa en las actuaciones de urbanización o de edificación. Normalmente, el promotor de una actuación de edificación será el propietario, aunque no siempre –pensemos en el caso de la sustitución forzosa, regulado en el art. 49; o incluso en el “agente rehabilitador”-. El promotor de una actuación de urbanización puede ser en unos casos el propietario –sobre todo, en suelo urbano-; un conjunto de propietarios –sistema de compensación u otros similares recogidos en la legislación autonómica- o bien un tercero, empresario –el “agente urbanizador”, propiamente dicho-. Por supuesto, la Administración también podría ser la promotora en régimen de gestión directa; pero en este caso difícilmente podría hablarse de indemnización a favor del promotor
. 
A este respecto, el art. 39 diferencia aparentemente dos cosas distintas. Así, alude por una parte a la indemnización de los gastos realizados; por otra, a la indemnización a pagar en caso de que la ejecución de la actuación haya comenzado; lo que parece apuntar al lucro cesante. Pero, como veremos, en realidad no es así: ambos apartados se refieren tanto al daño emergente como al lucro cesante, si bien referidos a distintos momentos de la ejecución de la urbanización
. Así, la STS de 29 de octubre de 2014, seguida por la de ocho de junio de 2015, entienden aplicable el apartado primero, y no el segundo, del art. 39; y declaran, pero sólo al amparo de aquél, la responsabilidad patrimonial del legislador balear. En la primera, se apreció que no se daba el supuesto contemplado en el actual art. 48 a) TRLS, dado que el problema fue inicialmente imputable a la inactividad de la Junta de compensación en aquel supuesto. No obstante, aun en ese caso se entendió aplicable el art. 25-1 (actual 39-1), si bien modulando el alcance del resarcimiento; ya que con posterioridad sí hubo incumplimiento de plazos imputable a la Administración. 
Pero además, la primera de estas sentencias es importante porque matiza que, tras la Ley 8/2007, no es precisa la total patrimonialización del aprovechamiento para tener derecho a indemnización, sino que también son indemnizables las expectativas cuando se den las circunstancias hoy indicadas en el art. 39. Y no sólo eso: entiende que la aplicación del criterio indemnizatorio basado en el grado de urbanización del suelo exige el cumplimiento tempestivo de los plazos de ejecución. En caso contrario, habrá que aplicar el apartado primero (gastos, incrementados en la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo)
. 
El apartado primero del art. 39 señala: “Cuando devengan inútiles para quien haya incurrido en ellos por efecto de la disposición, del acto o del hecho que motive la valoración, los siguientes gastos y costes se tasarán por su importe incrementado por la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo
:

a) Aquéllos en que se haya incurrido para la elaboración del proyecto o proyectos técnicos de los instrumentos de ordenación y ejecución que, conforme a la legislación de la ordenación territorial y urbanística, sean necesarios para legitimar una actuación de urbanización, de edificación, o de conservación o rehabilitación de la edificación.

b) Los de las obras acometidas y los de financiación, gestión y promoción precisos para la ejecución de la actuación.

c) Las indemnizaciones pagadas.” 

Estos gastos comprenden pues incluso las tasas por licencia, que se incluirían dentro de los gastos de gestión –el art. 29 del RD 1492/2011 incluye expresamente los tributos-; asimismo, entiendo que quedarían comprendidos por ejemplo los costes que el urbanizador haya pagado al constructor, en aquellas CCAA, como la valenciana, que diferencian entre el urbanizador y el constructor –aunque en realidad, como veremos, estos gastos más bien serían incardinables en el art. 39-2-
. 

En segundo lugar, el apartado segundo del precepto parece referirse a la indemnización por lucro cesante. Pero en realidad no es así: en puridad, ambos apartados del art. 39 se refieren a momentos distintos de la gestión urbanística
. El apartado primero se refiere al caso en que la ejecución material de la obra urbanizadora todavía no ha comenzado. En tal caso, se supone que lo que ha tenido el urbanizador han sido gastos importantes, pero previsibles
. Por ello, se indemniza el importe de esos gastos, pero aumentados con la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo. Esto es una forma de satisfacer el beneficio empresarial dejado de percibir, y que queda tasado en la diferencia de valor entre los gastos efectivos y su valor aumentado con la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo. 
El apartado segundo, en cambio, contempla el caso en que ya se ha iniciado materialmente la obra urbanizadora. aquí, el riesgo asumido por el urbanizador, dada la fase en que estamos, es superior; si bien obviamente sólo se le indemniza si por su parte ha cumplido con los plazos y ejecutado la obra urbanizadora conforme a los correspondientes instrumentos. Por eso, lo que hace el art. 39-2 es contemplar tres modos alternativos de indemnizarle; de forma que se le indemnizará con arreglo al sistema que arroje un valor superior. Estos sistemas son: en primer lugar, el previsto en el art. 39-1; bien entendido que ahora se incluyen también los gastos derivados de la ejecución material de la urbanización en que se haya incurrido –movimientos de tierras, asfaltado, conducciones para servicios…-. En segundo lugar, el previsto en el art. 38 –es decir, atendiendo al porcentaje de cesión, aplicado a la disminución de aprovechamiento-; pero hemos visto que este método de valoración se ha declarado inconstitucional –aunque de forma expresa no se ha extendido la declaración de inconstitucionalidad al art. 39 en este punto, cuando por conexión o consecuencia parece que habría sido lo lógico-. En tercer lugar, atendiendo al grado de ejecución de la urbanización: “Para ello, al grado de ejecución se le asignará un valor entre 0 y 1, que se multiplicará:

a) Por la diferencia entre el valor del suelo en su situación de origen y el valor que le correspondería si estuviera terminada la actuación, cuando la disposición, el acto o hecho que motiva la valoración impida su terminación.

b) Por la merma provocada en el valor que correspondería al suelo si estuviera terminada la actuación, cuando sólo se alteren las condiciones de su ejecución, sin impedir su terminación.”


Ahora bien, el art. 39  añade además lo siguiente, también en su apartado segundo: “La indemnización obtenida por el método establecido en este apartado nunca será inferior a la establecida en el artículo anterior y se distribuirá proporcionalmente entre los adjudicatarios de parcelas resultantes de la actuación.” Y en su apartado tercero: “Cuando el promotor de la actuación no sea retribuido mediante adjudicación de parcelas resultantes, su indemnización se descontará de la de los propietarios y se calculará aplicando la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo a la parte dejada de percibir de la retribución que tuviere establecida.” En cuanto a que la indemnización no deba ser inferior a la establecida en el art. 38, ya me he referido a su declaración de inconstitucionalidad. Pero además el art 39, por lo que ahora importa, añade que dicha indemnización se distribuirá proporcionalmente entre los adjudicatarios de las parcelas; y que si el urbanizador no es retribuido mediante parcelas –es decir, si es retribuido en dinero- su indemnización se descuenta de la de los propietarios y se calcula aplicando la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo a la parte de retribución dejada de percibir. Esto, a mi juicio, demuestra que, pese a la rúbrica del art. 39, la indemnización prevista en el mismo no sólo comprende al promotor o urbanizador, sino también a los propietarios que han participado en la actuación, como hemos visto más arriba. Es decir, parece que se aplicará el art. 38 si ha existido una frustración de la facultad de participar en la actuación antes de que la misma comience; pero se aplicará el art. 39 a los propietarios que hayan visto iniciada la actuación, pero la misma no llegue a buen término, aunque el promotor haya sido un tercero. En suma, el art. 38 y el 39-1 indemnizan respectivamente al propietario y al promotor cuando la actuación aún no haya sido iniciada; el art. 39-2 señala el modo de indemnizar a unos y otros cuando haya comenzado la actuación pero la misma se trunque. 

En cuanto a la situación del promotor-urbanizador, podemos distinguir las siguientes situaciones. En primer lugar, promotor-urbanizador que no era propietario en origen, pero cuya retribución lo es en parcelas de resultado. Su retribución se fija con arreglo al art. 39-1 y en su caso 39-2. En segundo lugar, promotor-urbanizador que era propietario en origen, y cuya retribución lo es en parcelas de resultado. Hay que decir lo mismo; pero lógicamente, la indemnización deberá calcularse teniendo en cuenta las parcelas de resultado que le corresponden como propietario y las que le corresponden como urbanizador. 
El tercer y cuarto casos son aquellos en que el urbanizador no es retribuido con parcelas de resultado, sino con dinero; distinguiendo entre el caso en que además de urbanizador es propietario de origen del caso en que no lo sea. Empezando por este último caso, el art. 39-3 nos dice que su retribución se detrae de la de los propietarios; y consiste en aplicar la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo a la parte dejada de percibir de la retribución que tuviera establecida. Esto corrobora que el art. 39 incluye no sólo al urbanizador, sino también a los propietarios, no sólo porque el precepto indica que la indemnización del urbanizador se detrae de la de los propietarios, sino también porque se establece un sistema distinto de cálculo de la indemnización del urbanizador en este caso; sistema de cálculo que, ahora sí, casa perfectamente con el lucro cesante: la retribución consiste en la aplicación a la retribución dejada de percibir de la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo. La indemnización no es la retribución dejada de percibir aumentada en la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo, sino la aplicación de estos porcentajes a la retribución dejada de percibir. En segundo lugar, si el urbanizador era también propietario de origen, se calcula su indemnización como propietario conforme al art. 39-2; después se calcula la indemnización que como urbanizador le corresponde conforme al art. 39-3. Y después, esta indemnización se detrae de la que corresponde a todos los propietarios, incluyendo a la que corresponde al propio urbanizador en tanto que además era propietario de origen.
Puede llamar la atención que la retribución del urbanizador se detraiga de la de los propietarios cuando es retribuido en dinero; pero tengamos en cuenta que, si es retribuido en parcelas, en realidad sucede lo mismo, porque percibe indemnización en cuanto que propietario de parcelas de destino, es decir, es indemnizado junto al resto de propietarios por las fincas de resultado que le habrían correspondido como urbanizador. 

B) El problema del fuera de ordenación

Tradicionalmente, nuestro Ordenamiento siempre ha afirmado que el fuera de ordenación no confiere por sí mismo derecho a indemnización. Así lo decía el art. 87 TRLS de 1976, y también el art. 237 TRLS de 1992. 
Ahora, el TRLS 7/2015 indica que “Las situaciones de fuera de ordenación producidas por los cambios en la ordenación territorial o urbanística no serán indemnizables, sin perjuicio de que pueda serlo la imposibilidad de usar y disfrutar lícitamente de la construcción o edificación incursa en dicha situación durante su vida útil”. En realidad, no existe contradicción entre la nueva regulación y la precedente: en los textos anteriores, lo que se decía era que el fuera de ordenación, por sí solo, no daba lugar a indemnización; y esto se mantiene. Pero, cuando además de declararse el inmueble fuera de ordenación, se procediera por ejemplo a su expropiación, lógicamente sería necesario indemnizar
. Y, cuando por ejemplo sucediera que el uso al que se destinaba el inmueble fuera de ordenación, y único para el que es apto –uso industrial, por ejemplo- resulta incompatible con el nuevo planeamiento y dicho uso debe cesar, tanto antes como ahora dicha limitación del único uso posible del inmueble será, desde luego, indemnizable. 
En suma, lo que nos quieren decir estos preceptos es que el fuera de ordenación, hasta que se materialice la ejecución del planeamiento o se impida de hecho el uso del inmueble, no es indemnizable; pero lógicamente una vez el planeamiento se ejecute sí habrá que indemnizar la pérdida del inmueble. La STS 14 diciembre de 2006 entiende procedente la indemnización porque, además de fuera de ordenación, existía vinculación singular. La posterior STS de nueve de abril de 2014 entiende que procede que la indemnización en ese caso fuera abonada conjunta y solidariamente por la Generalidad y el ayuntamiento, con reparto interno del 50 por ciento, ya que se trataba de un plan especial de protección promovido por la consejería de cultura; y los demandantes habían en su demanda pretendido la nulidad del plan y en su caso indemnización, habiendo comparecido y habiéndose defendido en la instancia ambas Administraciones. 

Y la STS cuatro de julio de 2012 señala que en este caso sí existe derecho a indemnización, ya que la situación de fuera de ordenación se ha producido debido a una actuación expropiatoria y no a un cambio de planeamiento. O lo que es lo mismo, se trata de daños a evaluar, como demérito de la finca, dentro del expediente expropiatorio; por lo que son indemnizables, al tener su causa directa en la expropiación
. En la de 24 marzo de 2014, se reconoce indemnización a cargo del Estado, que había ejecutado una obra pública que afectaba decididamente al inmueble de los actores, tanto al producir su aislamiento como por los problemas de ruidos; y todo ello son daños que exceden de la previa situación del inmueble como fuera de ordenación. 
En todo caso, hay que añadir que el concepto de “fuera de ordenación” tradicionalmente se identificaba con cualquier incompatibilidad con el nuevo planeamiento –así, art. 60 TRLS de 1976-; y daría lugar a la imposibilidad de realizar cambios en la edificación o construcción, salvo las obras de estricta conservación para garantizar la higiene, seguridad y ornato público. Pero ahora, el concepto de fuera de ordenación se determina por la legislación autonómica; y a este respecto, es frecuente que las leyes autonómicas establezcan dos grados de fuera de ordenación: el fuera de ordenación en sentido estricto, donde no cabrán obras de mejora, ampliación, reforma, consolidación o modernización; y otras situaciones de incompatibilidad relativa con el nuevo planeamiento, donde sí son posibles este tipo de obras –salvo, normalmente, las de ampliación-. En cualquier caso, hay que entender que, cuando el TRLS alude en el art. 35 al fuera de ordenación, se refiere a todo tipo de situaciones de incompatibilidad con el nuevo planeamiento. 

C) El caso de las vinculaciones singulares
El apartado b del art. 48 TRLS indica que dan en todo caso derecho a indemnización las “vinculaciones y limitaciones singulares que excedan de los deberes legalmente establecidos respecto de construcciones y edificaciones, o lleven consigo una restricción de la edificabilidad o el uso que no sea susceptible de distribución equitativa.”
Así, para que la vinculación singular sea indemnizada, es preciso que el propietario no haya podido ser compensado de otro modo. Normalmente, se entiende que existe este supuesto cuando no resulta posible incluir al propietario en un instrumento reparcelatorio donde pueda ser compensado; lo que sucederá en las actuaciones aisladas. No obstante, las modernas legislaciones autonómicas contemplan otros instrumentos de equidistribución y compensación, como las transferencias de aprovechamiento. Si un propietario puede ser compensado mediante transferencia de aprovechamiento, lógicamente en esa medida no tendrá derecho a indemnización por vinculación singular. 

Pero, ¿cuándo estaremos ante una vinculación singular? El precepto nos indica que se trata de casos en que los deberes impuestos exceden de los legalmente establecidos respecto de construcciones o edificaciones, o comporten restricciones al uso o la edificabilidad
. En cuanto a lo primero, el caso paradigmático es el de las cargas o restricciones específicas que se imponen a los edificios catalogados, si bien se debe recordar que, actualmente, dentro del límite del deber legal de conservación, se pueden ahora imponer cargas en atención a motivos turísticos o culturales. La STS de 25 de junio de 2003 reconoce la existencia de vinculación singular en relación con un edificio del patrimonio histórico, en razón al especial régimen de estos inmuebles.
Pero también las restricciones al uso o la edificabilidad pueden constituir una vinculación singular. En este sentido, si bien la regla general, art. cuatro TRLS, es que la ordenación del uso de los terrenos no comporta derecho a indemnización
, sin embargo, cuando existan restricciones al uso o la edificabilidad que no se puedan equidistribuir, las mismas serán indemnizables
. Normalmente esto se dará en ámbitos ya consolidados, en que se introduzcan ex novo estas limitaciones: cuando dichas limitaciones se establecen en un planeamiento que ordena zonas no consolidadas, a través de la reparcelación se compensan esas restricciones al uso o la edificabilidad. No sólo eso: cuando estamos ante zonas consolidadas, estas limitaciones al uso y la edificabilidad comportarán un empeoramiento de las condiciones de uso y edificabilidad de que hasta el momento disponía el terreno. 
La STS de tres abril de 2009 indica que estamos ante una vinculación singular indemnizable, teniendo en cuenta que, debido al amplio grado de consolidación edificatoria de la zona, la equidistribución deviene imposible
. 

En cualquier caso, la jurisprudencia en ocasiones entiende que, para que exista restricción en la edificabilidad o el uso, dicha restricción debe ser imputable al concreto instrumento de planeamiento del que se pretende derivar la responsabilidad; no cabe cuando el uso permanece respecto al planeamiento anterior. Así, STS 14 septiembre de 2011
. En cambio, en algún otro caso, como en la STS 10 octubre de 2011, se señala que lo importante, a efectos de la vinculación singular, es la comparación con lo que sucede con los terrenos del entorno; ya que no estamos ante una indemnización por reducción del aprovechamiento urbanístico
. Para esta sentencia, lo determinante es que ha cambiado la consideración urbanística de los terrenos del entorno, que de no tener aprovechamiento han pasado a tenerlo; lo que no sucede con la finca de autos:
“Pues bien, en el presente caso la uniformidad de la clasificación urbanística de los suelos litigiosos y contiguos en la anterior ordenación contrasta con la diversidad operada en el planeamiento objeto de impugnación, al clasificar los primeros como suelo urbano consolidado con calificación pormenorizada de Edificación del Centro Histórico, con una asignación insignificante de edificabilidad que se corresponde con la ya consumida por los edificios existentes, mientras que las parcelas colindantes pasan a ser consideradas suelo urbanizable, e incluidas en unidades de actuación, sin previsión de operaciones de equidistribución y por tanto con incumplimiento del principio básico en el ordenamiento urbanístico de distribución equitativa de beneficios y cargas del planeamiento.”

Puede verse también la de cuatro de mayo de 2015, donde se afirma que el referente no puede ser el previo planeamiento, sino el distinto tratamiento  que en el nuevo se confiera a la propiedad del recurrente frente a otras comparables; aunque no se haya producido sobre ese terreno concreto, aisladamente considerado, restricción alguna en relación con el anterior planeamiento. ratifica esta sentencia el criterio de la de 10 de octubre de 2011
.
En la jurisprudencia encontramos abundantes ejemplos. En el supuesto del ATSJCV de 18 abril de 2006, se trataba de lo siguiente: en el plan general de 1989, se estableció que todos los colegios de las zonas centro y ensanche de Valencia, deberían mantenerse afectos al uso escolar; y además se estableció en ellos una importante restricción de la edificabilidad en relación con los edificios del entorno. Esta restricción no existía en el plan general anterior; pero en dichas parcelas la edificabilidad prevista en el plan anterior no se encontraba agotada, precisamente debido a las peculiaridades del uso escolar –que exige abundantes espacios libres para recreo y zonas deportivas-. Hay que tener en cuenta que estos colegios se hallan en zonas residenciales, donde la edificabilidad es mucho más alta; siendo además el uso residencial mucho más lucrativo que el escolar. 

La finalidad del plan era claramente mantener el uso escolar y las plazas escolares; para ello, era preciso congelar el uso y también congelar en esas parcelas la edificabilidad ya consolidada, sin permitirse aumentos de edificabilidad en ellas. El plan fue declarado conforme a Derecho, pero la sentencia dictada en su día afirmó que existiría derecho a indemnización por vinculación singular. El auto indicado cuantifica dicha indemnización.

Otro ejemplo es el indicado en la STS de 14 diciembre de 2006, asimismo en relación con el plan general de Valencia, que desestima la casación contra una sentencia que había afirmado que existe vinculación singular en relación con ciertos edificios existentes en el entorno de un monumento –el convento de la Trinidad-; por entender que existe una limitación a la edificabilidad en el edificio más próximo al convento, que sólo afecta a éste, y no susceptible de equidistribución teniendo en cuenta el grado de consolidación de la zona –suelo urbano en el centro de la ciudad-. La sala de Valencia y el TS rechazan la argumentación del ayuntamiento, que entendía que no había vinculación singular sino fuera de ordenación no indemnizable, en un caso en que se había reducido la edificabilidad de UNO SOLO DE los inmuebles preexistentes en el entorno del monumento. La sala de instancia había entendido que el fuera de ordenación sí es indemnizable cuando concurre alguno de los supuestos que dan lugar a indemnización, como es éste de la vinculación singular; y el TS acepta su argumentación
.
La STS 24 septiembre de 2008 casa la sentencia de instancia y reconoce que existe vinculación singular, en un caso en que los terrenos pasan de tener uso deportivo y residencial a tenerlo sólo de equipamiento deportivo. La Sala hace hincapié que no estamos ante una reclamación por reducción de aprovechamiento, sino por vinculación singular; ya que en este caso el resto de solares de la zona habían permanecido con su uso previo residencial. La sentencia es importante porque nos hace ver que, aunque no concurran los requisitos para la indemnización por reducción de aprovechamiento, podemos sin embargo estar ante un caso de vinculación singular
. Más recientemente, la STS de 17 de febrero de 2016 se plantea otro caso de vinculación singular; en este caso, se estima el recurso contencioso administrativo. se trataba de que, debido a unos descubrimientos arqueológicos, el aprovechamiento resultó limitado. Se alegaba por la Administración que la restricción no se ha producido por el planeamiento, sino por aplicación de la normativa sobre patrimonio histórico. El recurso de casación de la Junta es desestimado; porque se considera que, aunque fue la actuación de la Consejería de cultura la que concretó el alcance de la intervención, ello fue en aplicación de la normativa urbanística municipal, que exige en esa zona realizar previamente una prospección arqueológica y la emisión de un informe por la Consejería de cultura, de efecto inmediato y directo
. Pero en todo caso, la sentencia recuerda que, según la de 25 de junio de 2003, también hay que indemnizar cuando la restricción sea consecuencia de la normativa de patrimonio histórico. En todo caso, la estimación del recurso fue parcial: no procede indemnizar los costes de la prospección arqueológica, que es una carga del promotor conforme al propio planeamiento; ni tampoco el valor del suelo, que no ha sido expropiado. La de 28 de octubre de 2016 es asimismo importante: La demandante había obtenido licencias de edificación, pero cuando comienzan las obras se descubren yacimientos arqueológicos y se dicta una orden de conservación y de adopción de medidas que resguardaran los restos. Aunque no se ordenó la paralización de las obras ni se dejaron sin efecto las licencias, entendió la demandante que de hecho las resoluciones dictadas le impedían la construcción; y así se deducía de los informes periciales. El TS revoca la sentencia de instancia, que había entendido que el daño no era antijurídico, y reconoce el derecho a indemnización
. 
Ahora bien, para que exista indemnización, es preciso que exista una verdadera limitación de la edificabilidad o el uso. Existen casos en que los recurrentes aducen que nos encontramos ante una limitación al uso; sin que ello sea apreciado por la jurisprudencia. Normalmente, las limitaciones al uso van asociadas a la restricción al tipo de usos posibles; y en estos casos desde luego sí hay restricción, que será indemnizable si no es susceptible de equidistribución. Puede haber no obstante otro tipo de restricciones que afecten indirectamente al uso, como son los accesos; en este caso, habrá que estar a las circunstancias del caso concreto para verificar si se tiene o no derecho a indemnización: una privación total de los accesos desde luego sí sería indemnizable, porque implicaría en realidad una pérdida del derecho de uso, en la práctica
. 

Por otra parte, la STS de 14 de diciembre de 2006, dictada en el caso del Convento de la Trinidad, afirma que, si el plan establece una vinculación singular y no recoge la pertinente indemnización, habrá que entender que el plan es ilegal en ese punto
. Esto es importante porque, cuando el acto es ilegal, en el mismo proceso en que se pide su anulación se puede pretender directamente la indemnización; cosa que no sucede si el acto finalmente se declara conforme a Derecho, en cuyo caso hay que solicitar la indemnización en vía administrativa. 

2. Responsabilidad derivada de la declaración de nulidad del planeamiento


La responsabilidad derivada de la nulidad de un plan puede deberse, en primer lugar, a que a resultas de dicha declaración de nulidad se anulen también licencias ya concedidas. en gran medida tenemos que remitir aquí al epígrafe siguiente; pero es conveniente aludir a las peculiaridades que se dan cuando la anulación de la licencia deriva de la declaración de nulidad del plan. En segundo lugar, esa responsabilidad patrimonial puede derivar de la anulación de otro tipo de instrumentos de ejecución, como proyectos de urbanización o de reparcelación; si bien en estos casos normalmente serán indemnizables los gastos producidos al propietario –y tampoco siempre, como veremos-. En tercer lugar, tenemos los casos en que se han dictado actos de ejecución de carácter desfavorable, como demolición de edificios que invadían los nuevos viales proyectados; y después se produce la declaración de nulidad del plan. 


Por otra parte, es conveniente distinguir, como veremos, entre los planes declarados nulos por vicios formales, y por vicios de fondo. 

A) Nulidad del plan: incidencia sobre los distintos tipos de instrumentos de ejecución

Empezando con las licencias, por lo pronto hay que tener en cuenta que la jurisprudencia considera que los planes son normas reglamentarias; de forma que se aplica el art. 73 LJCA. Es decir, la mera anulación del plan no comporta de forma automática la nulidad ni la anulación de los actos firmes dictados a su amparo. En otros términos, la anulación del plan no arrastra de forma automática la anulación de las licencias ni de otros actos de ejecución del plan –proyectos de reparcelación o de urbanización, por ejemplo-; de forma que habrá que distinguir aquellos que fueron impugnados en tiempo y forma de los que no lo fueron. Los primeros, lógicamente, deberán ser finalmente anulados por falta de cobertura –aunque normalmente la jurisprudencia acepta que podrían encontrar dicha cobertura en un planeamiento anterior-
. Los segundos son firmes y en principio por tanto inatacables; si bien cabría su revisión de oficio si incurren en causa de nulidad de pleno derecho, o su declaración de lesividad en otro caso, teniendo en cuenta que la falta de cobertura por declaración de nulidad del plan en principio es causa de anulabilidad. 


 No obstante, en algún caso el TS, excepcionalmente, ha afirmado que mediante un incidente de ejecución de la sentencia que declara la nulidad del plan, se podrían asimismo anular algunos de los instrumentos de ejecución del plan. En principio, ello es razonable si nos encontramos ante instrumentos aprobados con posterioridad a la sentencia, y dictados con la finalidad de eludir su cumplimiento –art. 103-4 LJCA-; en cuyo caso esos actos serán nulos de pleno derecho. Este tipo de actos posteriores a la sentencia que declara la nulidad del plan también podrían ser anulados en un recurso contencioso administrativo independiente, cuando su disconformidad a Derecho derive de otras causas; así, STSJCV de siete de julio de 2003, luego confirmada por el TS, en un caso en que la nulidad del plan se decreta por motivos formales y sin haber entrado en el fondo. No obstante, el TS ha admitido que en algún caso también un acto anterior a la sentencia podría entenderse, paradójicamente, dictado “con la finalidad de eludir su cumplimiento”; por ejemplo, si se ha dictado ya la sentencia en primera instancia en sentido de declarar la nulidad del plan, aunque la misma esté pendiente de casación, o quizá si el plan adolece de un vicio que comporta su nulidad, conforme a jurisprudencia reiterada y unánime-
. Y, en algún caso, ha ido todavía más allá; y, aunque en tono hipotético, ha afirmado incluso la posibilidad de que vía incidente de ejecución de sentencia, se declaren nulos otros actos, aunque los mismos sean anteriores a la sentencia e incluso aunque no hayan sido dictados con la finalidad de eludir su cumplimiento
. A mi juicio, esta declaración supone ignorar el claro mandato establecido en el art. 73 LJCA, que es un precepto cuya razón de ser estriba en la seguridad jurídica
; y que impide la anulación de actos firmes dictados al amparo de una norma declarada nula, salvo que se sigan los cauces legalmente previstos –que son la lesividad y la revisión de oficio; no el incidente de ejecución de sentencias, que sólo tiene sentido en relación con actos posteriores a la misma y no en relación con los anteriores, salvo que claramente en este caso hubieran sido dictados para eludir  el cumplimiento de una sentencia que vaya a dictarse de modo inminente-. 
Otra cosa son, y aquí sí seguramente tiene razón la STS 19 junio de 2013, los planes dictados en desarrollo del plan declarado nulo –ejemplo, plan parcial dictado en desarrollo de plan general declarado nulo-
; porque, si se parte de que el plan es una norma jurídica –aunque algunos autores discuten esta afirmación; al menos, predicada de la totalidad del plan- las normas jurídicas sin cobertura son nulas de pleno derecho y no devienen pues firmes
: pueden pues ser declaradas nulas vía incidente de ejecución. 

Entrando ahora en el tema de la nulidad de los instrumentos de gestión dictados en ejecución de un plan anulado, con independencia de que entiendo aplicable el art. 73 LJCA cuando dicho instrumento de gestión no se impugnó en su momento, muchas veces el argumento de los recurrentes es el siguiente: se han pagado las cuotas de urbanización por los propietarios; y dichas cuotas deben ser devueltas porque el plan ha sido declarado nulo y también lo ha terminado siendo el proyecto de reparcelación, en consecuencia. En este punto, no obstante, muchas veces los Tribunales entienden que no existe derecho a la devolución de las cuotas pagadas, en atención al principio del enriquecimiento injusto; ya que de hecho el plan ha sido ejecutado y por tanto las parcelas urbanizadas
. 
En tercer lugar, tenemos el caso en que en ejecución de un plan es demolido un edificio; por ejemplo, al invadir el viario, y finalmente el plan es declarado nulo. Es cierto que normalmente esta ejecución provendrá del hecho de que se haya aprobado además otro instrumento intermedio, como un proyecto de reparcelación o una expropiación; que finalmente también son anulados. En estos casos, es evidente la responsabilidad patrimonial; para evitarla, es muy conveniente que en estos casos los órganos jurisdiccionales hagan un uso adecuado de la tutela cautelar. Por ejemplo, si el plan ha sido declarado ya nulo, y se ha impugnado el proyecto de reparcelación o la expropiación del edificio, lo lógico es que se aplique el criterio del fumus boni juris y se proceda a la suspensión cautelar del instrumento, en lo que toca a la demolición del inmueble. 
B) La necesaria distinción entre vicios formales y materiales

En cualquier caso, es conveniente diferenciar entre los casos en que el plan adolece de un vicio de fondo, de los supuestos en que el plan es declarado nulo por vicio de procedimiento o por un problema de incompetencia. En el primer caso, la nulidad del plan normalmente será parcial; pero obviamente afectará a las licencias y a los instrumentos de gestión de ese concreto ámbito afectado. En el segundo caso, la declaración de nulidad del plan será total, pero la nulidad por vicio de forma no implica necesariamente que el plan sea incorrecto en cuanto al fondo
. Un ejemplo puede ser el siguiente: el TS –aunque sin beneplácito del TC; véase STC 187/2012- entiende que no pueden ser aplicadas, en virtud de la cláusula de prevalencia, las leyes autonómicas que establecen la innecesariedad de repetir el trámite de información pública en los planes, aunque haya existido una modificación sustancial. Con base en esto, se han declarado nulos por el TS muchos planes urbanísticos, a partir de la STS 19 diciembre de 2008. Pues bien, la cuestión es ésta: cuando se declara nulo un plan por vicio de forma, ¿qué sucede con los actos de aplicación de dicho plan? En principio, quedan sin cobertura y, si han sido impugnados en tiempo y forma, deben ser anulados; sin embargo, si antes de su anulación se volviera a aprobar el plan con el mismo contenido, el defecto se habrá subsanado. Incluso, entiendo que, una vez anulado el instrumento de ejecución, será causa de inejecutabilidad legal de la sentencia la nueva aprobación del plan con el mismo contenido que tenía con anterioridad: aquí no estamos ante un plan dictado con la finalidad de eludir el cumplimiento de la sentencia, obviamente
.
Pasemos ahora a examinar qué sucede cuando el vicio es de incompetencia. En realidad, el caso es similar al anterior; la incompetencia no significa que el plan sea ilegal en sus contenidos. Imaginemos el caso en que corresponde a la Comunidad autónoma la aprobación definitiva de un determinado planeamiento de desarrollo; pero dicha aprobación definitiva erróneamente se realiza por el ayuntamiento. En ejecución del plan se otorgan ciertas licencias; en el ínterin, el plan ha sido recurrido, y las licencias también. Finalmente, se estima el recurso contra el plan por incompetencia; y se anulan las licencias. Sin embargo, el instrumento se eleva al órgano realmente competente para la aprobación definitiva, que muestra su total conformidad con los contenidos del plan y lo aprueba definitivamente. En un caso así, a mi juicio estaremos ante una clara causa de imposibilidad legal de ejecutar la sentencia que anula las licencias, por lo que no procederá la demolición de las edificaciones. Esto es así porque el nuevo plan no se ha dictado con la finalidad de eludir el cumplimiento de la sentencia. 
C) El problema de la prescripción

Como es sabido, el art. 67 de la Ley 39/2015 establece que, en caso de anulación de actos, el plazo para reclamar prescribe al año de la sentencia definitiva; lo que, conforme a la sentencia TEDH Miragall Escolano, se ha interpretado en el sentido de que es precisa la notificación en forma de la sentencia firme para que empiece a correr el plazo para su ejecución. Hemos visto también en el módulo anterior que el plazo cuenta desde la notificación de la sentencia cuando ésta es firme por ley por no caber contra ella recurso; es decir, el plazo no cuenta desde la notificación de la diligencia de ordenación que declara su firmeza (STS 21 octubre de 2009). 
La regla es pues distinta en todo caso de los supuestos en que la responsabilidad deriva de un planeamiento lícito, ya que en este caso el plazo de prescripción cuenta desde la publicación del plan; si bien en algún caso el TS ha matizado que el plazo podría comenzar más tarde si  el alcance del daño no puede conocerse todavía –STS siete de febrero de 2013, que no obstante entiende que en el momento de la aprobación del plan quedó concretado el perjuicio, consistente en la inviabilidad de la explotación minera que se pretendía llevar a cabo-
. La de 16 junio de 2010 entiende que el plazo no cuenta desde la publicación del decreto autonómico que aprobaba el régimen de protección de las zonas periféricas de una serie de humedales, sino desde el momento en que, en ejecución del mismo, se suspende el otorgamiento de las licencias y se le notifica al actor; porque sólo en ese momento se pudo conocer el verdadero alcance de la lesión –en cualquier caso, el recurso se desestima porque el decreto finalmente ha sido anulado y por tanto no se ha consumado la lesión-. Y, como se ha visto, recientemente el TS ha entendido que el plazo de prescripción debía contar desde que se notifica la sentencia firme que declara conforme a Derecho el decreto que establecía, de conformidad con el plan, la prevalencia del uso industrial sobre el minero (STS de 20 de noviembre de 2015, analizada en el módulo anterior). 
En suma, como lo que prima es la actio nata, habrá que estar a las circunstancias de cada caso para verificar si el perjuicio era o no cuantificable con anterioridad a la declaración de nulidad del plan. Así se deduce también de la de cinco de octubre de 2015: en un caso en que los terrenos de los demandantes estaban calificados como sistema de comunicaciones, el plan general remitía a un plan especial de comunicaciones que nunca llegó a aprobarse. Por esta razón, mientras no se aprobara dicho plan especial, los demandantes no podrían conocer el alcance de los perjuicios. No obstante, la acción se declaró prescrita porque el nuevo plan ratifica la calificación urbanística de los terrenos; sin exigir ya plan especial…y la reclamación se formula pasado más de un año desde su publicación. En suma, se conoció la efectividad y alcance del perjuicio desde que el previo plan general perdió su vigencia. Por cierto, la sentencia añade que no es de aplicación aquí la doctrina que distingue entre daño permanente y continuado. 
De cualquier modo, muchas veces a la declaración de nulidad del plan sigue la declaración de nulidad o anulación del instrumento urbanístico de ejecución; y en estos casos normalmente podrá entenderse que la responsabilidad patrimonial deriva de la anulación de dicho instrumento de ejecución, de forma que el plazo prescriptorio contará desde la notificación de la sentencia firme anulatoria de dicho instrumento. Este plazo normalmente será en la práctica más beneficioso que el plazo de prescripción contado desde la notificación de la sentencia que declara nulo el plan. 

Por último, la jurisprudencia, así STS 12 diciembre de 2012, distingue entre las acciones de responsabilidad patrimonial y las que traen su causa en el enriquecimiento injusto, que no están sujetas al plazo de prescripción de un año
. Así podemos citar la STS 28 de diciembre de 2006:
“Pero no opera aquel obstáculo de la prescripción respecto del concepto referido a la parte proporcional en que las cesiones urbanísticas deben ser minoradas como consecuencia de la desclasificación ordenada para una porción del ámbito territorial de aquel Plan Parcial. Es así, porque ese concepto, esa "reparación", tiene su soporte jurídico, no tanto en el instituto de la responsabilidad patrimonial, sino, más bien, en el que veda el enriquecimiento sin causa. Las cesiones urbanísticas que el artículo 84.3 de aquella Ley del Suelo de 1976 EDL 1976/979 imponía a los propietarios de suelo urbanizable programado, han quedado carentes de causa jurídica en la parte proporcional en que se han visto reducidos el ámbito y los aprovechamientos del repetido Plan Parcial. En esa parte proporcional, las cesiones que tales propietarios hayan hecho -siempre que las efectivamente hechas excedan de las debidas tras la desclasificación operada para una porción del ámbito de dicho Plan Parcial- deben reintegrarse a los mismos, bien in natura, si ello es posible, bien en su equivalente económico, en otro caso; y deben serlo por el Ayuntamiento de Jávea, por ser éste la Administración a la que aquellas cesiones debieron ser hechas.”

D) Administración responsable en caso de declaración de nulidad del plan en procedimientos bifásicos

A esta cuestión ya me he referido en el módulo anterior. Como estamos ante un procedimiento bifásico, esto es, un instrumento de actuación conjunta, entonces la responsabilidad será solidaria. La STS de 18 de marzo de 1999 aplica claramente la solidaridad en los casos de indemnización por cambio de planeamiento; lo mismo la de 11 de diciembre de 2002. 
Pero ¿cómo individualizar la responsabilidad? Si ésta procede de que el plan es ilegal, será porque la Comunidad autónoma no ha ejercitado sus potestades de fiscalización de  la legalidad de lo provisionalmente aprobado, que son plenas
. Esto no significa sin embargo que en el reparto interno sea la única responsable, salvo que la ilegalidad haya sido introducida en la fase de aprobación definitiva (caso éste que, por cierto, debe hacernos ver la absoluta ilogicidad del art 33 de la Ley 40/2015, que obligaría prima facie a responder al ayuntamiento, que no ha tenido absolutamente nada que ver; me remito a lo dicho en el módulo anterior). Así, los criterios del art 33.2, y en especial el del interés público tutelado, pueden servir como importante factor interpretativo. Por ejemplo, si lo aprobado es un plan especial de reserva de suelo para el patrimonio municipal del suelo anulado por desviación de poder, como en el caso finalmente resuelto por STS de 18 de octubre de 2006, parece razonable que la indemnización recaiga en mayor medida sobre el ayuntamiento, que es el beneficiario de la actuación ilegal; por cierto, en este caso, la responsabilidad solidaria se acuerda en relación con la indemnización fijada en sustitución, por inejecutabilidad material de la sentencia
.

 3. Responsabilidad derivada de la anulación de licencias, denegación improcedente y demora injustificada en su otorgamiento
Tenemos aquí tres supuestos diferentes; pero todos vinculados a un hecho concreto: existencia de una licencia, y además actuación ilegal o tardía de la Administración. Se trata pues de casos distintos de la modificación y extinción de licencias: aquí tenemos una actuación administrativa lícita, pero que sin embargo deviene ineficaz sobrevenidamente debido a los cambios de planeamiento. 

El caso de la anulación de las licencias y el de la denegación improcedente se caracterizan, en ambos casos, porque estamos ante actos administrativos ilegales; de forma que finalmente tendremos una sentencia –o en su caso acto administrativo resolutorio de un recurso o de un procedimiento de revisión de oficio- que declara dicha ilegalidad. Esto es importante a efectos de la prescripción, ya que en estos casos será de aplicación el art 67 de la Ley 39/2015. No obstante, la STS de tres de octubre de 2006 entiende, en un caso de anulación de licencia, que este precepto no era de aplicación al caso en cuanto a los plazos de prescripción
. Para esta sentencia –que finalmente desestimó el recurso, debido a la imprecisión en la concreción de los daños y falta de prueba de los mismos- sino la fecha del cierre del establecimiento amparado por la licencia anulada; ya que sólo en ese momento se concretaron definitivamente los posibles efectos lesivos que para el actor se podían haber derivado de la apertura de dicho establecimiento y cierre.  

Por otra parte, al tratarse de casos de anulación de actos, habrá que traer a colación la jurisprudencia del TS relativa a cuándo existe deber jurídico de soportar el daño causado por un acto anulado; y que a mi juicio es cuestionable. 

A) Anulación de licencias
En este caso, por lo pronto podemos pensar en la existencia de distintos perjudicados: el titular de la licencia; el tercer adquirente de buena fe; e incluso el tercero perjudicado por la existencia misma de la licencia –ejemplo, el vecino, perjudicado por un edificio amparado en licencia ilegal que le tapa las vistas-. Esto es así porque no se habla sólo de responsabilidad por acto ilegal –donde el perjudicado sería el tercero-, sino derivada de la anulación del acto
.  

A este respecto, debemos partir de dos ideas importantes. La primera es que el art. 32-1 de la Ley 40/2015 indica que la mera anulación de un acto no presupone el derecho a indemnización
; sin embargo, el art. 48 TRLS señala que dan lugar en todo caso a indemnización las lesiones en los bienes y derechos en los casos siguientes: “La anulación de los títulos administrativos habilitantes de obras y actividades, así como la demora injustificada en su otorgamiento y su denegación improcedente. En ningún caso habrá lugar a indemnización si existe dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado”.
A mi juicio, esto supone que, en el ámbito que nos ocupa, sólo en caso de dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado, existirá el deber jurídico de soportar el daño: la Ley tasa los supuestos en que concurre ese deber jurídico de soportar el daño, en el sentido indicado; más adelante veremos cómo debe interpretarse esa alusión al dolo, culpa o negligencia imputables al perjudicado, pero está claro que ni el intérprete ni el legislador autonómico pueden introducir nuevos motivos que impliquen deber jurídico de soportar el daño. Otra cosa será que deba existir daño efectivo y probado, y no meras expectativas
.
En el módulo primero hemos estudiado con carácter general la responsabilidad en caso de anulación de actos administrativos. Ahora estudiaremos las peculiaridades en el ámbito urbanístico. Insisto: en cualquier caso, en el supuesto de licencias urbanísticas sólo existe deber jurídico de soportar el daño si concurre dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado; lo que es lógico teniendo en cuenta el carácter estrictamente reglado de las licencias urbanísticas
. Pensemos que la doctrina del margen de tolerancia, estudiada en el módulo primero, podría dar lugar a que quedaran sin indemnización todos los supuestos en que se concede una licencia conforme a plan; y después dicho plan es declarado ilegal. En todo caso, la STS de 22 de abril de 2016 parece aplicar el margen de tolerancia en un caso de denegación de licencia provisional para aparcamiento, basada en las prescripciones de un plan especial; se impugnó la denegación de licencia y se estimó el recurso porque en el ínterin el plan en que se había basado la denegación había sido anulado. Para el TS, no puede en este caso decirse que exista daño antijurídico, ya que la denegación de licencia fue en su día razonable; además de que la sentencia anulatoria no había concedido por sí misma la licencia provisional, sino había condenado al ayuntamiento a concederla previa presentación del correspondiente proyecto. 
a) El problema del dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado
Se trata del único supuesto en que, conforme al art. 48 TRLS, existe  responsabilidad patrimonial derivada de la anulación de licencia, demora injustificada en su otorgamiento o denegación improcedente. Estamos ante casos en que claramente concurre el deber jurídico de soportar el daño
. Pero, ¿cuándo estaremos ante este supuesto? Tal como señala B.F. MACCERA, hasta la STS 20 de enero de 2005 –cuya doctrina se reitera en la de nueve de abril de 2007
- la interpretación efectuada por el TS de la concurrencia de dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado era sanamente restrictiva. Por ejemplo, puede decirse que hay dolo, culpa o negligencia graves –culpa o negligencia graves, notemos- cuando por ejemplo se han falseado los datos del proyecto con la finalidad de obtener la licencia –ejemplo: se presenta un proyecto de rehabilitación o reforma; el proyecto en abstracto es conforme al plan, pero la situación de facto sobre la que debe actuar el proyecto es distinta de la reflejada en el mismo, porque previamente se ha llevado a cabo en el edificio otra obra que no tiene licencia y que lo altera; de forma que de facto el resultado final de la aplicación del proyecto a la realidad será contrario al plan, por haber suministrado dolosamente el promotor unos datos con una realidad falseada-. A juicio del autor citado, la exoneración de la Administración sólo puede operar en los casos en que el promotor ha inducido a error a la Administración, de forma que ese error inducido haya sido determinante del otorgamiento de la licencia ilegal; que la actuación del solicitante haya sido la única causa determinante de la anulación de las licencias. Puede verse STSJCV de 12 septiembre de 2008
.
Sin embargo, esta sentencia parte de un concepto mucho más amplio de dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado, que, como indica el autor citado, resulta criticable
. En efecto, para esta sentencia, la mera presentación de un proyecto no ajustado al planeamiento, salvo que la normativa urbanística fuera muy confusa, implica la existencia cuanto menos de culpa o negligencia graves imputables al perjudicado; ya que es él mismo el que presenta el proyecto
. la sentencia no tiene en cuenta que normalmente el promotor de la licencia carece de conocimientos urbanísticos. Una cosa es el falseamiento a propósito de los datos del proyecto; o el caso por ejemplo en que se pida una licencia para construir sobre una zona verde u otro supuesto igual de esperpéntico; a lo que quizá se podrían añadir casos en que la normativa no sea oscura y el promotor sea un profesional. En los restantes casos, entiendo que difícilmente se podrá afirmar que exista causa que enerve el derecho a indemnización. De hecho, la STS 27 mayo de 2008 rechaza que exista deber jurídico de soportar el daño, dado que no constaba que el recurrente conociera ni debiera conocer la normativa urbanística, sobre cuya interpretación además existía discrepancia entre los distintos servicios administrativos. Y eso que en ese caso el promotor era una constructora profesional
. 
b) El problema del tercer adquirente

El TS, por ejemplo en sentencia de 22 julio de 2005, dice que la anulación de una licencia comporta, aunque el fallo no lo diga, que en cumplimiento de éste la edificación se deba demoler, salvo que mediara causa legal o material de inejecución de la sentencia –que el TS interpreta de forma restrictiva-. 

En este contexto, plantea especiales problemas la situación del tercer adquirente de buena fe, amparado por el art. 34 de la Ley hipotecaria, esto es, por la fe pública registral; cuando, como es habitual, no se ha anotado preventivamente la demanda tendente a la anulación de la licencia. El TS, en diversas sentencias, como la de nueve noviembre de 2006 y cuatro de febrero de 2009 –entre otras muchas; son incontables- entiende que el tercer adquirente de buena fe se subroga en la posición del transmitente, conforme al art. 19 TRLS; por lo que, aunque no haya sido parte en el proceso en que se anula la licencia ni haya tenido conocimiento del mismo, la sentencia le es perfectamente oponible. Y no sólo eso. Se entiende además que el tercer adquirente en modo alguno puede esgrimir su posición de protegido por el art 34 LH como causa de imposibilidad legal de ejecutar la sentencia, ya que la legalidad urbanística debe prevalecer sobre el derecho de propiedad, que sería algo puramente privado. Recientemente, las SSTS de ocho de julio de 2014 y 16 de marzo de 2016, ambas relativas al edificio Conde de Fenosa, en La Coruña, han ordenado la demolición en ejecución de sentencias anteriores; al considerar que no se trataba de un caso en que fuera aplicable la imposibilidad material de ejecución… en relación con obras de rehabilitación (no de construcción) de un edificio cuya licencia había sido anulada.  
REVUELTA PEREZ Y NARBON LAINEZ han criticado acertadamente esta línea jurisprudencial, teniendo en cuenta que no sólo está en juego el derecho de propiedad, sino un interés general como es la seguridad del sistema registral inmobiliario, que se pone seriamente en entredicho con pronunciamientos como éstos. Pero además, estos autores han demostrado que esta jurisprudencia resulta contraria a la jurisprudencia del TEDH; en particular, señalan que la sentencia Koktepe contra Turquía viene a decir que la indemnización concedida finalmente a quien adquirió de buena fe conforme al Registro, y que ve finalmente que su edificación es demolida –en ese caso, por encontrarse en dominio público- no es suficiente compensación a efectos del Convenio de Roma, dado que se trata de una indemnización concedida muchos años más tarde y en un proceso diferente.

Como es sabido, en Cantabria se intentó atajar el problema dictándose en 2011 una ley que establecía que, en estos casos, la demolición no se podría ejecutar hasta tanto se pagara la pertinente indemnización. Sin embargo, esta ley fue declarada lógicamente inconstitucional por motivos competenciales: una ley autonómica no puede establecer casos en que proceda la suspensión de la ejecución de una sentencia; lo que no tiene cabida en la LJCA (STC 92/2013)
. No obstante, esta sentencia (como también la STC 82/2014, que declara inconstitucional una regulación gallega similar) hace una importante declaración: 
“Qué duda cabe de que los órganos judiciales deberán ponderar la totalidad de los intereses en conflicto a la hora de hacer ejecutar sus resoluciones y que no cabe descartar que tal ponderación pudiera llevar al órgano judicial a acomodar el ritmo de la ejecución material de las demoliciones que hayan de tener lugar a las circunstancias concretas de cada caso. Pero lo que resulta incompatible con la reserva estatal en materia de legislación procesal —art. 149.1.6 CE— es que el legislador autonómico establezca una causa de suspensión o aplazamiento de la ejecución de las Sentencias que han de ejecutarse mediante el derribo de edificaciones, máxime cuando el precepto legal no condiciona la efectividad de la demolición judicialmente acordada al transcurso de los plazos para resolver el expediente de responsabilidad patrimonial, sino a su efectiva resolución y al pago de la indemnización acordada, de suerte que la ejecución de la Sentencia termina por escapar del control judicial, único competente para hacer ejecutar lo juzgado a tenor de lo dispuesto en el art. 117.3 CE que resulta igualmente vulnerado.”


Ante esta situación, lo lógico era modificar la LJCA, bien estableciendo expresamente que la condición de tercero hipotecario constituye causa legal de imposibilidad de ejecutar la sentencia, bien estableciéndose expresamente que en el propio incidente de ejecución se determine la indemnización a satisfacer
; de forma que el pago de dicha indemnización quede también sometido a control judicial, sin que la demolición pueda ejecutarse hasta el completo pago. De este modo, el tema de la indemnización quedaría integrado en el incidente, sujeto a control judicial; por lo que no sería aplicable el inconveniente reflejado en el párrafo transcrito de la sentencia del TC
. 

Pues bien, la LO 7/2015 ha introducido un art. 108-3 LJCA, que prevé precisamente que, antes de la demolición, debe garantizarse el pago de la indemnización a los terceros de buena fe. El precepto, por una parte, comprende a todos los terceros de buena fe (no sólo al amparado en el art. 34 LH sino también por ejemplo al promotor de buena fe, o al adquirente de buena fe que no inscribe su derecho, o al adquirente a título gratuito pero de buena fe). Sin embargo, el nivel de protección que ofrece es bajo: no configura causa alguna de inejecución de sentencias, ni siquiera en casos en que entre en juego el art. 34 LH (donde seguramente lo conveniente sería ponderar la posición del tercero hipotecario con el grado de ilegalidad, la protección del medio ambiente, el dominio público o los derechos de terceros…). Sólo se establece que la demolición se condiciona a la garantía de las indemnizaciones. Pero, aunque estas garantías deben fijarse bajo control judicial en el incidente o por el propio juez, ¿cómo sabemos si se acomodarán o no finalmente a las indemnizaciones que se terminen determinando? En cualquier caso, es más importante el deber que establece el precepto de motivación específica del fallo demolitorio; es decir, no cabe ya decir que del fallo que anula la licencia se deduce implícitamente la demolición. La exigencia específica de motivación obligará además a ponderar si en todo caso la demolición es, en el supuesto, la medida adecuada. 

Por lo demás, la declaración de nulidad absoluta de la licencia también podría producirse mediante un procedimiento de revisión de oficio; en tal caso, será de aplicación el art. 106-4 d la Ley 39/2015 en cuanto a la fijación de indemnizaciones. No obstante, dicha declaración de nulidad, a su vez, estará sometida a control judicial. Y a este respecto, en todo caso, se debe tener en cuenta que el TS, en sentencia de 11 diciembre de 2009, ha afirmado que la presentación de la solicitud de revisión de oficio no puede reabrir el plazo fenecido para reclamar responsabilidad patrimonial; y prescrito diez años atrás. No obstante, se trataba de un caso peculiar, de responsabilidad del Estado legislador, donde se entiende que el plazo de prescripción cuenta desde la publicación de la sentencia del TC que declara la inconstitucionalidad de la ley –es decir, se habilitó este plazo para evitar perjuicios a los que no recurrieron confiando en la constitucionalidad de la ley; o a quienes recurrieron pero en cuyos pleitos no se planteó cuestión de inconstitucionalidad, sin que tenga sentido habilitar este plazo adicional supuestamente nacido de la solicitud de revisión de oficio-.
B) Denegación improcedente de licencia 
El caso es parecido al anterior, ya que también aquí tenemos responsabilidad por acto ilegal. Sin embargo, tiene sus matices. En efecto, en el caso de anulación de licencia, los perjudicados serán tanto el promotor, como el tercer adquirente, como incluso el vecino al que la licencia ilegal perjudique. Y los daños al promotor y al tercer adquirente consistirán en el valor de lo edificado; si bien eventualmente a ello se le podría restar el valor del tiempo de disfrute indebido del bien de que se trate
. 
En el caso de la denegación improcedente de licencia, será el promotor o su causahabiente el que resulte perjudicado. Y además aquí el perjuicio podrá serlo por daño emergente, pero sobre todo el perjuicio consistirá en el lucro cesante. El daño emergente consistirá esencialmente en la privación indebida del disfrute de lo construido durante el tiempo de demora en el otorgamiento de la licencia; a lo que puede añadirse, en su caso, el incremento en el precio de construcción debido al transcurso del tiempo. Pero también puede existir lucro cesante, sobre todo en aquellos casos en que lo edificado pretendiera servir a un uso comercial o industrial. En cualquier caso, es esencial distinguir el lucro cesante de las meras expectativas
. En este sentido, se puede citar (aunque relativa a aprovechamientos mineros) la STS de 25 de octubre de 2016. La demandante había obtenido concesión de aprovechamiento de recursos de la sección C. Presentados distintos proyectos de explotación, fueron declarados inviables medioambientalmente por la Administración autonómica. Finalmente se denegaron las prórrogas de las concesiones; y más adelante se declaró extinguida la concesión, al haberse denegado la prórroga. El Ts entiende que no hay daño efectivo, sino meras expectativas, ya que no basta ser titular de la concesión sino que, para poder llevar a cabo el aprovechamiento minero, es precisa la autorización del proyecto
. 

Por otra parte, cuando estemos ante un caso de denegación improcedente de la licencia, será prácticamente imposible que podamos hablar de dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado; ni siquiera sustentando la exageradamente amplia comprensión de estos conceptos que ofrecen las SSTS nueve abril de 2007 y 20 enero de 2005. Y entiendo aquí trasladables las observaciones realizadas en cuanto a las críticas a la jurisprudencia del “margen de tolerancia” en caso de responsabilidad derivada de actos administrativos ilegales. 

El precepto, en todo caso, no sólo alude a las licencias, sino también a otros títulos habilitantes de obras y actividades; como pueda ser un proyecto de urbanización, por ejemplo
. E incluso entiendo que se podría subsumir aquí el caso en que se presenta una declaración responsable –en los casos en que ello es lo procedente, en vez de la licencia-, cumpliéndose de hecho todos los requisitos; y sin embargo indebidamente la Administración obliga al cese en la obra o en la actividad, por entender que aquéllos no se cumplen. Estaremos de nuevo ante un caso de anulación de acto administrativo; si bien, como ya he mencionado con anterioridad, aparte de que con carácter general me parece cuestionable la doctrina del margen de tolerancia, en nuestro caso hay que entender que los casos de deber jurídico de soportar el daño se circunscriben a los casos de dolo, culpa o negligencia graves imputables al perjudicado. 

C) La demora injustificada en el otorgamiento de las licencias


Este caso, con anterioridad al decreto ley 8/2011, era de difícil producción; quedaba acotado a los supuestos en que la legislación autonómica establecía el silencio negativo, lo que era normalmente en casos puntuales, como suelo no urbanizable o edificios catalogados
. 


Sin embargo, a partir del decreto ley 8/2011 –y en sentido inverso a otras normas, que prevén para determinados casos la declaración responsable en vez de la licencia de obras; como la ley 12/2012-, se ha generalizado el silencio negativo en numerosas licencias de obras, lo cierto es que ahora serán más abundantes los casos en que pueda producirse esa demora injustificada en el otorgamiento de las licencias. El art 23 del decreto ley, que es el que establecía la previsión del silencio negativo, ha sido declarado inconstitucional; pero sólo porque se entendió que no concurría la extraordinaria y urgente necesidad (STC 29/2015). La sentencia no se pronunció sobre los alegatos competenciales efectuados en el auto de elevación de la cuestión de inconstitucionalidad, al considerarlo innecesario a la vista de la infracción del art. 86 CE. No obstante, tras el decreto ley 8/2011, la previsión del silencio negativo en las licencias de obra de nueva planta y otras licencias urbanísticas, pasó al TRLS, art. 9-7 TRLS 2/2008, a través de la Ley 8/2013; donde evidentemente no concurre ya ese motivo de inconstitucionalidad. Actualmente, la previsión se halla en el art. 11-3 TRLS 7/2015. En todo caso, el art. nueve TRLS 2/2008 está recurrido ante el TC por motivos competenciales
.  

Esta demora injustificada provocará esencialmente daños parecidos a los que hemos analizado en el caso de la denegación improcedente. Pero tenemos que preguntarnos cuándo estaremos ante una demora injustificada. ¿Bastará un levísimo incumplimiento de los plazos legales para resolver y notificar? ¿Qué sucederá cuando la demora se deba por ejemplo a que otra Administración debe emitir un informe, y no lo hace? ¿Y en qué medida puede el perjudicado haber intervenido en la producción de esa demora? 


En el primer caso, retraso levísimo, normalmente dicho retraso levísimo simplemente será inidóneo para producir un daño real. En cuanto a lo segundo, en el módulo tercero, responsabilidad concurrente, hemos analizado el caso en que una Administración debe resolver pero con informe previo de otra Administración. En principio, hemos visto que la jurisprudencia suele entender que en estos casos no estamos ante una fórmula conjunta de actuación; a mi juicio, sí estamos ante una fórmula conjunta, pero impuesta por la ley, de forma que no habrá responsabilidad solidaria, desde mi punto de vista, cuando el daño no se deba a la “fórmula conjunta” sino exclusivamente a una de las Administraciones. Tengamos en cuenta no obstante que la ley 39/2015 establece remedios para los casos en que otra Administración deba emitir informe y no lo haga: con la excepción de la Unión europea, el art. 22 establece que el plazo máximo de suspensión del procedimiento a efectos de que se emita un informe preceptivo es de tres meses, y el art. 80 señala que pasado el plazo de emisión del informe puede continuarse el procedimiento. Por tanto, lo que no tendría sentido es que se esperara sine die el otorgamiento de dicho informe. Si así se hiciera, quizá sí podríamos hablar de responsabilidad solidaria derivada de una fórmula conjunta de actuación –aunque la jurisprudencia suela negarlo e incardinar el caso en el actual art. 33 de la Ley 40/2015-.


En cuanto al caso en que la demora sea imputable al perjudicado, efectivamente esto es posible; lo que pasa es que en estos casos simplemente ni siquiera estaremos ante una demora en el otorgamiento de la licencia. Así se desprende del art. 22 de la ley 39/2015: esos retrasos imputables al interesado, por ejemplo porque tiene que subsanar defectos de documentación, implican una suspensión del plazo máximo para resolver y notificar –ahora, el art. 25-2 nos dice que, si el procedimiento se hubiera iniciado de oficio, los retrasos imputables al interesado implican la interrupción de dicho plazo; pero no es nuestro caso-.

El art. 48 TRLS, de nuevo, alude no sólo a la demora en el otorgamiento de la licencia, sino también de otros títulos habilitantes de obras y actividades, como el proyecto de urbanización
. Incluso se podría entender aquí subsumible el caso de la demora, imputable a la Administración, en la aprobación del proyecto de reparcelación; ya que sin el mismo las obras no pueden comenzar. Pensemos que la demora en la aprobación de los proyectos de urbanización o de reparcelación, además de dar lugar a la posible frustración total o parcial de la actuación –lo que es subsumible en el art. 48 a) y en los arts. 38 y 39 TRLS- puede dar lugar a otras consecuencias perjudiciales; como el aumento en los costes de las obras de urbanización –si bien en este punto también habrá que tener en cuenta las limitaciones a la modificación de los contratos públicos, arts. 105 ss. TRLCSP, introducidas debido a la actual jurisprudencia europea desde la STJUE Succhi di Frutta; en cuanto a las previsiones del art. 72 de la Directiva 24/2014, hay que tener en cuenta la STJUE de 26 de mayo de 2011, que afirmó que no se había demostrado que los programas de actuación integrada en la normativa valenciana fueran contratos públicos de obras, si bien el TS, en sentencias de cuatro de abril de 2012 y sucesivas, sigue entendiéndolo así-. 

4. Responsabilidad derivada de la extinción y modificación de licencias

A diferencia del caso anterior, en este supuesto no nos encontramos ante una actuación ilegal de la Administración. El caso viene indicado en el art. 48 TRLS en los siguientes términos: “La modificación o extinción de la eficacia de los títulos administrativos habilitantes de obras y actividades, determinadas por el cambio sobrevenido de la ordenación territorial o urbanística.”


Se trata de licencias y otros títulos habilitantes –proyecto de urbanización, por ejemplo- que nacen perfectamente lícitas; pero que sobrevenidamente devienen ineficaces –para algún autor, como CANO CAMPOS, se trataría de un caso de invalidez sobrevenida- debido a que cambia el planeamiento o la ordenación territorial
.  

En estos casos, se entiende asimismo que existe responsabilidad patrimonial. Ahora bien, con anterioridad, la normativa en este punto era más clara y completa. Así, con la Ley 8/1990 y el TRLS de 1992, se diferenciaba entre los casos en que se hubiera iniciado la edificación, y aquellos en que la edificación no se hubiera iniciado. En este último caso, procedería siempre la extinción de la licencia y la indemnización –art. 238-; en el primer caso, en cambio, edificación sólo iniciada, el ayuntamiento decidiría si se extingue o modifica la licencia, con indemnización, o si se permite proseguir con la misma. Posiblemente, la diferencia de tratamiento venía dada por el hecho de que, en el segundo caso, sobre todo si la edificación estuviera muy avanzada, entonces la indemnización resultaría muy cuantiosa. 

La Ley 6/1998 mantuvo las cosas de esa misma manera, en el art. 42. ahora en cambio el TRLS no distingue entre ambos casos. Las opciones son las siguientes: bien entender que, también cuando se ha empezado la edificación, procede en todo caso la modificación o revocación –según proceda- de la licencia; bien entender que deben ser las CCAA las que, en su normativa urbanística, definan qué hacer en estos casos; bien entender que es el ayuntamiento a quien corresponde la decisión –salvo que la normativa autonómica dijera otra cosa-. A mi juicio, la primera opción posiblemente debería descartarse, debido a que puede colocar a los ayuntamientos en una situación financiera complicada en determinados casos –piénsese en un rascacielos o en un centro comercial de grandes dimensiones casi terminados- y porque puede incluso dar lugar a resultados desproporcionados, si la edificación está prácticamente concluida. Pensemos por ejemplo en que el cambio de planeamiento determine un leve desajuste con las alineaciones, pero que por razones técnicas este leve desajuste no se pueda remediar sin la demolición de gran parte de una edificación casi terminada. 


Lo más lógico, entiendo, es que en estos casos en que la edificación ha comenzado, exista un margen de decisión sobre si se modifica o extingue la licencia o si se dejan las cosas como están; en función por ejemplo del valor de lo ya construido, del estado más o menos avanzado de la edificación; o incluso en función del grado de desajuste con el nuevo planeamiento: no es lo mismo un leve desajuste en las alineaciones o rasantes, que el hecho de que la construcción invada una nueva zona verde que resulta muy necesaria en la zona, o que se esté terminando de construir una nave industrial en una zona que, con el nuevo plan, tiene un uso residencial y por tanto incompatible. 


En cuanto a lo que se deba indemnizar, con anterioridad se indicaba que habría que indemnizar la reducción del aprovechamiento y también los perjuicios causados –daño emergente; ejemplo, tasas de licencia o gastos de proyecto-; tanto en caso de que se hubiera iniciado la edificación y se optara por la extinción de la licencia, como en el caso de extinción de la licencia sin que se hubiera iniciado la edificación. En el primer caso, no obstante, también habría que indemnizar la totalidad de los costes de lo construido
.

Por otra parte, existe en la actualidad otro problema: el de las declaraciones responsables. Imaginemos que se presenta correctamente una declaración responsable –por ejemplo, en relación con obras de las indicadas en la Ley 12/2012, para reforma de locales de menos de 750 metros cuadrados dedicados a las actividades señaladas en el anexo-. Después de presentada la declaración responsable, cambia el planeamiento; de modo que por ejemplo el uso previsto en la declaración responsable ya no es viable, o se cataloga el edificio y las obras previstas ya no resultan conformes a dicha catalogación. Si las obras no se han iniciado, lo lógico es entender que dicha declaración responsable ya no tiene efecto, y notificárselo al interesado. Ahora bien, ¿cuál será la indemnización pertinente en este caso? Desde luego, hay que indemnizar todos los gastos generados por la declaración responsable; incluyendo en su caso el certificado de la correspondiente entidad colaboradora que acredite que las obras son conformes con el planeamiento o las tasas que se puedan haber exigido de conformidad con el art. 20 TRHL. Pero, ¿se debería indemnizar algo más? A mi juicio, cabrá indemnizar algo más si el caso tiene cabida dentro de las vinculaciones singulares, o de la reducción del aprovechamiento –pérdida de la edificabilidad o cambios de uso que determinen dicha reducción-. 

Cuando la obra amparada en la declaración responsable haya comenzado, entiendo que debe aplicarse el mismo criterio que en el caso anterior. Por ejemplo, si el uso previsto es el industrial, y la zona tiene ahora carácter residencial, lo lógico será también declarar sobrevenidamente la ineficacia de la declaración responsable. 

Todo esto, presuponiendo, claro está, que quede acreditado que la declaración responsable cumplía con todos los requisitos y que resultaba ajustada a la normativa vigente en el momento de su presentación. De todos modos, este tipo de supuestos nos revelan lo necesario que resulta el establecimiento de un régimen jurídico completo que regule las declaraciones responsables y comunicaciones previas. 


5. Otros supuestos: en especial, informaciones urbanísticas erróneas

A) Ocupación directa

El TRLS 7/2015 regula otro supuesto, que considera como de responsabilidad patrimonial. Es el caso siguiente: “La ocupación de terrenos destinados por la ordenación territorial y urbanística a dotaciones públicas, por el período de tiempo que medie desde la ocupación de los mismos hasta la aprobación definitiva del instrumento por el que se le adjudiquen al propietario otros de valor equivalente. El derecho a la indemnización se fijará en los términos establecidos en el artículo 112 de la Ley de Expropiación Forzosa.

Transcurridos cuatro años desde la ocupación sin que se hubiera producido la aprobación definitiva del mencionado instrumento, los interesados podrán efectuar la advertencia a la Administración competente de su propósito de iniciar el expediente de justiprecio, quedando facultados para iniciar el mismo, mediante el envío a aquélla de la correspondiente hoja de aprecio, una vez transcurridos seis meses desde dicha advertencia.”

Este caso se refiere a lo que en el TRLS de 1992 se denominaba la ocupación directa, art. 203; y que se ha recogido en numerosas legislaciones autonómicas. Se trata de legitimar a la Administración para ocupar directamente los terrenos que se destinan a dotaciones; pero estableciendo a favor del propietario de los mismos una reserva de aprovechamiento, o bien directamente confiriéndole una transferencia de aprovechamiento, para que éste se haga efectivo en otra parcela. Lo cierto es que, con la derogación del TRLS de 1992, la ley 6/1998 ya no contempló la ocupación directa, seguramente por entenderse que se trata de un concepto puramente urbanístico y cuya existencia y regulación debe depender de la legislación autonómica. Sin embargo, con dicha desaparición quedaban un tanto en tela de juicio las normas autonómicas que preveían esta ocupación directa; entre otras cosas, porque se trata de operaciones materialmente expropiatorias en las que sin embargo el justiprecio no se percibe, como es la regla general, en dinero, y ello aunque el expropiado no lo haya consentido. No obstante, la STC 183/2013 ha entendido constitucional una norma autonómica –Ley andaluza 7/2002, antes de su modificación por Ley 2/2012, que ya ha introducido el requisito del acuerdo previo- reguladora de esta ocupación directa, por considerar que se trata de una institución perfectamente amparada en la competencia autonómica sobre urbanismo
. Y ello, pese a que la STC 61/1997 había afirmado la constitucionalidad del art. 203 TRLS de 1992, por entender que se trataba de una singular modalidad expropiatoria, amparada en el art. 149.1.18 CE; y pese a que la STC 164/2001 había entendido constitucional la exigencia de acuerdo con el expropiado para el pago del justiprecio en terrenos. 

Es más, el TC alude expresamente al art. 35 e) TRLS 2/2008 (equivalente al que estamos comentando); y señala: 

“Así, de lo expuesto se deduce con claridad que el Estado, competente para regular las garantías mínimas de la ocupación directa, se ha limitado, en relación específicamente con dicha institución, a regular los supuestos en los que dicha ocupación puede dar lugar a indemnización así como el plazo en que se abre la vía a la expropiación forzosa [en la actualidad art. 35 e) del texto refundido de la Ley de suelo de 2008], lo que, entonces sí, opera a partir de ese momento como una garantía del propietario sujeto a ocupación directa, en el sentido de que, en ese caso, es exigible el previo acuerdo con el propietario expropiado para proceder al pago en especie. Resulta entonces que, entre las garantías estatales directamente aplicables a la ocupación directa, no se cuenta la entonces prevista en el art. 37 LRSV, respecto a cuya ausencia en la norma autonómica gira la duda de constitucionalidad planteada por el órgano judicial.”


A mi juicio, diga lo que diga el TC en la sentencia 183/2013, de la sentencia 61/1997 se deduce que estamos ante un tipo peculiar de expropiación forzosa; aunque se rija por una normativa especial. No tiene pues mucho sentido regular el supuesto dentro de la responsabilidad patrimonial. Cuando hablamos de responsabilidad patrimonial, nos referimos a hechos o actos jurídicos de los que se derivan unos daños; pero sin que la producción de esos daños sea la querida por el acto jurídico de que se trate. La ocupación directa va encaminada derechamente a la incorporación de un terreno al patrimonio de la Administración actuante; es pues en realidad un caso de expropiación.
B) Informaciones urbanísticas erróneas

A este supuesto no se refiere expresamente el art. 48 TRLS. Ahora bien, el art. quinto establece el derecho a la información urbanística; concretamente, el apartado d) indica que los ciudadanos tienen derecho a  “Ser informados por la Administración competente, de forma completa, por escrito y en plazo razonable, del régimen y las condiciones urbanísticas aplicables a una finca determinada, en los términos dispuestos por su legislación reguladora.” Y el art. 13, relativo a los derechos y facultades de los propietarios de suelo, añade: “2. En el suelo en situación rural para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado las facultades del derecho de propiedad incluyen las siguientes:

a) El derecho de consulta a las Administraciones competentes, sobre los criterios y previsiones de la ordenación urbanística, de los planes y proyectos sectoriales, y de las obras que habrán de realizar para asegurar la conexión de la urbanización con las redes generales de servicios y, en su caso, las de ampliación y reforzamiento de las existentes fuera de la actuación.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística fijará el plazo máximo de contestación de la consulta, que no podrá exceder de tres meses, salvo que una norma con rango de ley establezca uno mayor, así como los efectos que se sigan de ella. En todo caso, la alteración de los criterios y las previsiones facilitados en la contestación, dentro del plazo en el que ésta surta efectos, podrá dar derecho a la indemnización de los gastos en que se haya incurrido por la elaboración de proyectos necesarios que resulten inútiles, en los términos del régimen general de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas”.

Este precepto contempla pues la responsabilidad patrimonial en caso de alteración del planeamiento que altere los términos de la respuesta a la consulta, y producida dentro del plazo en que esa consulta debe surtir efectos –plazo que debe determinar la legislación autonómica; aunque me parece que la ley estatal habría debido establecer un plazo mínimo-. Sin embargo, existe otro caso, al que alude por ejemplo la STSJCV de 10 junio de 2002: el supuesto de información urbanística errónea. En este caso, se trataba de un matrimonio de jubilados británicos –a los que no cabe presumir ni conocimiento de la compleja normativa española; ni por supuesto que la entiendan- que pretendían comprar un terreno para hacerse un chalet. Pidieron consulta al ayuntamiento sobre la posibilidad de edificar el unifamiliar; se les contestó que los terrenos eran suelo no urbanizable forestal, pero se añadía, a la vista de la ley 4/92, de 5-6, del Suelo No Urbanizable, vigente entonces, la edificación de unifamiliares debería sujetarse a una serie de requisitos atinentes a la parcela mínima, ocupación máxima y otras; construcciones éstas que, en todo caso, requerirían la autorización de la COPUT con carácter previo al otorgamiento de licencia urbanística.  Es decir, se indujo a error a los recurrentes, ya que de ese certificado se podía desprender la posibilidad de edificación en la parcela, aun sujetándose a ciertas condiciones. Sin embargo, radicalmente la posibilidad de edificación quedaba excluida por el carácter forestal y protegido de los terrenos. por ello, finalmente se les indemnizaron los gastos
. 
C) Indemnización de gastos que devienen inútiles
Tampoco el art. 48 contempla de forma expresa el caso del resarcimiento de gastos inútiles, que sí contemplaba el art. 44 LSV de modo expreso; pero es evidente que esta indemnización de gastos inútiles es aplicable siempre que se den esos gastos inútiles y asimismo alguna de las circunstancias que generan la responsabilidad patrimonial
. La STS 22 septiembre de 2008, si bien desestima el recurso en cuanto a las indemnizaciones por reducción de aprovechamiento –que entiende la Sala que no se ha patrimonializado, al no haberse pedido las licencias de nuevo tras extinguirse el período de suspensión del otorgamiento de dichas licencias- en cambio entiende procedente el pago de los gastos derivados de la demolición de una serie de naves, que tenía por finalidad la ejecución del planeamiento anterior, frustrada por la aprobación del nuevo
.
� La STS de 24 marzo de 2014 se plantea un problema distinto. Se trataba de un plan parcial de iniciativa particular que finalmente no pudo ser aprobado debido al informe vinculante negativo de la Dirección general de aviación civil. Sin embargo, se entiende que mientras no se halle aprobado el planeamiento nos encontramos ante meras expectativas, sin que exista una lesión de derechos indemnizable. Y ello, pese a que con anterioridad uno de los órganos de la Dirección General había remitido oficio al interesado en el sentido de que no se vulneraban las servidumbres aeronáuticas, porque además este oficio subordinaba lo dicho al cumplimiento de determinadas condiciones. Además, en dicho oficio previo nada se decía todavía sobre los usos admisibles.  La de tres de marzo de 2016 desestima el recurso. Se invocaba la confianza legítima, dado que el ayuntamiento había concedido licencias conforme a un plan que no había sido objetado por la Administración militar. El recurso se desestima porque no se puede invocar la confianza legítima frente a actuaciones regladas. Se viene a decir que no hay nada que reclamar porque no existía el derecho a edificar, debido a las servidumbres. La de cinco de diciembre de 2016 desestima el recurso contra el Ministerio de Fomento en relación con servidumbres aeronáuticas. Indica que dichas servidumbres deben establecerse por Real Decreto y no por el plan director del aeropuerto; sobre esta base, entiende por una parte que no se ha probado que la nueva delimitación de la servidumbre realizada en 2011 por Real Decreto afectara a la finca de la demandante de forma diferente a como lo hacía la previa delimitación, practicada en 1968; a lo que se añade que tampoco se prueba que en 2011, al aprobarse las nuevas servidumbres, se hubiera adquirido el derecho a edificar. 


La de 22 de enero de 2016 también desestima el recurso presentado con base en la confianza legítima frente a la Administración estatal, que tras haber informado favorablemente un plan parcial conforme a la Ley de costas –lo que ocasionó gastos y desembolsos- modificó el deslinde; por lo que se frustraron las expectativas urbanísticas. La de 20 de noviembre de 2015 señala que no procede reclamar al Estado los gastos inútiles derivados del proceso urbanizador por el hecho de que haya informado la procedencia de la desclasificación en la revisión del plan general, dado que no es el Estado la Administración competente sobre el proceso urbanizador; ni tampoco quien procedió a la desclasificación de los terrenos como no urbanizables –aunque ello fuera debido a la aplicación de la normativa de costas-. Y es que los previos deslindes, que habían excluido del demanio los terrenos, eran muy anteriores a la Ley de costas de 1988; por lo que no podían, tras la misma, generar una situación de confianza. 


La de 18 de diciembre de 2015 asimismo afirma que no hubo patrimonialización, ya que el proyecto de urbanización se había aprobado, pero quedando condicionada su eficacia a la obtención de autorización por parte de Costas; lo que no se consiguió. Y, aunque pese a ello poco después se obtuvieron indebidamente licencias, las mismas asimismo se condicionaron a la obtención de la autorización turística, que tampoco se logró. 


	En la de dos de octubre de 2014, se accionaba contra la inactividad de la Administración en la aprobación de un plan parcial y se pedía indemnización por dicha inactividad. Los recurrentes se basaban en que existía un convenio urbanístico. Sin embargo, el convenio no puede implicar disposición de la potestad de planeamiento; simplemente, la Administración decidió no continuar con la tramitación, sin que el actor pudiera presumir que fuera a aprobarse el planeamiento en los términos del convenio. La de 16 junio de 2014 indica que la responsabilidad por incumplimiento de convenios sería en todo caso contractual. 


� “Dan lugar en todo caso a derecho de indemnización las lesiones en los bienes y derechos que resulten de los siguientes supuestos:


a) La alteración de las condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización, o de las condiciones de participación de los propietarios en ella, por cambio de la ordenación territorial o urbanística o del acto o negocio de la adjudicación de dicha actividad, siempre que se produzca antes de transcurrir los plazos previstos para su desarrollo o, transcurridos éstos, si la ejecución no se hubiere llevado a efecto por causas imputables a la Administración.


Las situaciones de fuera de ordenación producidas por los cambios en la ordenación territorial o urbanística no serán indemnizables, sin perjuicio de que pueda serlo la imposibilidad de usar y disfrutar lícitamente de la construcción o edificación incursa en dicha situación durante su vida útil.


b) Las vinculaciones y limitaciones singulares que excedan de los deberes legalmente establecidos respecto de construcciones y edificaciones, o lleven consigo una restricción de la edificabilidad o el uso que no sea susceptible de distribución equitativa…”


� En el caso de la Comunidad Valenciana, tenemos por ejemplo los casos de responsabilidad en las relaciones urbanizador-Administración y en las relaciones Administración-propietarios. Pensemos por ejemplo en los casos de extinción anticipada del programa por causa imputable a la Administración, art. 163 de la Ley 5/2014; o en los casos en que el urbanizador cause un daño al propietario, en cuyo supuesto hay que entender (pese a la reciente jurisprudencia del TS, de difícil acomodo en el sistema constitucional de responsabilidad patrimonial de la Administración) que el ayuntamiento asimismo responde. Puede verse la sentencia del juzgado de lo contencioso administrativo número uno de Elche dictada en el recurso 113/2005; en este caso, se estima que la destrucción de unas palmeras trasplantables no es un gasto de la reparcelación sino un supuesto de responsabilidad del urbanizador (y de la Administración).


	Esta sentencia, al igual que la de la sala de 16 de noviembre de 2001, apunta el interesante tema de cuándo estamos ante un gasto de la reparcelación y por tanto repercutible a los propietarios y cuándo ante una responsabilidad patrimonial.


� La STS 18 julio de 2012 indica que hay deber jurídico de soportar la servidumbre de protección de 100 metros, ya que los terrenos del actor no estaban incluidos en la transitoria tercera de la ley de costas. La de 19 de noviembre de 2015 estima la casación y el recurso contencioso administrativo; entiende que dicha servidumbre debía reducirse, ya que los terrenos eran suelo urbanizable programado a la entrada en vigor de la Ley de costas y, en caso de no reducirse la servidumbre, se habría generado responsabilidad patrimonial conforme a la transitoria tercera de dicha ley. 


� La STS 12 abril de 2012 indica: “Finalmente, debemos advertir que la reclamación indemnizatoria solicitada se sustenta en el mismo fundamento fáctico --- Acuerdo municipal, también del Ayuntamiento de Elche--- denegatorio de la aprobación de Alternativa Técnica y PAI, en ese caso del sector MR-10 La Marina, al amparo del artículo 47.4 de la LRAU, y, jurídico que el resuelto en nuestra STS de 4 de noviembre de 2011, RC 4826/2008, por lo que procede reiterar ahora, en virtud del principio de unidad de doctrina, lo que entonces dijimos al respecto y es que, “... quien participa en cualquier proceso de concurrencia competitiva, género al que pertenecen, desde luego, los procedimientos para la adjudicación de la ejecución de los programas para el desarrollo de actuaciones integradas, lo que puede y debe albergar son dudas sobre el resultado de la adjudicación o selección a su favor, precisamente porque se trata de un régimen de competencia. Y en el caso aquí examinado, el artículo 47.4 de la Ley 6/1994, Reguladora de la Actividad Urbanística Valenciana, que expresamente se cita en la sentencia recurrida, contempla expresamente la eventualidad de que se rechacen todas las iniciativas presentadas cuando ninguna ofrezca base para ejecutar la actuación, exigiéndose, eso, sí, que la desestimación sea razonada. Y, al mismo tiempo, esta potestad legalmente reconocida para rehusar todas las alternativas técnicas de la programación impide que pueda ser tomada en consideración la alegada vulneración de principio de los actos propios," En fin, como la responsabilidad patrimonial cuya declaración se pretende, al amparo de lo dispuesto en el artículo 139 de la Ley 30/1992, es consecuencia de la vulneración que se alega de los principios a que nos hemos referido, y tal vulneración, según hemos visto, no se ha producido, es obligado concluir que no cabe considerar vulnerado el citado artículo 139 de la Ley 30/1992".	


� La de 19 de febrero de 2016 desestima el recurso. La reclamación se basaba en la declaración de BIC, que había frustrado un proyecto. El TS entiende que, sin negar que pueda haberse patrimonializado el aprovechamiento, el daño no es efectivo; ya que el hecho de que se haya frustrado un proyecto no significa que vayan a resultar inviables todos los que puedan presentarse en relación con el entorno del BIC. Y la de siete de marzo de 2016 asimismo desestima; entiende que no hubo patrimonialización del aprovechamiento; y que el argumento empleado al efecto (condición de los terrenos como suelo urbano consolidado) no respondía a la realidad, por mucho que el ayuntamiento, equivocadamente, así lo hubiera considerado; así, en suelo de núcleo rural de la legislación gallega no se permite realizar viviendas adosadas, y de ahí que la modificación de las normas subsidiarias no hubiera causado daño efectivo (ya que ni siquiera antes de su modificación estaban allí permitidas; en suma, no lo estaban cuando, con anterioridad a esa modificación, se solicitaron las licencias). La de 22 de enero de 2016 asimismo afirma que no existía patrimonialización ni daño efectivo; al no existir patrimonialización por la mera clasificación de un suelo como urbanizable.  En ese caso, ni siquiera se había publicado el plan parcial, aunque se hubiera aprobado. 


La STC 218/2015, siguiendo a la STC 141/2014, considera conforme a la CE el régimen de patrimonialización previsto en el TRLS: “El legislador puede, en atención a la función social que cumple la propiedad, delimitar su contenido (art. 33.2 CE) definiendo los derechos y deberes que ésta comprende en cada caso —régimen estatutario del derecho de propiedad—. Así, el legislador estatal, al delimitar el derecho de propiedad, bien puede establecer que el ius aedificandi se vaya adquiriendo en función de cumplimiento de los deberes, tal y como dispone el art. 7 del texto refundido de la Ley de suelo, cuando prevé que la patrimonialización de la edificabilidad se produce con su realización efectiva y está condicionada al levantamiento de las cargas. Así lo afirma la STC � HYPERLINK "http://tcdshj/HJ/RESOLUCIONES/Details.aspx?ID=24080" \t "_blank" �141/2014�, de 11 de septiembre, FJ 9 b) que concluye que “tampoco se deriva de la Constitución que el método de valoración del suelo haya de atender necesariamente al contenido del plan y, más concretamente, a la clasificación que éste prevea para el terreno. Este criterio podría considerarse preferible, como lo entienden en su demanda los diputados recurrentes; pero la controversia se desplazaría entonces desde el terreno de la constitucionalidad al de la oportunidad política”.





� La STSJCV de 31 de enero de 2007 dice: “TERCERO.- La jurisprudencia recaída en interpretación de dicho régimen de responsabilidades urbanísticas ha sido explícita. Así, la STS. 7/Noviembre/2000, afirma que "Otro de los criterios aplicables para la determinación de la existencia de perjuicios indemnizables, especialmente adecuado cuando se considera la posible privación de derechos e intereses con un contenido patrimonial, radica en la determinación de si los derechos o intereses de que ha resultado privado el eventual perjudicado han sido incorporados realmente a su patrimonio, o constituyen meras expectativas de derecho ….o valores que pertenecen a la comunidad en su conjunto para cuya adquisición no se han cumplido todavía las cargas impuestas por el ordenamiento jurídico….	


	Antes como ahora es requisito imprescindible, para que nazca la responsabilidad patrimonial de la Administración, que el aprovechamiento urbanístico se haya materializado en virtud de la aprobación de un instrumento idóneo que permita conocer cuál sea el que corresponde al propietario, del que se ve privado por la modificación o revisión del planeamiento, para lo que no es suficiente con que en el planeamiento anterior figurasen once mil metros cuadrados edificables, ya que tal determinación requiere un desarrollo para concretar los aprovechamientos susceptibles de apropiación después de señalar las correspondientes cesiones, para lo que resultaba imprescindible la aprobación del correspondiente Plan Parcial del Sector o instrumento equivalente, que el recurrente admite no haberse elaborado...”


                Se trata de determinar si se ha materializado o no el aprovechamiento urbanístico que establecían las NNSS por parte de los recurrentes, o si, por el contrario no nos hallamos ante derechos incorporados realmente a su patrimonio, sino ante meras expectativas que no pueden ser tomadas en consideración a efectos indemnizatorios.


        CUARTO.- Y en este sentido, el Convenio suscrito el 19/Enero/95 con el Ayuntamiento, a que aluden los actores, no atribuye a sus terrenos la condición de solar en los términos del art. 6 LRAU, pues su objeto fue exclusivamente proceder a la apertura y urbanización de la Ronda Norte para canalizar el tráfico rodado que proviene de los pasos superior e inferior de la línea férrea y enlaza con la carretera de Sueca a la costa; ello justifica la reiterada pretensión planteada por D. C.O entre 1997 y 1998 de normalización (art. 115 RGU) de parte de la manzana donde se ubican las fincas de su propiedad, y rechazada por la Corporación, en lugar de acudir al  empleo de los instrumentos de gestión previstos en la LRAU específicamente para los solares; en cualquier caso, se trata de meros actos de solicitud de normalización, que no han dado lugar a la adopción por parte del Ayuntamiento de ninguna resolución o acto de reconocimiento del derecho a llevar a cabo tal normalización con arreglo a un Proyecto que nunca llegó a aportarse; por tanto, de los citados expedientes de normalización no deriva a favor de los recurrentes ningún derecho patrimonializado.


        Por otro lado constan documentados los informes municipales emitidos en respuesta a las alegaciones de los recurrentes frente al nuevo PGOU,  relativos a la falta de servicios urbanísticos básicos en la zona que se pretende consolidada por la urbanización, tales como redes de distribución de agua y de electricidad, así como acera peatonal…


        Finalmente, con relación a los terrenos aquí controvertidos, y según informa el Técnico Municipal, nunca se han solicitado ni licencias de obras, ni Cédula de garantía urbanística, siendo intrascendente que se hayan concedido a otras parcelas vecinas, como se aduce en la demanda y se aporta reflejo documentado en el expediente administrativo (doc. Num.8).


        En definitiva, existe una inactividad de los propietarios de los terrenos en cuestión, en orden a patrimonializar los derechos de aprovechamiento que derivaban de las NNSS,  lo que impide acoger su pretensión indemnizatoria por pérdida de tales derechos; lo cierto es que la prueba pericial judicial practicada a sus instancias, no avala la existencia de dicha patrimonialización, sino que su objeto se limita a constatar que los terrenos propiedad de los recurrentes, con arreglo a las Normas Subsidiarias de 1981 y para una edificación estándar de vivienda protegida, tenían una valoración de 2.490.563,12 euros, en tanto que de conformidad con las previsiones del PGOU de 2.001, su valor es de 240.490,67 euros, por lo que los actores reclaman la diferencia de 2.250.072,45 euros, como perjuicio patrimonial por reducción de aprovechamiento. No constando, pues, que los actores tuvieran más que meras expectativas a disfrutar del aprovechamiento fijado en 1981 por las NNSS, no puede acogerse su pretensión indemnizatoria, lo que conlleva la desestimación del presente recurso.” 


	Y la STS 27 junio de 2006 indica: “Pues bien, como se recoge en numerosas sentencias de esta Sala (13-6-2000 EDJ 2000/15878 , 7-11-2000 EDJ 2000/43340 , 30-6-2001 EDJ 2001/32291 y 6-4-2005 EDJ 2005/40738 ), relativas a un supuesto de responsabilidad por acto del legislador que incide en el Planeamiento urbanístico, la consideración de "la posible privación de derechos e intereses con un contenido patrimonial, radica en la determinación de si los derechos o intereses de que ha resultado privado el eventual perjudicado han sido incorporados realmente a su patrimonio, o constituyen meras expectativas de derecho -no susceptibles de consideración desde el punto de vista de su titularidad por quien se cree llamado a hacerlas efectivas- o valores que pertenecen a la comunidad en su conjunto para cuya adquisición no se han cumplido todavía las cargas impuestas por el ordenamiento jurídico.


En el ámbito de los derechos generados por el proceso urbanizador esta perspectiva es especialmente útil, pues ya en la aplicación del art. 87 de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 1976 -que concede una indemnización por cambio de ordenación del suelo antes de transcurrir los plazos de ejecución del planeamiento o por limitaciones o vinculaciones singulares que no puedan ser objeto de distribución equitativa en dicha ejecución-, esta Sala ha venido insistiendo en la necesidad, para que pueda entenderse procedente el derecho a ser indemnizado por el cambio de planeamiento, de que existan derechos consolidados (sentencia del Tribunal Supremo de 4 de marzo de 1992, recurso núm. 4729/1990 EDJ 1992/2069 ), lo cual ocurre:


a) cuando existe un plazo de ejecución del planeamiento modificado no precluido o se ha producido el transcurso de éste sin ejecución del planeamiento, por causas imputables a la Administración (sentencias de 1 de febrero de 1982 EDJ 1982/441 y 16 de diciembre de 1985); b) cuando el plan parcial se encuentra en la fase final de realización y la modificación afecta a una parte de los propietarios que han cumplido los requisitos o cargas de la anterior ordenación, sin haber obtenido beneficio equivalente y resultar, por ello, discriminados con el resto de los propietarios del sector (sentencias de 29 de septiembre de 1980, 30 de junio de 1980 EDJ 1980/12906 , 24 de noviembre de 1981, 1 de febrero de 1982 EDJ 1982/441 , 6 de julio de 1982 EDJ 1982/4531 , 20 de septiembre de 1982 EDJ 1982/5238 , 28 de marzo de 1983, 25 de abril de 1983, 14 de junio de 1983 EDJ 1983/3557 , 10 de abril de 1985, 12 de mayo de 1987 EDJ 1987/3707 , 24 de abril de 1992 EDJ 1992/3967 y 26 de enero de 1993, recurso núm. 4017/1990 EDJ 1993/541 ); y c) cuando el cambio de calificación del suelo respecto de una finca individualizada comporta que sólo sea factible, por la imposibilidad de integrarla en un polígono, en razón al desarrollo urbanístico derivado de la aplicación del plan precedente, realizar el pago de la indemnización pertinente en el momento de ejecución del nuevo planeamiento (sentencia de 20 de mayo de 1986 EDJ 1986/3343 )."


Ello como excepción a la regla general establecida en propio art. 87.1 en el sentido de que la ordenación de los terrenos y las construcciones no confieren derechos a los propietarios a exigir indemnización por implicar meras limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la propiedad según su calificación urbanística, criterio excepcional que persiste en la normativa posterior (art. 237 R.D.L.1/92, más restrictivo, y art. 41 Ley 6/98 ).


De ahí que las mismas sentencias citadas, con referencia a la de 12 de mayo de 1987 EDJ 1987/3707 y en lo que atañe a las modificaciones operadas antes del plazo de ejecución previsto, señalen que "el mecanismo indemnizatorio del art. 87 de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (1976) determina que si, confiando en la subsistencia durante un cierto plazo de una determinada ordenación urbanística, se han hecho inversiones y gastos jugará el derecho de la indemnización previsto en el art. 87 de la citada ley. El plazo previsto en el art. 87.2 de la misma opera dando seguridad al mercado inmobiliario y a las actividades de ejecución del planeamiento realizadas vigente el plan, puesto que aunque se modifique éste no provocarán pérdidas para el inversor. Como dice la sentencia de 15 de noviembre de 1993, la ejecución del planeamiento reclama una importante participación de los ciudadanos -art. 4.2 de la Ley del Suelo de 1976 EDL 1976/979 y hoy, con matices, art. 4.4 del Texto Refundido de 26 de junio de 1992-.


Dicha participación, que exige importantes gastos, sólo podrá producirse cuando esté garantizada la permanencia del planeamiento durante un cierto lapso de tiempo: así derivaba claramente de la Exposición de Motivos de la Ley de 2 de mayo de 1975 , que fundamentaba este régimen indemnizatorio en la seguridad del tráfico jurídico. Esa participación de los interesados en la ejecución del planeamiento les otorga la condición de colaboradores de la Administración, pues cumpliendo las exigencias de la función social de la propiedad cooperan en la realización de los fines de interés público a que tiende el planeamiento, y la colaboración con el poder público está sujeta de modo más estricto, si cabe, a las exigencias de la buena fe.


Más concretamente y en lo que ahora importa la jurisprudencia ha declarado la indemnizabilidad de los gastos hechos para la preparación y aprobación de los instrumentos urbanísticos adecuados para el desarrollo y ejecución de la ordenación vigente -así, la sentencia de 17 de junio de 1989 EDJ 1989/6158 -."


Y por otra parte, si en ejecución del Planeamiento se han llevado a cabo las actuaciones urbanísticas sustanciales y satisfecho las cargas y deberes legalmente establecidos para la realización del derecho u obtención de los beneficios reconocidos por el Planeamiento, tales como el derecho a urbanizar o al aprovechamiento urbanístico, será procedente la indemnización en cuanto las expectativas previstas en el Plan se han materializado y patrimonalizado. Por el contrario cuando la modificación del Plan no incide en situaciones consolidadas por su ejecución y, por lo tanto, no lesiona un derecho adquirido, falta el presupuesto para dar lugar a la indemnización que se justifica por la lesión de bienes y derechos (art.106.2 CE EDL 1978/3879 , art. 40 LRJAE y art. 139 Ley 30/92 EDL 1992/17271 ).


Así se refleja en numerosas sentencias, como las citadas por la parte recurrente, cuando señalan que "solamente cuando el Plan ha llegado a su fase final de realización se adquiere el derecho a dichos aprovechamientos urbanísticos previstos en la ordenación sólo entonces la modificación del Planeamiento implica lesión de un derecho ya adquirido, procediendo así la indemnización.." (S. 22-2-94 EDJ 1994/1582 ), lo mismo se deduce de las sentencias de 29 de septiembre de 1980 y 3 de junio de 1987 EDJ 1987/4428 citadas por los interesados en sus reclamaciones iniciales y en la demanda, siendo significativa respecto de este caso la citada sentencia de 13 de junio de 2000 EDJ 2000/15878 , que rechaza la indemnización en concepto de "derecho a urbanizar", reconocido también allí por la Sala de instancia, "toda vez que el mismo y precisamente con base en las especificaciones expuestas, no había sido tampoco patrimonializado, en cuanto el ejercicio del derecho no podía materializarse, desarrollarse, y, consecuentemente, no había alcanzado el necesario contenido patrimonial, al no haber sido aprobado, en la fecha en que entró en vigor la Ley 1/91, de 30 de enero EDL 1991/12772 , el correspondiente proyecto de urbanización, resultando por ende, inexistente la posibilidad legal de la urbanización...".


Desde estas consideraciones han de acogerse las alegaciones formuladas por la parte recurrente, pues en este caso las únicas actuaciones llevadas a cabo por los interesados en ejecución del Plan Parcial en cuestión, fueron, según sus propias manifestaciones en la demanda, la aprobación de los Estatutos y Bases de la Junta de Compensación el 4-2-86, el ingreso de 5.497.000 ptas. en la "Caja M.", con destino a la conexión del Polígono a la red general de abastecimiento de agua y la suscripción el 24 de diciembre de 1987 de un convenio entre la mercantil "J., S.A.", mayoritaria en la Junta de Compensación, y el Ayuntamiento, asumiendo compromisos y obligaciones, y prestando aval en cuantía de 14.000.000 pesetas, como garantía, entre otros compromisos, de la sustitución a metálico de la cesión del 10% del aprovechamiento medio.


Pero sin que se hubiera aprobado proyecto de reparcelación, en este caso de compensación, según informa el Ayuntamiento (folio 65 expte), ni conste la realización de otras actuaciones o instrumentos dirigidas a la materialización de la urbanización en los términos que resultan del capítulo II, título V del Reglamento de Gestión Urbanística, por lo que no cabe apreciar la patrimonialización del derecho a urbanizar que se reconoce en la sentencia de instancia, y que según se recogió después en el art. 24.3 del Texto refundido de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio EDL 1992/15748 , sólo se adquiere con la aprobación definitiva del instrumento de ordenación más específico; de manera que la alteración del Planeamiento en cuestión antes de cumplirse el plazo fijado en el Plan de Etapas, determina la indemnización de los gastos realizados por los interesados confiados en la pervivencia del Plan, pero no puede dar lugar a indemnización en razón de la lesión de un derecho como el de urbanizar, que no se había materializado cuando se produjo la modificación del Planeamiento y por lo tanto no fue objeto de lesión que pueda ser objeto de reparación mediante indemnización”.


� Por ejemplo, porque éstos no paguen las cuotas de urbanización; aunque el ayuntamiento puede y debe iniciar la vía de apremio, ésta puede resultar larga y costosa, sin que la afección real de las fincas al pago de las cuotas resuelva de forma inmediata el problema, ya que las fincas no son dinero líquido. Y más, en un momento de caída en picado del mercado inmobiliario. 


� La de 18 de julio de 2016 entiende improcedente la reclamación dirigida contra el ayuntamiento, ya que la privación de edificabilidad no se debió a la aprobación municipal del estudio de detalle, sino a la previa aprobación autonómica de un plan territorial sectorial. En cuanto a la pretensión indemnizatoria dirigida contra la Comunidad autónoma, era extemporánea considerando la fecha de publicación del plan territorial sectorial; sin que tengan efecto interruptivo los procesos iniciados por la demandante contra el estudio de detalle, aunque éstos hayan concluido con su anulación, ya que el plan territorial era directamente aplicable, con independencia de las previsiones del estudio de detalle. Además, l demandante había accionado como supuesta titular de los terrenos; cuando en realidad con anterioridad los había transmitido. 


� Indica ROGER FERNANDEZ que “La transcendencia de la regulación de este artículo, no solo deviene de lo acertado de la consideración de su ejecución urbanizadora (y edificatoria) como un proceso dinámico incurso en un desarrollo temporal que comporta incrementos sucesivos de abonos de costes, sino que también, permite una cuantificación progresiva de la indemnización correspondiente de manera proporcional a las inversiones efectuadas, circunstancia mucho mas acorde y coherente al proceso de cash-flow consustancial al desarrollo productivo tradicional del sector inmobiliario.” Es decir, la indemnización está en función del momento o fase en que nos encontremos, ya que el riesgo asumido está asimismo en función de ello. Por tanto, se pueden ahora matizar las ideas de la jurisprudencia tradicional –aunque la STS de nueve diciembre de 2011, basándose en el art 7 TRLS de 2008 (actual art. 11 TRLS 7/2015) indica que sigue siendo precisa la patrimonialización de aprovechamientos para tener derecho a indemnización-; por ejemplo, La STSJCV de 15 de diciembre de 2004 señala: “Es de significar, además, que las normas indemnizatorias contenidas en el artículo 106.2 de la Constitución y 139 y siguientes de la Ley de Régimen Jurídico 30/1992 plasman el "régimen general" indemnizatorio derivado de la responsabilidad patrimonial de la Administración, que no es el directamente aplicable cuando dicha indemnización se deriva, como así lo solicitó el recurrente, de una modificación del ordenamiento urbanístico, cuya regulación específica se contiene el la L. 6/98 (arts. 41 y ss) y conforme al cual no resultaba procedente la indemnización puesto que, como establece la S. del TS de 16-5-2000, "la indemnización no se produce pura y simplemente por el cambio de clasificación del suelo sino en consideración a la participación del propietario en el proceso urbanizador y como contrapartida a los importantes deberes que se le imponen -artículos 83.3 y 84.3 de la citada Ley EDL 1976/979, EDL 1976/979-, cuyo cumplimiento exige un cierto lapso temporal dada la complejidad de la ejecución.


	Sólo cuando dichos deberes han sido cumplidos puede decirse que el propietario ha incorporado a su patrimonio los contenidos artificiales que se añaden a su derecho inicial, pues sólo entonces ha contribuido a hacer físicamente posible su ejercicio.


	Por ello, sólo cuando el plan ha llegado a la fase final de realización o... cuando la ejecución no ha sido posible por causa imputable a la Administración, según la profusa jurisprudencia que hemos citado, se adquiere el derecho a los aprovechamientos urbanísticos previstos en la ordenación y sólo, por tanto entonces, la modificación del planeamiento implicaría lesión de un derecho ya adquirido". Y la STS 25 julio de 2013 señala que deben haber derechos consolidados para que exista un derecho a indemnización por cambio de plan; y esto no sucede cuando el planeamiento parcial sólo escasamente está ejecutado: “La sentencia declara como hecho probado que el sistema de actuación previsto en el Plan Parcial, aprobado el 16 de mayo de 1977, cuando había transcurrido más de un año de la entrada en vigor el Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976, era el de compensación, lo que determinaba la necesidad de que los propietarios del suelo iniciaran los trámites de constitución de la Junta de Compensación para el cumplimiento de las cargas urbanísticas de cesión, equidistribución y urbanización y, en el caso de pertenecer la totalidad de los terrenos a un solo propietario, como así alega el recurrente, iniciar el expediente previsto en el articulo 157.3 del Reglamento de Gestión Urbanística , aprobado por Real Decreto 3288/1978, de 25 de agosto, para la declaración de innecesariedad de constitución de la Junta, declaración que no consta que el recurrente hubiera instado. 


Además, aun en el supuesto de no ser necesaria la constitución de la Junta de Compensación por el hecho antes apuntado, lo que exige su acreditación, sí resultaba preceptivo para la adquisición del derecho al aprovechamiento el cumplimiento de los deberes de cesión ---lo que requería la redacción y aprobación del Proyecto de Compensación, si bien con el contenido previsto en el articulo 173 del RGU, esto es, " la localización de los terrenos de cesión obligatoria y de las reservas que establezca el Plan, así como la localización de las parcelas edificables, con señalamiento de aquellas en que se sitúe el 10 por 100 del aprovechamiento que corresponda a la Administración actuante "---, que tampoco consta hiciera el recurrente. 


Tampoco consta acreditado, como señala la sentencia, el cumplimiento del deber de urbanizar ---que requería la redacción y aprobación del Proyecto de Urbanización que tenía carácter preceptivo, de conformidad con el articulo 15 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1976 y con el contenido previsto en los artículos 69 y 70 de su Reglamento de Planeamiento Urbanístico , aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, y la ejecución material de las obras en él contempladas--- lo cual, tampoco se efectuó.”


� En el voto particular de XIOL se señala: “Tampoco estoy de acuerdo con la opinión en que se sustenta la Sentencia cuando argumenta que, como el porcentaje que se va a aplicar para determinar la indemnización que se otorgue por la privación de esta facultad va a ser el establecido en la legislación autonómica en relación con las cesiones obligatorias de suelo, no se respeta la garantía de uniformidad, que, según se sostiene, exige el art. 33.3 CE. A mi juicio, esta uniformidad no se deriva del art. 33.3 CE, pues este precepto se limita a garantizar que nadie pueda ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad o interés social y de conformidad con lo dispuesto en las leyes. Tampoco puede deducirse del art. 149.1.18 CE, en el que parece fundamentarse la opinión de la que discrepo al referirse a las garantías expropiatorias e invocar la doctrina establecida en la STC � HYPERLINK "http://tcdshj/HJ/RESOLUCIONES/Details.aspx?ID=5853" \t "_blank" �251/2006�, de 25 de julio, FJ 5 a). Este precepto no tiene más alcance que el de atribuir al Estado en exclusiva la competencia en materia de legislación forzosa. El art. 25.2 a) del texto refundido de la Ley de suelo, norma estatal, no incide en las garantías expropiatorias, pues, como he explicado, este precepto, al establecer el método de valoración de la facultad de urbanizar, está definiendo su propio contenido cuando el titular de la misma no puede ejercerla.


La uniformidad a la que apela la opinión de la que discrepo no es, a mi juicio, una exigencia constitucional. Como tantas veces ha afirmado este Tribunal, “la igualdad de derechos y obligaciones de todos los españoles en cualquier punto del territorio nacional no puede ser entendida como rigurosa uniformidad del ordenamiento”. En el de ASUA, en sentido parecido, se afirma: “Por último, tampoco comparto el argumento que “a mayor abundamiento” se desliza al final del fundamento jurídico 5 para reforzar la tesis de la inconstitucionalidad del art. 25.2 a). Aunque apenas esboza el argumento, la Sentencia apunta que el criterio de valoración controvertido no garantiza la uniformidad normativa que exigiría la configuración de la institución de la expropiación forzosa, e insinúa —pues no pasa de ahí— que ello podría constituir una infracción del art. 149.1.18 CE que atribuye al legislador estatal la competencia legislativa plena sobre esa materia. Como resulta indiscutible que el art. 25.2 a) del texto refundido contiene una regulación uniforme en materia de valoración de la facultad de participar en la actuación de valoración, en este punto parece que la Sentencia confunde uniformidad normativa con existencia de una valoración única e idéntica, para todo el territorio del Estado, de la facultad de participar en la actuación de urbanización.”


� Se plantea en todo caso qué sucederá si en parte existe causa imputable a la Administración y en parte causa imputable a los propietarios. Estaríamos ante un supuesto en que concurriría la culpa de la víctima y el funcionamiento de la Administración; casos éstos en que normalmente la jurisprudencia suele negar la responsabilidad patrimonial a menos que el funcionamiento de la Administración haya sido anormal. De todos modos, la letra d) no es baladí: el concreto damnificado que reclama los daños puede haber intervenido en la causación de éstos, o puede no haberlo hecho. No es la misma la situación de un propietario que cumple con todos sus deberes, pagando puntualmente las cuotas de urbanización, del que no lo hace, aunque ambos se encuentren dentro de la misma actuación. No es la misma situación la del propietario que vota a favor de la presentación del proyecto de compensación inmediatamente, de la que aquel que vota en contra sin más motivo que su deseo de dilatar en el tiempo la ejecución de la obra urbanizadora. 


� A la sentencia se formularon votos particulares. En el de ASUA BATARRITA se afirma: “Para ello, primero habría que esclarecer si con carácter general se puede precisar o acotar de alguna forma el “contenido económico” o “real” que cabe atribuir a la facultad de participar en la actuación de urbanización. Una facultad que, en todo caso, según la propia Sentencia, no pertenecería al contenido constitucional del derecho de propiedad, sino que constituiría un mero contenido adicional, al tratarse de una facultad que la Ley atribuye “directa y gratuitamente” al propietario del suelo. En suma, el legislador podría suprimir plenamente esa facultad de participación sin infracción alguna del texto constitucional, con la consiguiente desaparición del deber legal de indemnización. Pues bien, una vez que el legislador ha reconocido esa facultad de participación y ha configurado en torno a ella un “complemento indemnizatorio importante” (STC � HYPERLINK "http://tcdshj/HJ/RESOLUCIONES/Details.aspx?ID=24080" \t "_blank" �141/2014�), que, tal como afirma la exposición de motivos del texto refundido de 2008 y subrayamos en la STC � HYPERLINK "http://tcdshj/HJ/RESOLUCIONES/Details.aspx?ID=24080" \t "_blank" �141/2014�, “contribuye a un tratamiento más ponderado de la situación en la que se encuentran” los propietarios, ¿puede declararse inconstitucional la norma que establece un criterio objetivo de valoración de esa facultad desde el entendimiento de que no refleja un pretendido contenido económico que no hemos podido precisar? Por otra parte, la Sentencia diferencia el plano del reconocimiento legal de la facultad de participar en la actividad de urbanización y el plano de la compensación ofrecida a quien se ve privado de su propiedad y, con ello, de dicha facultad, pero ambos planos no son estancos, sino los dos lados de la misma moneda: la facultad se reconoce en los concretos términos que establece el legislador, no con un indeterminado “contenido económico”, sino hasta donde alcanza el contenido indemnizatorio previsto en el art. 25.2 a) del texto refundido.” En sentido contrario, en el de GONZALEZ RIVAS se afirma que el valor real es en todo caso el de mercado; y el único que satisface las exigencias constitucionales. En el de XIOL RIOS, “el método previsto en este precepto está relacionado aceptablemente con el contenido de la facultad de participar en la urbanización. En efecto, lo que esta facultad otorga al propietario de suelo rural es la posibilidad de llevar a cabo el proceso de urbanización. Valorar esa facultad aplicando el mismo porcentaje que el que resulta de aplicación a las cesiones que los propietarios de suelo deben efectuar a la comunidad con el fin de compensar las plusvalías que les ha proporcionado la acción urbanizadora, es, a mi juicio, una forma coherente de indemnizarles cuando se les impida su ejercicio.


La aplicación del mismo porcentaje en ambos casos conlleva, en efecto, un tratamiento similar de supuestos que, aunque son distintos, responden a la misma exigencia: valorar la plusvalía del suelo rural como consecuencia del proceso de urbanización y determinar qué parte de la misma corresponde, bien al propietario de este suelo, al integrar la facultad de urbanización el derecho de propiedad del suelo rural [art. 8.3 c) del texto refundido de la Ley de suelo], bien a la comunidad, a la que deben revertir parte de las plusvalías generadas por la actividad administrativa de ordenación del uso suelo (art. 47 CE).


Determinar el valor que tiene la facultad de participar en la urbanización aplicando el referido porcentaje a la diferencia entre el valor del suelo rural y el valor del suelo urbanizado supone entender que esta facultad, en sí misma considerada, no incluye todas las plusvalías que tienen su origen en el proceso de urbanización, sino solamente la parte de la mismas comprendidas en ese porcentaje. Las demás se consideran meras expectativas que no integran el contenido de esta facultad en tanto no se haya iniciado su ejercicio.


A mi juicio, la facultad de participar en la urbanización no forma parte del contenido esencial del derecho de propiedad que garantiza el art. 33 CE. Del mismo modo en que entra dentro del amplio margen de configuración del legislador el atribuir esta facultad a los propietarios de suelo rural y establecer las condiciones de su ejercicio, entra también dentro su margen de configuración determinar en qué casos resulta indemnizable la privación de la facultad y cómo ha de determinarse el alcance de esa indemnización. Aunque pueden existir otros métodos que permitan determinar el valor de la facultad de participar en la urbanización, el método por el que ha optado el legislador, en cuanto no incurre en arbitrariedad ni en manifiesta irrazonabilidad, establece un equilibrio, en abstracto no desproporcionado, entre el valor reconocido a esta facultad y la compensación prevista para los casos en los que se impida su ejercicio.”





� La STS 28 diciembre de 2012 excepcionalmente reconoce el derecho a indemnización por la privación de la posibilidad de edificar en SNU, como consecuencia de la aprobación del plan director del litoral catalán, que impidió la ejecución del planeamiento anterior en los plazos previstos: “Ciertamente, la redacción de tal precepto parece estar refiriéndose ---en principio--- a los supuestos de suelos urbanos o urbanizables en que el Programa de Actuación del planeamiento establece plazos para la ejecución de sus determinaciones, (ex articulo 41 del Reglamento de Planeamiento Urbanístico aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio), no siendo habitual el establecimiento de plazos para el cumplimiento de las determinaciones en suelo no urbanizable, que es lo que aquí ocurre, pues la regulación contenida en el articulo 7.202 de las Normas Urbanísticas del Plan General de Ordenación Urbana que regulan el núcleo de La Guillola no establece plazo para la ejecución de sus determinaciones. 


Esto es, aun estando en presencia de suelos no urbanizables la aplicación de este precepto ---y el principio general de responsabilidad patrimonial --- permitiría articular una solicitud indemnizatoria como la formulada en autos, con la referencia que la misma se fundamentaría en la privación del derecho a la edificación ---en los términos reconocidos por la Ley 4/1998, de 12 de marzo--- y no en la patrimonialización de aprovechamientos urbanísticos, solo posibles en el suelo urbanizable.


Sin embargo, debe entenderse aplicable, a estos concretos efectos, la previsión temporal contenida en la Disposición Transitoria Sexta de la Ley 2/2002, de 14 de marzo , que, como sabemos, establecía un plazo de tres años, a partir de su entrada en vigor, para establecer un régimen específico para las solicitudes de licencia en ámbitos de suelo no urbanizable procedentes de un proceso de parcelación rústica que estuviera expresamente reconocido por el planeamiento general, con arreglo al cual las autorizaciones de usos y obras continuaban tramitándose de conformidad con la legislación anterior durante un periodo de tres años desde la entrada en vigor de la nueva Ley; lo que implicaba, el derecho a edificar en la finca de la recurrente según las previsiones del Decreto Legislativo 1/1990, de 12 de julio, por el que se aprobó la refundición de los textos legales vigentes en Cataluña en materia urbanística, y PGOU de Cadaqués de 1986…


En el caso presente, es un hecho cierto, que no ha sido objeto de controversia, que el PGOU de 1986 clasificaba los terrenos litigiosos como suelo no urbanizable, clasificación que se ha mantenido en el Plan Director impugnado. Tal clasificación lleva aparejada, en principio, la inexistencia de aprovechamientos urbanísticos residenciales, y, por ello, su patrimonialización por la propiedad, por lo que no se cumpliría el primer presupuesto de hecho al que el articulo 41.1 LRSV anuda el derecho a la indemnización: la privación de un aprovechamiento ya patrimonializado. 


Sin embargo, en el supuesto de autos no reconocemos la indemnización por la privación de un aprovechamiento, sino por la privación del derecho de edificación ---legalmente reconocido---. Por ello no sirve la conclusión ---no indemnizatoria--- alcanzada en su supuesto que guarda sensibles analogías con el de autos, como fue el resuelto en la STS de esta Sala de 17 de mayo de 2012, en que también se pretendía indemnización como consecuencia del ejercicio de la potestad de planeamiento , si bien con la particularidad de que en aquel caso se impugnaba el Plan Especial de delimitación definitiva y de protección del medio natural y del paisaje del Parque Natural de Cap de Creus ---redactado en desarrollo de Ley 4/1998, de protección del Cabo de Creus--- aprobado por acuerdo del Gobierno de la Generalidad de Cataluña de 20 de junio de 2006 y la indemnización se solicitaba al amparo del articulo 43 de la LRSV , por entender que la ordenación establecía una vinculación singular y restricción de aprovechamientos no susceptible de equidistribución, y, si bien se trataba de núcleos distintos, en aquel caso se trataba de Perafita, ambos están en el término municipal de Cadaqués y en ambos supuestos con el común denominador de tener origen en parcelaciones en suelo rústico clandestinas.”


� Salvo que, de acuerdo con la legislación autonómica, el promotor en gestión directa fuera la Comunidad autónoma; y aun así se estableciera la intervención municipal en todo el proceso de gestión urbanística, por ejemplo. 


� Sobre este tema, recientemente se puede ver la STS de 29 octubre de 2014, en un caso en que se había modificado el planeamiento. El recurso es desestimado no obstante porque dicho planeamiento no había sido ejecutado en plazo por causa imputable a los interesados; lo que dio lugar a la sustitución del sistema de compensación por el de cooperación. el ayuntamiento tampoco cumplió con los plazos previstos una vez sustituido el sistema; pero evidentemente nada de esto tenía que ver con una eventual responsabilidad del legislador por parte de la Comunidad autónoma.  A pesar de todo, se reconoce el derecho del demandante a ser indemnizado conforme al art. 25-1 TRLS 2/2008 (actual art. 38); es decir, por los gastos, incrementados en la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo. Entiende el TS que no se tienen derecho al resto de posibles indemnizaciones por expectativas frustradas pero sí a esto último. Es decir, la sentencia viene a entender que el TRLS diferencia entre la indemnización por gastos y la indemnización por frustración en la adquisición del aprovechamiento; y entiende que a lo primero, incluso aumentado en la tasa libre de riesgo y prima de riesgo, se tiene derecho incluso cuando haya mediado incumplimiento de plazos imputable a los interesados. 


� “Es por eso que siendo correcta la afirmación de la representación procesal de la Comunidad de Baleares, de que la sociedad actora no había patrimonializado la edificabilidad en la perspectiva que regula el artículo 7.2 de la Ley 8/2007 , en cuanto que el mismo refiere el efecto de dicha patrimonialización a su realización efectiva y se condiciona al cumplimiento de los deberes y al levantamiento de las cargas propias del régimen que corresponda, sin embargo aquella afirmación no excluye la contemplación en el caso que enjuiciamos de la progresiva adquisición indemnizable de expectativas urbanísticas como consecuencia de las sucesivas actuaciones de urbanización o de edificación que se regula en el artículo 25 de la Ley 8/2007 para los supuestos en que aquellas devengan inútiles por efecto de la pertinente disposición. 


Ahora bien esa adquisición progresiva de expectativas aparece también sujeta que se hubieren cumplido en las actuaciones de urbanización los plazos establecidos en los instrumentos que las legitimen, de modo que solamente en este supuesto es legalmente válido acudir al valor del suelo como elemento que, corregido con un grado ejecución al que se asignará un valor entre 0 y 1, funcionará como mínimo garantizado a indemnizar por las actuaciones de urbanización ya iniciadas.


No es este el caso de la demandante, que sin duda tenía iniciadas las obras de urbanización pero que -como hemos dejado dicho- incumplió los plazos previstos en el Plan y que, en consecuencia, ha de sujetar su indemnización a la cobertura de los gastos y costes descritos en el apartado 1 del artículo 25 de la Ley 8/2007 , esto es, aquellos en que hubiera incurrido para la elaboración del proyecto o proyectos técnicos de los instrumentos de ordenación y ejecución que hubieren sido necesarios para legitimar su actuación de urbanización; los de las obras acometidas y los de financiación, gestión y promoción precisos para la ejecución de la actuación y las indemnizaciones pagadas, si bien todo ello tasado por su importe incrementado por la tasa de libre riesgo y la prima de riesgo.”


La STS de 28 de junio de 2016 desestima la reclamación presentada contra la Comunidad autónoma, al entender que no se habían patrimonializado los aprovechamientos en tanto en cuanto se había incumplido el plan de etapas del plan parcial -los distintos decretos autonómicos aprobados sólo suspendían el otorgamiento de licencias de edificación, pero no impedían la urbanización-, y las escasas actuaciones urbanizadoras no habían tenido cobertura en instrumento alguno. Curiosamente, sin embargo, esto último parece basarse en la falta de publicación de la normativa urbanística del plan parcial, imputable al ayuntamiento. Si no se había publicado la normativa urbanística, ¿cómo se puede hablar del incumplimiento del plan de etapas? Tema distinto es que, si no está publicado el plan, difícilmente pueden patrimonializarse los aprovechamientos; esto es cierto. 


En otra de la misma fecha, y también relativa a Canarias, el recurso se desestima porque el proyecto de urbanización había quedado sin cobertura, ya que el plan general había sido anulado en sentencia firme. Por ello, no se podían entender patrimonializados los aprovechamientos. 


� Señala ROGER FERNANDEZ que “el margen de beneficio sobre un capital invertido deberá alcanzar, como mínimo, la suma del rendimiento que obtendría de su depósito en activos financieros estables de rentabilidad garantizada (imposición a plazo fijo, por ejp.), mas un plus derivado del riesgo que genera la inversión en una actividad productiva a medio-largo plazo, como es la inmobiliaria, factores que, suelen denominarse Tasa Libre de Riesgo y Prima de Riesgo”.


� Se plantea el problema de si dentro de este art. 39-1 se podrían incluir las cuotas de urbanización. El problema estriba en que el precepto parece estar refiriéndose, a la vista de su rúbrica, a quien haya tomado la iniciativa empresarial en la obra urbanizadora; no a quien participa en la misma como propietario afectado. Obviamente, sin embargo, el propietario afectado puede haber incurrido en gastos considerables; y de hecho así será normalmente. Gastos que no se hallan en absoluto contemplados en el art. 38, que sólo contempla el lucro cesante; lo que es un error. La amplia dicción del art. 39-1 permitiría incluir al propietario afectado; pero la referencia a la tasa libre de riesgo y prima de riesgo es más bien propia de una iniciativa empresarial. Además, la rúbrica del precepto parece excluir al propietario; y el art. 29.1 del Reglamento alude expresamente a la iniciativa y promoción. Así, el propietario que no ejercitó su iniciativa y se vio privado de su facultad de participar, será indemnizado conforme al art. 38; si bien, como hemos visto, se ha declarado inconstitucional el sistema de cuantificación previsto en este precepto. 


El apartado cuarto del art. 39, sin embargo, alude al propietario; al señalar que aquellos propietarios que no se encuentren al día en el cumplimiento de sus deberes y obligaciones, serán indemnizados por los gastos del apartado primero, que se tasarán en el importe en que efectivamente hubieran incurrido. Es decir, en estos casos, al propietario incumplidor se le devuelven los gastos en que ha incurrido, sin que los mismos sean incrementados en la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo. Claro está que a estos propietarios no se les indemnizará conforme al art. 38, ya que el mismo establece como requisito de la indemnización que la “valoración” –la frustración de la actuación- no tenga su origen en el incumplimiento del propietario; si bien es cierto que esta idea puede matizarse, ya que un incumplimiento mínimo –un mínimo retraso en la última cuota, por ejemplo- no debería acarrear una solución tan drástica, sino sólo los incumplimientos que sean la causa de la frustración de la actuación. 


Así, tenemos la situación del propietario incumplidor pero sólo en pequeña medida, que percibiría los gastos sin incrementar y además la indemnización del art. 38 –lo contrario, sería desproporcionado-; en segundo lugar, el propietario flagrantemente incumplidor y cuyo incumplimiento es determinante de la frustración de la actuación –o simplemente de su exclusión de la actuación, si así lo prevé la legislación autonómica- sólo percibe los gastos, sin incremento alguno. En tercer lugar, el propietario cumplidor no puede recibir peor tratamiento que el que ha incumplido sólo en parte; por lo que habrá que entender que éste no sólo recibe la indemnización del art. 38, sino también la del art. 39-1. de este modo, además, se soslayan las insuficiencias del art. 38, antes apuntadas. Esta interpretación además casa con la diferente dicción de los “incumplimientos” en ambos preceptos: no estar al día no es lo mismo que “dar lugar con el incumplimiento a la valoración”. En cualquier caso, ya hemos visto que el TC exige que se vuelva a fijar la forma de indemnizar en el caso del art. 38. 


� Indica ROGER FERNANDEZ que tenemos en realidad tres estadios –se refiere a los arts. 24 y 25 de la Ley 8/2007, que coinciden con los arts. 38 y 39 TRLS-: “a.1)	Si ya se dan todos los requisitos para iniciar la actuación (suelo urbanizable “activado” y se impide participar en ella: indemnización por la pérdida de la facultad conforme al artículo 24.


a.2)	Si, además, ya se han acometido iniciativas de gestión o burocráticas: indemnización de los gastos realizados incrementados por la Tasa libre de Riesgo y la Prima de Riesgo conforme al artículo 25.1.


a.3)	Si ya se han iniciado materialmente las obras: o indemnización de gastos, conforme a letra anterior, o atribución de la parte de plusvalía determinada en estricta proporción al grado de ejecución alcanzado, lo que sea superior, conforme al artículo 25.2.” es decir, el autor citado entiende también que el caso previsto en el art. 25 no viene referido a sujetos diferentes de los indicados en el art. 26, sino a “momentos diferentes”; ya que ello determina el grado de riesgo asumido. 


� No obstante, el art. 39-1 TRLS incluye las obras que se hayan acometido; pero el art. 29 del Reglamento lo circunscribe a las obras preparatorias. Es decir, cuando ya no estemos ante obras preparatorias sino propiamente ante obras de urbanización, habremos pasado del apartado primero al segundo. entre las obras preparatorias entiendo que podrían por ejemplo incluirse los sondeos para conocer las características del terreno. Los movimientos de tierras posiblemente ya entren dentro de lo que es obra de urbanización y no de mera obra preparatoria; aunque es discutible. 


� El art. 28-2 RD 1492/2011 aclara que “2. En los supuestos de expropiación, venta y sustitución forzosas, no habrá lugar a indemnización de conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior, cuando no se impida el ejercicio de la facultad a que se refiere la letra a), entendiéndose que así ocurre en los supuestos de renuncia voluntaria del propietario a participar en el proceso de urbanización, adoptada con las formalidades requeridas por la legislación urbanística aplicable, o cuando la iniciativa de la actuación de urbanización haya partido de quien no sea el propietario de los terrenos”. es decir, la indemnización del art. 38 de la ley no se concede ni al propietario que renuncia a participar, ni al promotor no propietario –a quien corresponde la indemnización del art. 39-. Y el art. 29-2 especifica que “Se considerarán todos estos costes siempre que fueran necesarios para legitimar el desarrollo de la actuación, se justifiquen expresamente y se cuantifiquen de manera objetiva, incrementados todos ellos en la tasa libre de riesgo y la prima de riesgo correspondientes, conforme a lo establecido en el apartado 3 del artículo 22 de este Reglamento. En cualquier caso, la suma de todos estos costes no podrá superar el resultado de multiplicar el coeficiente K por el valor de la construcción, Vc, definidos en el apartado 2 del artículo 22 de este Reglamento.”


	Y el art. 29.3 aclara: “3. El valor de la actuación calculado en proporción a su grado de ejecución a que se refiere la letra c) del apartado 2 de este artículo se determinará de acuerdo con las siguientes reglas:


a) El grado de ejecución de la actuación se ponderará con un coeficiente entre 0 y 1, en función de la proporción de los costes de construcción por contrata de la obra ejecutada, según certificación expedida por la dirección facultativa, con relación a la previsión total de los mismos.


b) Cuando la disposición, acto o hecho que motiva la valoración impidiera la terminación de la actuación, el coeficiente anterior se multiplicará por la diferencia existente entre el valor del suelo en su situación de origen y el valor que le correspondería si estuviera terminada la actuación.


La situación de origen se corresponde con la del suelo rural para el caso de actuaciones de nueva urbanización o con la determinada en el artículo 25 de este Reglamento para el supuesto de actuaciones de reforma, renovación urbana o edificación en suelo urbanizado.


c) Cuando la disposición, acto o hecho que motiva la valoración solo altere las condiciones de ejecución de la actuación sin impedir su terminación, el coeficiente determinado en la letra a) anterior se multiplicará por la merma provocada en el valor del suelo con referencia al que le hubiera correspondido si se hubiera culminado la misma.”








� El art. 6-5 del Reglamento puntualiza que “En el suelo urbanizado, las edificaciones, construcciones e instalaciones que se ajusten a la legalidad en los términos establecidos en el artículo 5 de este Reglamento, se tasarán conjuntamente con el suelo en la forma prevista por el artículo 23 y siguientes de este Reglamento. La valoración de las edificaciones o construcciones tendrá en cuenta su antigüedad y su estado de conservación. Si han quedado incursas en la situación de fuera de ordenación, su valor se reducirá en proporción al tiempo transcurrido de su vida útil.” Lo mismo indica en cuanto al fuera de ordenación el art. 35-3 TRLS. 


� Fundamento aceptado de la sentencia de instancia: “"Respecto de la segunda de las cuestiones suscitadas, la STS 3ª, Sección 1ª, de 30 de septiembre de 2005 -rec. núm. 2870/2002 - que, en un supuesto similar al ahora enjuiciado, y remitiéndose a sentencias precedentes, manifiesta: " Esta Sala en innumerables Sentencias, entre las que citaremos la de 10 de abril de 1997 ( Apel. 3997/92 ), la de 19 de abril de 2001 ( Rec. Casación. 5052/96 ) o la más reciente de 16 de septiembre de 2004 ( Rec. 3760/2000 ), por citar algunas, ha señalado que las consecuencias dañosas relacionadas con la expropiación que deben considerarse en la fijación del justiprecio son las ligadas de modo directo al acto de privación patrimonial en que la expropiación consiste, no aquellas que son fundamentalmente imputables a causas ajenas a la expropiación. La expropiación no basta con que sea motivo u ocasión para la fijación o determinación del justiprecio, sino que es menester que constituya su causa directa, de tal forma que si los perjuicios no trajeran su causa directa de la expropiación, el derecho a obtener su resarcimiento no puede hacerse valer con ocasión de la expropiación dimanante de la necesidad de la obra realizada, sino que únicamente podrá encauzarse por las vías procedimentales previstas para la exigencia de responsabilidad patrimonial a las administraciones públicas por funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, siempre que concurran los requisitos de fondo y de forma necesarios para que pueda apreciarse dicha responsabilidad". 


Hecha esta primera precisión, la Sentencia de 19 de abril de 2001 de esta Sala y Sección, y en lo que de doctrina resulta aplicable al caso de autos, dice: "Igual suerte debe correr el segundo motivo articulado por infracción de los artículos 1 , 15 , 17 , 121 , 122 y 123 de la Ley de Expropiación Forzosa , 1, 133 a 138 de su Reglamento y 40 y 41 de la ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, 87 de la Ley del Suelo (TR 1976) y Jurisprudencia que cita, por entender que el "demérito" del edificio no expropiado no era susceptible de ser justipreciado en el procedimiento expropiatorio, sino que, en su caso, su compensación debería tener lugar, en el supuesto de acreditarse, por la vía de la responsabilidad patrimonial . Esta Sala ha reiteradamente señalado, tal y como se infiere de la jurisprudencia invocada por el recurrente, que los perjuicios directamente vinculados a la actuación expropiatoria deben ser objeto de valoración en el expediente de justiprecio, en tanto que aquellos otros que no están vinculados a la actuación expropiatoria deben ser indemnizados, en su caso, por la vía de la responsabilidad patrimonial . Es decir, si suprimida la actuación expropiatoria desaparece el perjuicio éste debe ser justipreciado en el expediente expropiatorio. En el caso de autos la sentencia de instancia afirma, en lo que constituye una valoración fáctica que vincula a esta Sala, que el edificio en cuestión al quedar al borde de una "avenida o carretera principal" viene condenado a quedar como fuera de ordenación dentro del Plan Urbanístico, asumiendo así la apreciación pericial de que como consecuencia de la expropiación y de las nuevas alienaciones el edificio no expropiado queda "de hecho", "fuera de ordenación" y por tanto condenado a la ruina, al no poder efectuarse en el mismo obras de mejora o conservación. Es claro que de no haber tenido lugar la actuación expropiatoria y la ampliación de la Avenida de Vigo tal circunstancia de quedar el edificio en cuestión "fuera de ordenación" no se habría producido, por ello el demérito derivado de ésta circunstancia es consecuencia directa de la actuación expropiatoria y debe ser objeto de valoración en el expediente de justiprecio, razón por la cual el motivo de ser rechazado".  A lo que el TS añade: “La importante limitación que conlleva la declaración del edificio de litis como fuera de ordenación, concretada por el perito judicial en su dictamen, en ningún momento combatido, en que solo se permite una reestructuración parcial del edificio que no supere el 50%, supone, sin duda, una cercenación de los derechos del propietario afectado por dicha declaración, en definitiva, una limitación del dominio ya patrimonializado que debe ser indemnizado. No estamos pues en el supuesto de autos, ante limitaciones generales a la propiedad y sí ante una privación singular de un derecho o interés patrimonial que debe ser compensado, sin que deba constituir obstáculo a la conclusión expuesta el artículo 41.2 de la Ley 6/1998 , único precepto citado como infringido en el motivo, inaplicable, conforme ya adelantamos, en cuanto en dicho artículo se contemplan las situaciones de fuera de ordenación derivadas del planeamiento , no las vinculadas a la actuación expropiatoria, y no hay razón para una extensión análogica que, por cierto, la Comunidad recurrente no justifica.”


� En cuanto a los deberes, téngase en cuenta que la Ley 8/2013 modificó el art. 9-1 TRLS 2/2008. Actualmente, el art. 15 TRLS 7/2015 establece: “1. El derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y edificaciones comprende con carácter general, cualquiera que sea la situación en que se encuentren, los deberes siguientes:


a) Dedicarlos a usos que sean compatibles con la ordenación territorial y urbanística.


b) Conservarlos en las condiciones legales de seguridad, salubridad, accesibilidad universal, ornato y las demás que exijan las leyes para servir de soporte a dichos usos.


c) Realizar las obras adicionales que la Administración ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad y sostenibilidad del medio urbano, hasta donde alcance el deber legal de conservación. En éste último caso, las obras podrán consistir en la adecuación a todas o alguna de las exigencias básicas establecidas en el Código Técnico de la Edificación, debiendo fijar la Administración de manera motivada el nivel de calidad que deba ser alcanzado para cada una de ellas.


2. El deber legal de conservación constituye el límite de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios. Cuando se supere dicho límite, correrán a cargo de los fondos de la Administración que ordene las obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés general.”


� “La ordenación territorial y la urbanística son funciones públicas no susceptibles de transacción que organizan y definen el uso del territorio y del suelo de acuerdo con el interés general, determinando las facultades y deberes del derecho de propiedad del suelo conforme al destino de éste. Esta determinación no confiere derecho a exigir indemnización, salvo en los casos expresamente establecidos en las leyes.”


Y el art.11-2 añade que “La previsión de edificabilidad por la ordenación territorial y urbanística, por sí misma, no la integra en el contenido del derecho de propiedad del suelo. La patrimonialización de la edificabilidad se produce únicamente con su realización efectiva y está condicionada en todo caso al cumplimiento de los deberes y el levantamiento de las cargas propias del régimen que corresponda, en los términos dispuestos por la legislación sobre ordenación territorial y urbanística.”


� La STS tres abril de 2009 aborda un caso en que se restringe el uso, pero no la edificabilidad; pese a lo cual se entiende que hay vinculación singular: “a) En primer término, y en relación con la finca de los recurrentes, se ha producido una restricción del aprovechamiento urbanístico con el que contaba el recurrente antes de la revisión, y que luego especificaremos; la tesis de la sentencia de instancia, basada en la circunstancia de que el planeamiento, no obstante el retranqueo acordado, ha respetado la edificabilidad prevista para la finca (excluyendo ello los perjuicios), no resulta de recibo, ya que, desde la perspectiva de estos, el mantenimiento cuantitativo de aquella edificabilidad resulta perfectamente compatible con la producción de los perjuicios que se reclaman por los recurrentes, pues ---respondiendo a nuestro anterior planteamiento--- no es inocuo o indiferente la forma en que materialice, concrete o distribuya la edificabilidad de la finca, y, por lo que aquí interesa, no es lo mismo ---desde la perspectiva de los perjuicio y de la equidistribución de los beneficios y cargas--- el que esa edificabilidad se concrete en locales comerciales, en plazas de garaje o en, en fin, en viviendas. Efectivamente, desde el punto de vista que nos ocupa, resulta mas concluyente e intenso el concepto de perjuicio económico que se produce para los recurrentes ---en términos comparativos--- que el mantenimiento de las determinaciones estrictamente urbanísticas, pues, como aquí acontece, la persistencia de la proporcionada edificabilidad (pero reduciendo la destinada a locales comerciales y plazas de garaje) no excluye la producción de unos perjuicios económicos.


b) En consecuencia, valoradas de forma pormenorizada las circunstancias concurrentes en el supuesto de autos, y vista la reducción del uso edificatorio con el destino expresado ---plazas de garaje y locales comerciales---, es evidente que se ha producido una vinculación singular de dicha finca como consecuencia de la minoración de las concretas edificabilidades de referencia, lo que, a su vez, implica un general beneficio para el amplio espectro de usuarios de la Plaza de San Miguel, que son todos los ciudadanos de Valladolid, pues obvio es que dichos espacios ajardinados cedidos no se encuentran al servicio exclusivo del Polígono o Unidad de Actuación. Y, por otra parte, tal vinculación o minusvaloración del aprovechamiento tan solo es imputable al planeamiento aprobado, ya que es la citada Revisión del Plan General de Ordenación Urbana la que decide estructurar o configurar urbanísticamente la finca ---en solitario--- como un Área de Intervención, que impide la reparcelación y equidistribución, y la que, como consecuencia, impone la necesidad de otra vía de indemnización.”


� “Hemos de partir, igualmente, de la circunstancia de que la pretensión ejercitada por los recurrentes se fundamenta en la existencia, en la Revisión que se impugna, de una evidente discriminación en relación con la finca de su propiedad ---sita en la Plaza de San Miguel, con vuelta a las calles Gardoqui y Concepción de la Ciudad de Valladolid---, que ha sido considerada, toda ella y por sí sola, el Área de Intervención nº 49, imponiéndole un importante retranqueo, con la finalidad de ampliar los espacios ajardinados de la Plaza, pero sin establecer la correspondiente compensación a dicha carga singular, que va a beneficiar a toda la comunidad. Recordemos que, según se señala en la sentencia de instancia, la finca de los recurrentes contaba con una superficie de 1.043 ,00 m2, imponiéndosele una cesión obligatoria de 317,08 m2, por lo que ha quedado un solar de 725,92 m2. Por otra parte, la edificabilidad máxima prevista para el edificio era de 3.233,30 m2 (superficie de 1.043,00 por el índice de edificabilidad, 3,10 m2/m2), habiendo sido consumida con edificación, 3.229,68 m2. 


Efectivamente, según se expone, al no configurarse por el planeamiento una Unidad de Ejecución en la que poder haber hecho efectivo el correspondiente reparto de beneficios y cargas, y no poder realizarse el mismo por vía de reparcelación ---por ser el solar de propietario único y estar dotado de todos los servicios urbanísticos---, no queda otra alternativa que, o bien la adquisición municipal por vía de expropiación, o bien la declaración de un derecho de indemnización por la existencia de un supuesto de vinculación singular . La lectura de los argumentos de los escritos de demanda de los recurrentes, así como el suplico de las misma, dejan bien patente cual era la pretensión indemnizatoria y en qué supuesto se fundamentaba la misma…


Por último, también concurre el tercero de los requisitos ya que, en la situación actual, con todas las parcelas circundantes construidas y consolidadas, la equidistribución ---como hemos expresado--- deviene imposible, por lo que la desigualdad producida por la revisión del planeamiento, en relación con el entorno, y su imposibilidad de compensación por la vía expresada, exige la búsqueda de otro mecanismo reparador de la situación producida. La prueba pericial, a la que luego aludiremos en otro extremo, de forma expresa reconoce que el Plan ---y su Revisión--- no cuentan con mecanismo alguno para proceder a la compensación de los recurrentes, sin que resulte posible introducir mecanismo alguno compensatorio en tal sentido, a la vista del grado de consolidación edificatoria. Y, lo que no ofrece duda es que, a cambio de tal cesión, los recurrentes no han recibido ningún tipo de compensación.”


� “Tradicionalmente, la jurisprudencia de esta Sala ha venido exigiendo para la procedencia de la indemnización diversos requisitos que han sido sintetizados en los siguientes términos: " para que exista derecho a la indemnización solicitada "es necesario que concurran los siguientes requisitos: a) una restricción en el aprovechamiento urbanístico; b) una limitación singular y c) imposibilidad de distribución equitativa "" ( SSTS de 15 de noviembre de 1995 , 16 de febrero de 1998 y 21 de junio de 2001 ). 


La recurrente fundamenta su pretensión en el trato discriminatorio previsto por el Plan para los terrenos litigiosos y en que no se permite la ocupación completa de los terrenos quedando, por otra parte, los espacios no edificables, no afectos a ninguna finalidad pública.


Descarta la existencia de trato discriminatorio según las razones indicadas en el Fundamento de Derecho anterior, tampoco los recurrentes han acreditado el cumplimiento de los requisitos previstos en el artículo 43 de la LRSV , debiendo insistir en lo ya declarado por el Tribunal a quo: 1) que las alineaciones prevista en el Plan impugnado son las mismas que en las Normas Subsidiarias de 1990; 2) que los intentos de modificar el planeamiento para alterar tales alineaciones, fueron informados desfavorablemente por la Demarcación de Costas del Estado; 3) y que la definición de la alineación para los terrenos litigiosos viene determinada por la Ordenanza aplicable a los mismos, la nº 1, de Edificación en zonas del Casco Antiguo, que mantiene, con carácter general, las alineaciones existentes. 


Frente a tales razones, carece de fundamento la alegada falta de afectación a una finalidad pública, como pudiera ser zona verde o viario, el espacio de la parcela no edificable, pues tal espacio tendrá la consideración de espacio libre privado, no edificable, formando una especie de patio sin que la no ocupación completa del solar por la edificación constituya, per se , prueba de la existencia de vinculación singular , ya que tal argumento, llevado a sus extremos, determinaría que todas las tipologías edificatorias que no permiten la ocupación del 100% de la superficie del solar implican vinculación singular y son indemnizables, lo que conduce al absurdo, carece de respaldo legal y es contrario a la práctica urbanística, caracterizada por la mezcla de tipologías edificatorias, coexistiendo manzanas cerradas con otras tipologías caracterizadas por el carácter aislado de la edificación, con retranqueos a linderos, fachadas y el estableciendo de fondos máximos edificables por planta.”


� “En primer término, al Parque Jardín de los León, calificado por el Plan equipamiento privado de espacios libres e incluido el catálogo de vegetación del Conjunto Histórico, con una superficie aproximada de 32.985 m2, le ha sido asignada una edificabilidad de 0,02 m2/m2, prácticamente insignificante y, desde luego, en lo que aquí interesa, muy inferior comparativamente incluso al aprovechamiento asignado al suelo urbanizable delimitado existente en el entorno próximo, que tiene la de 0,2 m2/m2. No consta que la finca tuviera reconocido con anterioridad ningún aprovechamiento, y, por tanto, no se trata de una restricción de aprovechamientos respecto al anteriormente establecido -como se exige para el supuesto contemplado en el artículo 41 de la Ley 6/1998 -, pues en el caso de las vinculaciones singulares el término de comparación se encuentra en el propio planeamiento que se examina; y lo relevante es si las determinaciones que se aplican a uno o varios terrenos son distintas a las de su entorno o a los terrenos de su misma clasificación o calificación -puede verse en este sentido la sentencia de esta Sala de 5 de enero del 2007 (casación 4846/2003 )-. 


En segundo lugar, la vinculación singular se ha producido al no contemplar el Plan usos edificatorios (salvo ese 0,02, que se corresponde con la edificabilidad ya materializada), quedando limitado el uso de la finca al equipamiento privado de espacios libres lo que, a su vez, puede suponer un beneficio para un amplio conjunto de ciudadanos, sin perjuicio de la titularidad privada de la finca, que fue adquirida por la Caja de Ahorros recurrente para destinarla a su obra social.


Por último, también concurre el tercero de los requisitos expuestos, ya que, en la situación actual, al haberse incluido la finca en la categoría del suelo urbano consolidado, la equidistribución no deviene posible, por lo que la desigualdad producida por la revisión del planeamiento, en relación con el entorno, y su imposibilidad de compensación por la vía expresada, exige la búsqueda de otro mecanismo reparador de la situación producida.”





� “En disconformidad con el sentir mayoritario de los Magistrados de la Sala, expresado en esa sentencia de 10 de octubre de 2011 , se emitió voto particular en el que se muestra un parecer contrario a que el término de comparación se sitúe en el propio planeamiento que se enjuicia. Entienden los dos Magistrados discrepantes que el derecho indemnizatorio objeto de examen "... precisa que el aprovechamiento urbanístico que tenía el terreno según la ordenación anterior experimente o sufra reducción con la nueva ordenación" , con cita como precedente de la sentencia de 21 de junio de 2001 (recurso 8844/1996 ), en la que, tal como se sostiene en el argumentario del voto particular, se señala que sin restricción urbanística no puede haber derecho a indemnización y que si el planeamiento anterior al vigente no otorgaba derecho edificatorio, poco importaba que el actual declarase los terrenos controvertidos como jardín privado. 


Advirtamos que lo que se sustenta en la sentencia de 10 de octubre de 2011 respalda la tesis que sostiene la parte ahora recurrente, y que la discrepancia manifestada en el voto particular apoya el enfoque y la solución dada por la sentencia recurrida, defendida por las partes codemandadas en la instancia y aquí recurridas. 


En sentencia de esta Sala de 26 de marzo de 2013, dictada en el recurso 3142/2010 , se viene a ratificar, sin formulación de voto particular, el criterio plasmado en la sentencia de 2011, al decir que "... para poder apreciar el requisito de la restricción del aprovechamiento urbanístico al que nos hemos referido" (alusión a un supuesto de vinculación singular) "... el término de comparación, por regla general, ha de situarse en el propio planeamiento que se examina y no en el planeamiento precedente" . 


Pues bien, en el supuesto enjuiciado y en atención a la redacción del artículo 35.b), no hay razón para separarse de la doctrina jurisprudencial expuesta que establece el término de comparación en el planeamiento vigente a la fecha de la reclamación con independencia de que la limitación o restricción singular de que se trata ya se contemplara en el anterior planeamiento, siendo también de obligada cita, dada la oposición del Ayuntamiento fundamentada en la prescripción de la acción, la sentencia de 5 de diciembre de 1995 -recurso 639/93 -, en la que en contemplación del ejercicio de una acción indemnizatoria por vinculación singular derivada de una clasificación urbanística en modificación de normas subsidiarias sustancialmente igual a las normas subsidiarias anteriores se dice "... que el hecho de no impugnar el planeamiento anterior -hecho por otra parte no acreditado- que daba el mismo uso a la parcela o inmueble en cuestión, no incide directamente en la petición de indemnización por vinculación con base en el artículo 87.3. El hecho de que fuese tolerada tal vinculación no quiere decir que no existiese. Ahora con el nuevo Planeamiento se han conservado y la petición no es solamente que nazca -renazca- con la aprobación definitiva del Plan, sino que se está repitiendo desde la aprobación inicial" . 


� “SEGUNDO.- En el primer motivo de casación se reprocha a la Sala de instancia la aplicación indebida de lo establecido en el artículo 239.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992, ya que el aplicable al caso enjuiciado era el artículo 237.2 del mismo cuerpo legal por no estar ante un supuesto de vinculación singular sino de edificio fuera de ordenación como consecuencia de una modificación del planeamiento urbanístico.


	Este motivo debe desestimarse porque, si bien es cierto que la situación de fuera de ordenación del edificio en cuestión obedece a la aprobación de un Plan Especial de Reforma Interior, no es menos cierto que con ello se produce una limitación singular por cuanto, como declaró probado la Sala sentenciadora y no lo desmiente el Ayuntamiento recurrente, tal «limitación solamente afecta al citado edificio y no a otros».


	Si la situación de fuera de ordenación se hubiese declarado para todos los edificios de las mismas características situados en el ámbito ordenado por el Plan Especial de Reforma Interior, nos encontraríamos ante un nuevo planeamiento que aplica idéntico rasero a todas las construcciones que dentro del sector tuviesen más de tres plantas, pero resulta que en el perímetro urbano delimitado por el planeamiento urbanístico aprobado, como se recoge en el apartado destinado a las características del Area, existen en la misma otras edificaciones de siete y ocho alturas, que, según declara probado el Tribunal a quo, no han sido declaradas fuera de ordenación, y así se admite en el informe municipal de 15 de septiembre de 1997 obrante en el expediente administrativo, circunstancia esta no negada en el escrito de interposición del recurso de casación, razón por la que, como acertadamente lo consideró la Sala de instancia, se está ante un supuesto de vinculación singular contemplado en el artículo 239.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992, reproducido por el artículo 43 de la vigente Ley 6/1998, de 13 de abril , sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, y, por consiguiente, tal limitación confiere a los afectados por ella derecho a indemnización, según establecen expresamente estos dos citados preceptos.


TERCERO.- El segundo motivo de casación debe correr la misma suerte que el primero porque en él se afirma que la Sala de instancia no ha examinado si la vinculación singular, derivada de la restricción del aprovechamiento urbanístico impuesta a algunos propietarios, puede ser objeto de distribución equitativa entre todos interesados, de manera que dicha Sala, asegura el Ayuntamiento recurrente, ha conculcado lo dispuesto concordadamente en los artículos 6 y 239.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992.


	Lo cierto es que en la sentencia recurrida se parte de la premisa, admitida por el propio Ayuntamiento recurrente, de una reducción de la edificabilidad a baja y tres plantas sólo para el solar de los demandantes, pues los demás propietarios mantienen la misma edificabilidad que tenían con anterioridad a la nueva ordenación, y, por consiguiente, es la Administración quien debería haber demostrado que esa reducción de la edificabilidad no es un obstáculo a la justa y equitativa distribución de los beneficios y cargas entre todos los propietarios de suelo en el área ordenada por el Plan Especial de Reforma Interior, por lo que este segundo motivo de casación debe también ser desestimado al tratarse de uno de los supuestos en que la ley declara indemnizable el resultado de la nueva ordenación urbanística”. 


� “Como sabemos, dicha finca contaba en el planeamiento anterior con una calificación de uso residencial y deportivo; sin embargo, la Revisión que se aprueba, y que aquí analizamos desde una perspectiva jurisdiccional, reduce el uso de la finca al que, de hecho, ha venido siendo dedicada, esto es, exclusivamente al uso de equipamientos deportivos ("Equipament de titularitat privada Educatiu-Cultural"), habiendo sido eliminado el anterior uso residencial con que contaba. Sin embargo, y según ratifica el perito judicial, todos los solares del entorno incluidos en el ámbito del originario Plan Parcial Bon Solei continúan con la calificación urbanística inicial (Clave 17a2) de Zona de Ciudad Jardín Unifamiliar, siendo, además, esta la calificación para el solar contiguo a la finca de autos con fachada a la Av. de la Mediterránea.


Hemos de partir, igualmente, de la circunstancia de que la pretensión ejercitada por la entidad recurrente se fundamenta en la existencia, en la Revisión que se impugna, de una vinculación singular , y no en una modificación del planeamiento existente; la lectura de los argumentos de los escritos de demanda de la citada entidad, así como los suplicos de las mismas, dejan bien patente cual era la pretensión indemnizatoria y en qué supuesto se fundamentaba la misma…


Pues bien, entre estos supuestos indemnizatorios expresamente establecidos por las leyes se encuentran, como hemos adelantado, las denominadas vinculaciones singulares:


a) Las mismas aparecían contempladas en los dos apartados que se contenían en el antiguo 239 del Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decreto 1/1992, de 26 de junio (TRLS92): En el primero , las que se establecían en orden a la conservación de edificios y, en el segundo, las que imponían una restricción del aprovechamiento urbanístico del suelo que no podía ser objeto de distribución equitativa entre los interesados. Ambos supuestos, como sabemos traían causa de lo establecido en el apartado 2 del artículo 87 del TRLS76 . 


b) Por su parte, ambas vinculaciones pasaron al supuesto contemplado en el artículo 43 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, de Régimen del Suelo y Valoraciones (LRSV): este precepto sintetiza, en un solo apartado los dos apartados que se contenían en el antiguo 239 del TRLS92. En realidad, pues, contempla dos supuestos diferentes de "vinculaciones o limitaciones singulares" impuestas por la ordenación urbanística que confieren derecho a indemnización; esto es, (1) las impuestas "en orden a la conservación de edificios, en lo que excedan de los deberes legalmente establecidos" ---que no es el caso de autos---, y (2) las "vinculaciones o limitaciones singulares ... que lleven consigo una restricción del aprovechamiento urbanístico del suelo que no pueda ser objeto de distribución equitativa por los interesados" ---supuesto que pretende de aplicación la recurrente y que ha sido rechazado por la Sala de instancia---. 


c) En la actualidad ---igualmente sintetizados los dos supuestos originarios en un solo apartado--- se trata del supuesto indemnizatorio previsto en el artículo 35.b) del TRLS08 (antes 30.b de la Ley 8/2007, de 28 de mayo ), que dispone que "Dan lugar en todo caso a derecho de indemnización las lesiones en los bienes y derechos que resulten de los siguientes supuestos: ... b) Las vinculaciones y limitaciones singulares que excedan de los deberes legalmente establecidos respecto de construcciones y edificaciones, o lleven consigo una restricción de la edificabilidad o el uso que no sea susceptible de distribución equitativa". 


En consecuencia ---y pese a lo que en alguno de sus extremos señala la sentencia de instancia--- no nos encontramos ante un supuesto indemnizatorio derivado de la alteración del planeamiento, históricamente previsto en los sucesivos artículos 87.3 del TRLS76, 237 del TRLS92, 41.1 de la LRSV, y, en la actualidad, en el artículo 35.a) del TRLS08 (antes 30.a de la Ley 8/2007, de 28 de mayo ), si bien con algunas connotaciones diferentes, al referirse el precepto vigente, como determinantes de la indemnización, a "la alteración de las condiciones de ejercicio de la ejecución de la urbanización, o de las condiciones de participación de los propietarios en ella, por cambio de la ordenación territorial o urbanística o del acto o negocio de la adjudicación de dicha actividad". 


Por ello, la indemnización que se solicita no deriva del ejercicio anticipado del ejercicio del ius variandi, debiendo de insistirse en que es la vinculación singular de referencia ---que no en la compensación por cambio de planeamiento--- la determinante de la indemnización, lo cual implica que no es necesaria la patrimonialización del aprovechamiento como causas de la indemnización.


NOVENO.- En consecuencia, nos encontramos, pues, ante un supuesto concreto de exigencia de responsabilidad patrimonial derivada del artículo 106.2 de la Constitución Española, que surge y se deriva de la lesión del derecho esencial en el ámbito urbanístico de la equidistribución de beneficios y cargas. En tales supuesto, si el establecimiento de una nueva determinación en el Plan supone una limitación o vinculación singular para la propiedad que no puede ser objeto de distribución equitativa entre los demás propietarios de la zona o polígono, evidente resulta que tal determinación está privando a aquel propietario de una parte del contenido normal del derecho de propiedad, y tal privación, en consecuencia, resulta indemnizable, por cuanto implica la ruptura del principio constitucional de igualdad de las cargas públicas, ya que el propietario no tienen el deber de soportar dichas cargas sin la correspondiente contraprestación (SSTS de 25 de mayo y 23 de junio de 1995, 18 de febrero y 11 de marzo de 1998, y 11 de febrero de 2000 ). 


Tradicionalmente, la jurisprudencia de esta Sala ha venido exigiendo, para la procedencia de la indemnización, diversos requisitos que han sido sintetizados en los siguientes términos: "para que exista derecho a la indemnización solicitada ... es necesario que concurran los siguientes requisitos: a) una restricción en el aprovechamiento urbanístico; b) una limitación singular; y c) imposibilidad de distribución equitativa ..." (SSTS de 15 de noviembre de 1995, 16 de febrero de 1998 y 21 de junio de 2001 ). 


Pues bien, los tres expresados requisitos concurren en el supuesto de autos:


a) En primer término, y en relación con la finca de la recurrente (parcela nº 81, de 24.642.80 metros cuadrados), con la aprobación de la Revisión del Plan General de Ordenación Urbana de Begués, se ha producido una restricción del aprovechamiento urbanístico con el que contaba el recurrente; como se ha expresado, antes de la Revisión que nos ocupa, la finca de la recurrente, formando parte de una urbanización ---cuyos costes de ejecución del correspondiente Plan Parcial (Plan Parcial Bon Solei I) le habían sido repercutidos a la recurrente por su causante vendedor--- contaba con un uso residencial ("clave 31-Zona de edificación aislada), si bien admitía el uso recreativo-deportivo, y, de hecho, este era el destino al que se venía dedicando la finca. Pues bien, la Revisión del Plan califica la finca de la recurrente ---y solo la finca de la recurrente--- con destino a equipamientos deportivos privados, suprimiendo, pues, la posibilidad de destino efectivo residencial, como hasta entonces ocurría. Esto es, mientras que el planeamiento anterior otorgaba un claro derecho edificatorio a la recurrente (sin perjuicio de que no lo hubiese ejercitado, estando la finca, de hecho, destinada a equipamientos deportivos), con la aprobación de la Revisión el mismo quedaba suprimido.


b) En consecuencia, valoradas de forma pormenorizada las circunstancias concurrentes en el supuesto de autos, y vista la supresión del uso edificatorio con que la finca contaba, es evidente que se ha producido una vinculación singular de dicha finca como consecuencia de la minoración de la edificabilidad de la misma, al haber quedado limitado el uso de la citada finca al ya señalado de equipamientos deportivos, lo que, a su vez, implica un beneficio para el amplio espectro de usuarios que pueden utilizar las instalaciones actualmente existentes o las que puedan establecerse en el futuro, sin perjuicio de la titularidad privada de la finca.


c) Por último, también concurre el tercero de los requisitos ya que, en la situación actual, con todos las parcelas circundantes construidas, la equidistribución deviene imposible, por lo que la desigualdad producida por la revisión del planeamiento, en relación con el entorno, y su imposibilidad de compensación por la vía expresada, exige la búsqueda de otro mecanismo reparador de la situación producida. La prueba pericial, a la que luego aludiremos en otro extremo, de forma expresa reconoce que el Plan ---y su Revisión--- no cuentan con mecanismo alguno para proceder a la compensación de la recurrente, sin que resulte posible introducir mecanismo alguno compensatorio en tal sentido, a la vista del grado de consolidación edificatoria.”


� La de 22 de junio de 2015 se refiere a un caso en que la Comunidad autónoma había pretendido que sería el ayuntamiento la Administración responsable de los gastos derivados de la prospección. Sin embargo, la prospección arqueológica fue ordenada por la Comunidad autónoma; o al menos, no constan las supuestas resoluciones municipales que la habrían ordenado: aunque el ayuntamiento dictó una resolución en que se condicionaba la obra de urbanización a la prospección arqueológica, no paralizó las obras ni adoptó medida alguna, sino lo hizo la Xunta de Galicia. Se rechaza también el motivo consistente en que existiría deber jurídico de soportar el daño, que se pretendía basar en que la promotora, una profesional de la construcción, debía conocer que en determinados casos es posible exigir este tipo de prospecciones. Se considera sin embargo que existe un sacrificio singular y no una limitación general, por lo que procedía la indemnización. No obstante, como lo reclamado fueron los daños causados por el retraso en la ejecución de la obra, se limitan las fechas a las que hay que acotar la producción del daño; siendo el dies ad quem la fecha de aprobación del nuevo plan y el dies a quo, seis meses después del otorgamiento de la licencia, que era en principio la fecha tope para iniciar los trabajos; ya que de hecho las obras no fueron iniciadas al día siguiente del otorgamiento de la licencia y poco después se ordenó la prospección, sin que pueda conocerse cuál habría sido la fecha de inicio de las obras de no haber mediado dicha orden. 


� La sentencia rechaza indemnizar por el valor del suelo más la construcción, ya que nada se había edificado “La indemnización solo puede compensar la pérdida de aprovechamiento que se ha producido como consecuencia de la obligación de mantener "in situ" los hallazgos arqueológicos, circunstancia esencial que no consta y que ha de quedar deferida al trámite de ejecución de sentencia para que, por arquitecto designado judicialmente, se proceda a su determinación, adoptándose una fórmula similar a la empleada en la precitada sentencia de 15 de diciembre de 2010 donde el montante del daño indemnizable -privación del aprovechamiento urbanístico patrimonializado- será el que resulte de restar al precio de adquisición de ambos solares, el valor que dicho suelo hubiera tenido en el momento de la adquisición de contar con las limitaciones impuestas por la resolución de 28 de junio de 2010, cantidad que habrá de incrementarse con el interés legal desde la fecha en que se presentó la reclamación de responsabilidad patrimonial.” En cuanto al lucro cesante, o beneficio de la promoción, el TS entiende que estamos ante una mera expectativa; si bien hay que indemnizar gastos inútiles. No se termina de entender que el lucro cesante se considere mera expectativa cuando ya existen licencias, y cuando el TRLS prevé en realidad indemnización por pérdida del beneficio de la promoción; otra cosa son las reglas de cálculo. 


� La STSJCV de 15 de diciembre de 2004 señala: “Es decir, la ordenación del uso de los terrenos y construcciones por los Planes de Urbanismo no conferirá derecho a los propietarios a exigir indemnización por implicar meras limitaciones y deberes que definen el contenido normal de la propiedad según su calificación urbanística (si bien con respeto en todo caso al principio de la justa distribución de beneficios y cargas) pero sí conferirán derecho a indemnización las ordenaciones que impusieran vinculaciones o limitaciones singulares que lleven consigo una restricción del aprovechamiento urbanístico del suelo que no puede ser objeto de distribución equitativa entre los interesados -así lo viene estableciendo el TS en reiterada jurisprudencia-, exigiendo al efecto la concurrencia de los siguientes requisitos: a) Una restricción en el aprovechamiento urbanístico. b) Una limitación singular y c) Imposibilidad de distribución equitativa.. El problema, pues, como también el TS establece, radica en diferenciar los casos de ordenaciones que impusieron "vinculaciones o limitaciones singulares" de aquellas otras determinaciones generales que imponen limitaciones y deberes propios de la ordenación urbanística.


	En el caso presente, la modificación del planeamiento (modificación puntual 4.D) que supuso variar las alineaciones del Triángulo comprendido entre la Avda. del Ferrocarril y la C/ Plana Baixa, con eliminación de vial lateral desde el que se accedía a la propiedad actora, dejando únicamente subsistente el acceso por la puerta principal, por más que pudiera considerarse una limitación singular cuya indemnización no es distribuible entre los demás propietarios incluidos en el sector, no supone restricción alguna del aprovechamiento urbanístico consolidado por el propietario (el actor ni siquiera hace alegación alguna en este sentido). 


	De otra parte es de observar cómo tampoco ha sido acreditada la efectiva existencia de la lesión, de todo punto necesaria, para el reconocimiento de la responsabilidad pretendida, según ha proclamado uniformemente el TS, y que el actor centre en una pretendida disminución del valor de la parcela, lo que es una mera apreciación subjetiva del mismo.


	Desde otra perspectiva, tampoco puede entenderse que existiera un derecho consolidado al mantenimiento del viario por el lugar inicial, ni el acceso lateral a la finca del actor que fue suprimido.�	En tales términos no puede apreciarse la existencia de la lesión denunciada por el recurrente, por lo que resulta improcedente la indemnización solicitada.” Es decir, la sentencia viene a decir que la lesión indemnizable era en sí la supresión de la puerta y que eso se le indemnizó, al no haber quedado demostrado que su parcela valga menos y al no haberse producido una disminución del aprovechamiento. Otra cosa habría sido por ejemplo que el proyecto de reparcelación hubiera establecido coeficientes correctores en función de los accesos. 


� “CUARTO.- Finalmente, en el tercero y último motivo de casación se censura a la Sala de instancia por haber declarado procedente la indemnización de los propietarios afectados, a pesar de que éstos, una vez aprobado definitivamente el Plan Especial de Reforma Interior, no formalizaron reclamación alguna a la Administración, con lo que dicha Sala ha incumplido lo dispuesto en el artículo 142 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común 30/1992 , que regula el procedimiento de responsabilidad patrimonial.


	Este motivo es manifiestamente improcedente no sólo porque el artículo 42 de la Ley Jurisdiccional de 1956, vigente cuando se ejercitó la acción en sede jurisdiccional y recogido después por el artículo 31.2 de la actual, permitía ejercitar junto con la acción de nulidad la de plena jurisdicción derivada de la anterior, sino porque se ha impugnado una disposición de carácter general, cual es un Plan Especial de Reforma Interior, que incumple lo dispuesto en el artículo 239.2 del Texto Refundido de la Ley del Suelo de 1992 por no reconocer el derecho a ser indemnizados los propietarios de suelo gravados con una limitación singular generadora de una restricción del aprovechamiento urbanístico del suelo, que no puede ser objeto de distribución equitativa entre los interesados, por lo que la Sala sentenciadora ha cumplido exactamente lo ordenado en el artículo 71.1 b) y d) de la Ley de esta Jurisdicción 29/1998 , aplicable dada la fecha en que se pronunció la sentencia y lo establecido en la Disposición Transitoria segunda 2 de esta misma Ley , aunque dicho precepto no hace sino reproducir lo que ya dispusiera el artículo 84. b) y c) de la anterior Ley de 1956.”


� Y ello, aun cuando la sentencia que declara nulo el plan de cobertura no sea todavía firme: STS de ocho de noviembre de 2012, por ejemplo. Según esta sentencia, “QUINTO .- La sentencia recurrida no se sustenta en una suerte de ejecución provisional de una sentencia que entonces no era no firme sino en la constatación de que el vicio que determinó la nulidad del Plan de Reforma Interior y Homologación se transmite y afecta también al acuerdo de aprobación del proyecto de reparcelación que lo ejecuta. La anterior sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, aún careciendo entonces de firmeza, constituía causa suficiente para que la propia Sala de instancia anulase también, en congruencia con aquélla, el Proyecto de Reparcelación aprobado en ejecución de un planeamiento que había sido declarado nulo, habida cuenta que en el Proyecto de Reparcelación estaba presente el mismo vicio de nulidad. 


A esta conclusión conducen la necesidad de coherencia de las resoluciones judiciales que abordan cuestiones idénticas o sustancialmente iguales, y, en definitiva, el principio de seguridad jurídica, como ponen de manifiesto nuestras SSTS de 14 de diciembre de 2010 (casación 4451/06 ), 20 de noviembre de 2009 (casación 4917/2005 ), 17 de septiembre de 2009 (casación 4924/2005 ), 29 de abril de 2009 (casación 157/2005 ), 24 de septiembre de 2008 (casación 4180/2004 ) y 12 de junio de 2007 (casación 7487 / 2003), entre otras muchas. 


Además, según se desprende del artículo 72 de la LRJCA los efectos de las sentencia estimatorias son diferentes según se trate de sentencias que acogen pretensiones de anulación o de plena jurisdicción, concretándose la divergencia de efectos en los apartados 2 y 3 del citado artículo 72. Así, cuando se trata de sentencias estimatorias de anulación ---como es el caso de la dictada por la Sala de instancia con fecha 11 de julio de 2008 --- " la anulación (...) producirá efectos para todas las partes afectadas " (artículo 72.2). Pues bien, esa condición de "parte afectada" concurre en la Generalidad Valenciana, que fue parte procesal en el Recurso Contencioso administrativo 1399/2005 en el que se dictó la sentencia que declaró la nulidad del Plan de Reforma Interior y Homologación, según consta en la ya mencionada sentencia de este Tribunal Supremo de 30 de mayo de 2012 (casación 4530/2008 ). De manera que la citada Administración es una parte afectada sobre la que han de proyectarse los efectos de la sentencia anulatoria, en este caso, de una disposición de carácter general. 


En este mismo sentido nos pronunciamos en nuestra STS de 29 de abril de 2009 (casación 157/2005 ) en la que se planteaban las mismas cuestiones que ahora son objeto de análisis, si bien referidas a la anulación de un Plan Parcial con motivo de la anulación por sentencia anterior del Plan General que le sirve de cobertura jurídica. En el fundamento séptimo de esa sentencia señalábamos: 


"[...] Por tanto, los esfuerzos argumentales que realiza la Administración recurrente sobre la necesidad de firmeza de la sentencia anulatoria no resultan de aplicación al primer inciso del artículo 72.2 de la LJCA en los términos expuestos. Téngase en cuenta que la firmeza constituye un requisito referido, a los incisos segundo y tercero del citado artículo 72.2, sobre los efectos "erga omnes" de la sentencia estimatoria de recursos interpuestos contra disposiciones generales o en relación con los efectos de la nulidad de un acto administrativo que se proyecten sobre una pluralidad indeterminada de personas, y ello por elementales razones de publicidad de las normas y por la exigencia de la seguridad jurídica. No así, insistimos, respecto de las "partes afectadas". 


La sentencia impugnada, por tanto, no lesiona lo dispuesto en el artículo 72.2 de nuestra Ley Jurisdiccional -ni en el artículo 91 de misma Ley Jurisdiccional ni en el 24 de la CE - porque los razonamientos contenidos en la misma se limitan a considerar que anulada una disposición general jerárquicamente superior - Plan General- la inferior dictada en su desarrollo - Plan Parcial- incurre igualmente en causa de nulidad. 


La solución contraria que se alcanzaría con la tesis sostenida por la Administración local recurrente hubiera determinado que el Tribunal "a quo" que declara la nulidad de un Plan General, ha de ignorar dicho pronunciamiento al tiempo de la impugnación del Plan Parcial, desvinculando a este de lo declarado respecto de aquel. Privando, de este modo, de efectos y trascendencia alguna a la nulidad acordada en sentencia anterior por la misma Sala de instancia, llegando a consecuencias proscritas, por contradictorias, por nuestro ordenamiento jurídico. En consecuencia, la sentencia recurrida se ha limitado a sostener, por razones de coherencia y seguridad jurídica, la línea de razonamiento alcanzada en los pronunciamientos anteriores, estableciendo el alcance y trascendencia debida de sus sentencias anteriores. 


En sentido similar al expuesto nos hemos pronunciado en nuestras Sentencias de 17 y 24 de septiembre , recaídas en los recursos de casación nº 5310/2004 y 4180/2004 , respectivamente". 


� STS 19 junio de 2013: “Ahora bien, en el caso de la anulación del planeamiento general -también en algunos supuestos de planeamiento territorial-, el fallo declarativo, que dispone la nulidad, tiene un efecto expansivo derivado de la exigencia de la realización completa del fallo sobre el planeamiento secundario, con independencia de si su aprobación hubiese sido, como aquí ocurría, anterior a la sentencia anulatoria. 


No es correcto el criterio contenido en el auto de 2 de diciembre de 2011 cuando viene a señalar, bien que con otras palabras, que el artículo 103.4 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa EDL1998/44323 está previsto (únicamente) para los supuestos de que, previa existencia de un pronunciamiento jurisdiccional, se dicten con posterioridad actuaciones o disposiciones que inciden de forma directa en la ejecución de la previa sentencia. No obstante ser esa situación la más frecuente, puede ocurrir igualmente que, vaticinando el resultado adverso del proceso todavía no resuelto, se realicen actuaciones precisamente con el designio fraudulento de evitar el cumplimiento. Ahora bien, en este supuesto de actos anteriores para evitar la ejecución esperada, la aplicación del artículo 103.4º de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa EDL1998/44323 exige un grado de demostración de la finalidad elusiva más intenso que cuando se trata de actos dictados con posterioridad al fallo.”


� STS 19 junio de 2013: “En todo caso, y es lo que aquí importa, la efectiva realización del fallo puede requerir la invalidación de determinados actos o disposiciones, aunque sean anteriores al pronunciamiento judicial y con independencia de que no obedezcan a finalidad fraudulenta, para lo cual ha de seguirse el trámite previsto en el artículo 109 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa EDL1998/44323 . En ese sentido, es aconsejable recordar que el artículo 104.1 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa EDL1998/44323 habilita -con evidente amplitud- al órgano jurisdiccional competente para la ejecución de la sentencia con la finalidad de que se « practique lo que exija el cumplimiento de las declaraciones contenidas en el fallo ».” “Es distinto lo que ocurre con los instrumentos de gestión, porque no tienen la consideración de disposiciones generales, de modo que, aunque haya desaparecido su presupuesto legitimador, esto es, la existencia de un Plan previo, del que depende (normalmente del de desarrollo), la nulidad del Plan Parcial, derivada de la anulación del Plan General o de las Normas Subsidiarias, no hace devenir la nulidad automática de los instrumentos aprobatorios de la gestión, pues, para acordarla, habrá de seguirse el trámite del artículo 109 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa EDL1998/44323 con audiencia de las personas que puedan verse afectadas por la ejecución, singularmente las entidades urbanísticas. “


� Como reconoce la propia sentencia: “En el caso de la pretensión anulatoria referida a « todo el resto de actos administrativos que pueda haber dictado el Ayuntamiento de Mogán en la ejecución de las determinaciones de la Modificación 4ª del PIOT, de la Modificación de las NNSS y del Plan Parcial Sector 32 Costa Taurito (Aprobación de la Constitución de la Junta de Compensación, licencias de obra, licencias de primera ocupación, licencias de apertura, etcétera) », la petición debe ser rechazada. 


Al margen de lo indicado respecto a los actos de gestión, entre ellos la aprobación de la constitución de la entidad urbanística, la indefinición de la nulidad que se propugna menoscabaría elementales exigencias del principio de seguridad jurídica, en cuyo caso puede operar el artículo 73 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa EDL1998/44323 , según el cual las sentencias firmes que anulen un precepto de una disposición general no afectarán por sí mismas a la eficacia de las sentencias o actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara efectos generales, que se producen desde la publicación del fallo ( artículo 72 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa EDL1998/44323 ). De modo y manera que la declaración de nulidad no puede alcanzar a indeterminadas licencias concedidas.”


� “Así, en primer lugar, se solicita la anulación del Plan Parcial del Sector 32, aprobado por el Ayuntamiento de Mogán el 18 de julio de 2001, y la de los acuerdos relativos a la gestión del ámbito, esto es, los aprobatorios de los Estatutos y Bases de Actuación de la Junta de Compensación del Plan Parcial, el Proyecto de Compensación y el Proyecto de Urbanización. En este supuesto, los acuerdos son anteriores a la sentencia de instancia, y no hay elementos de intensidad suficiente para que puedan considerarse dictados con el fin espurio de eludir su cumplimiento, máxime cuando se nos traslada que por el auto de la Sala de instancia, de 25 de octubre de 2000, estimando en parte el recurso de súplica interpuesto por la Administración autonómica contra el auto de la misma Sala, de 14 de abril de 2000, se revocó éste en el sentido de rechazar la petición de suspensión de la ejecución de la Orden Departamental de 5 de julio de 1.999, por la que se aprobó definitivamente la Modificación Puntual de las Normas Subsidiarias de Planeamiento Municipal de Mogán. 


A pesar de ello, con la anulación de la Modificación de las Normas Subsidiarias en el ámbito de Costa Taurito el Plan Parcial de desarrollo ha devenido nulo, porque ha quedado privado de cobertura. Los Planes Generales de Ordenación Urbana, así como las Normas Subsidiarias que hacen sus veces, tienen la naturaleza de disposiciones generales, por lo que la eficacia de la declaración de su nulidad se retrotrae al mismo instante de haberse dictado, y, en consecuencia, comporta igualmente la nulidad de los Planes secundarios dictados en su desarrollo, como es el caso de los Planes Parciales.”


� Lo que no significa, claro está, que no deban respetarse los plazos de impugnación; pero, fuera de estos plazos, hay otros cauces para atacarlas, como la revisión de oficio o el incidente de ejecución. A las normas jurídicas no se les aplica el art. 73 LJCA, pensado sólo para los actos, no para las normas. 


� La STS uno de febrero de 2011 parece interpretar así su sentencia de 27 mayo de 2008, al aceptar lo que en este sentido indica la Sala de instancia: “A la vista de las razones y de lo ordenado en nuestra referida sentencia, de fecha 27 de febrero de 2008 , la Sala de instancia declara, con toda lógica, en el cuarto fundamento jurídico de su auto de fecha 1 de julio de 2009, lo siguiente: «La sentencia del Tribunal Supremo que se trata de ejecutar desestimó el incidente de ejecución de sentencia en cuanto pretendía la devolución de las cuotas pagadas por el Sr. Arturo por la razón de que las obras de urbanización ya estaban ejecutadas, defiriendo sus posibles derechos al resultado de la liquidación definitiva. Con ello se da una respuesta negativa, como lo sabían hecho los autos recurridos en casación, a la pretensión del ejecutante de que le fueran devueltas las cuotas de la liquidación provisional que pagó, fundada en que, con independencia de que en efecto las obras ya habían sido ejecutadas, entendían que la anulación del Proyecto de urbanización que las legitimaba comportaba su inmediata devolución. Por ello dicha sentencia constituye en esta cuestión un pronunciamiento firme que impide cualquier nueva reconsideración como la que hoy nuevamente pretende el Sr. Arturo.”


Lo que sucede es que el TS suele ser muy estricto a la hora de afirmar la imposibilidad legal o material de ejecución de la sentencia que anula un plan: de hecho, cada vez lo estima menos. La STS 22 diciembre de 2008 incluso llegó a decir que procedía la demolición de una piscina y polideportivo municipales, así como de una plaza, al entender que ni siquiera en estos casos existe imposibilidad material de ejecución de la sentencia anulatoria. Esta sentencia viene referida a la ejecución de otra que había anulado un convenio urbanístico. 


� La antes citada STS de 19 junio de 2013 afirma: “Es aconsejable recordar también que la sentencia, objeto de ejecución, no reconoce ninguna situación jurídica individualizada ni los derechos edificatorios que invoca y detalla la ahora recurrente, a lo que se suma que la nulidad de la Modificación del planeamiento decretada por la sentencia, en el caso de las Normas Subsidiarias, vino determinada por razones procedimentales, y no por el contenido sustantivo de las previsiones de ordenación. En cuanto al Plan Insular de Ordenación Territorial, la anulación se dispuso en aplicación del principio de jerarquía, porque, al haberse anulado el originario de 1995, se derivaba de ello la nulidad de su modificación. De esta forma, no es aceptable la tesis del recurrente de que el PIOT es nulo porque impide que la ordenación contenida en las Normas Subsidiarias de Mogán aprobadas en el 1987, esto es la ordenación precedente, pueda ser ejecutada.


Aunque por sentencia pueden anularse las previsiones de los planes, el titular de la potestad de ordenación territorial o urbanística conserva todavía opciones que excluyen la aplicación automática de las normas anteriores, porque en el ejercicio de esas potestades pueden ser aprobados nuevos instrumentos, y con más razón cuando la causa determinante de la invalidez decretada por sentencia haya sido debida a defectos de tramitación del instrumento, como aquí ocurría en el caso de las Normas Subsidiarias, por haberse observado en su elaboración los trámites que integran el procedimiento de modificación en lugar de los de la revisión, que serían los procedentes atendido el alcance de las alteraciones producidas.”


� Otra cosa será qué es lo que hay que hacer una vez declarado nulo el plan por vicio de forma. Lo lógico es retrotraer las actuaciones al momento en que se produjo el vicio; por ejemplo, sometiendo el plan ya aprobado provisionalmente a nueva información pública, y después elevarlo a aprobación definitiva. No obstante, en algún caso el TS ha negado esta posibilidad –en el caso por ejemplo del plan general de Castellón-. El TS en ocasiones en efecto ha afirmado que debe empezarse de nuevo la tramitación del plan desde el principio –STS 22 noviembre de 2011 y 27 noviembre de 2013, plan general de Castellón-. A mi juicio, esto sólo puede tener sentido cuando el tiempo transcurrido haya sido tal que realmente se pueda presumir razonablemente que las circunstancias y necesidades urbanísticas hayan cambiado radicalmente. Lógicamente, si hay que empezar de nuevo la tramitación del plan, será muy difícil que el nuevo plan se apruebe antes de la ejecución de la sentencia que anula los instrumentos dictados en su ejecución. En cambio, no basta decir, como afirman esas sentencias, que el plan sea radicalmente nulo; porque aunque haya nulidad radical, lo ha sido por vicio de forma. 


	Tema distinto es que, con posterioridad a la firmeza del auto que declara la imposibilidad legal de ejecución de la sentencia en atención a la aprobación de un nuevo plan, éste finalmente se declare nulo mediante una nueva sentencia. Es el caso resuelto por la STS cuatro de junio de 2013, que concluye que, en este caso, se puede reabrir el incidente de ejecución. 


� La STS de 17 de noviembre de 2016 entiende improcedente la reclamación. Afirma la sentencia que el actor nunca obtuvo las licencias de obras y de actividad para explotar los yacimientos mineros de la sección A, debido a la incompatibilidad urbanística; por lo que no había adquirido el derecho a la explotación a pesar de ser titular de la correspondiente autorización minera, que finalmente caducó por no haberse podido obtener las licencias municipales. La reclamación se presentó contra la Comunidad autónoma. El Tribunal Supremo entiende que no existe daño antijurídico.


podemos citar la STSJCV de 15-11-2004, en un caso de alteración del planeamiento: 


“Es, pues, incuestionable que la pretensión indemnizatoria que aquí se entabla, aparece vinculada a la exigencia de responsabilidad patrimonial de la Administración -aún cuando el recurrente sostenga que se trata de una indemnización regulada por normativa propia-, y, en cuanto, tal, viene sometida a los requisitos propios de esta institución. Y entre ellos, el de su ejercicio en tiempo hábil. Como señala, en relación con este particular, el Tribunal Supremo (Sentencia de 31/Marzo/2003, por todas): "La acción para exigir la responsabilidad de la Administración del Estado tiene -según hemos declarado en un sinfín de sentencias, y por todas, las de 29/Noviembre/1990, 6/Octubre/1994, 2/Febrero y 5/Diciembre/1995 y 12/Marzo/1996-, un componente temporal y ha de ejercitarse en el plazo de un año a contar desde el hecho que motiva la indemnización -artículos 40 de la derogada Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado de 26 de julio de 1957 y 139.4 de la Ley 30/1992, de 26 de diciembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.


	En igual sentido el artículo 293.2 in fine de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala al tratar de la responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia, que "el derecho a reclamar la indemnización prescribirá al año, a partir del día en que pudo ejercitarse".


	En consecuencia, las limitaciones o vinculaciones que pesarían sobre los inmuebles del recurrente, al venir impuestas por el PGOU, surgirían de los actos aprobatorios de éste -y aunque, como sostiene el actor, se mantendrían tales efectos mientras esté vigente el planeamiento, ello no permite soslayar cuáles son los actos concretos que las motivan, y que marcan el dies a quo del periodo prescriptivo anual-, y tales actos se producen entre 1988 y 1989 - aprobación provisional y definitiva del Plan-, por lo que cuando el recurrente plantea su petición indemnizatoria -año 2000- ha transcurrido con exceso el plazo hábil para hacerlo, por haber prescrito la acción para exigir a la Administración cualquier responsabilidad patrimonial derivada de las previsiones adoptadas por el planeamiento urbanístico aprobado en aquellas lejanas fechas.”


	Esta doctrina es formalmente correcta y se deduce directamente del art. 142.4 de la Ley 30/92, a sensu contrario; pero plantea graves problemas  cuando se ha recurrido el planeamiento que establece la vinculación singular y el recurso ha sido desestimado; sin que el recurrente haya presentado la reclamación de responsabilidad patrimonial ante la Administración en el plazo de un año desde la publicación del planeamiento. La solución quizás estribaría en entender que las vinculaciones singulares son supuestos materialmente expropiatorios; lo que tendría cabida en el art. 1 LEF; y en tal caso, por analogía con lo que dice la STC 28/97 sobre las leyes materialmente expropiatorias, exigir, para que el plan sea legal, que el mismo contemple de forma explícita la indemnización correspondiente. Esta es la solución a que llega el TS en la sentencia 14 diciembre de 2006, como hemos visto. La otra posibilidad sería utilizar el criterio de la actio nata; es decir, entender que no se puede reclamar responsabilidad patrimonial por acto lícito mientras el plan no esté recurrido. Esto sin embargo es difícilmente aceptable, ya que nada impide recurrir el plan y además reclamar ad cautelam responsabilidad patrimonial por acto lícito a la Administración. Quizá a la actio nata apunte sin embargo la STS seis de julio de 2011, que deja la puerta abierta a una ulterior reclamación: “CUARTO .- En el tercer y último motivo de casación, alegado por la representación procesal de la recurrente, se atribuye a la Sala sentenciadora la vulneración de lo dispuesto en el artículos 142 de la Ley 30/1992 , al impedir el mecanismo formal que permitiría a la recurrente resarcirse de la lesión experimentada. 


Este motivo carece manifiestamente de fundamento, porque el hecho de que la Sala de instancia haya desestimado la acción de nulidad frente al planeamiento general municipal, ejercitada por la demandante, al declarar que las determinaciones impugnadas no son contrarias a derecho por los motivos o causas aducidos en la demanda, no prejuzga la acción de responsabilidad patrimonial que pudiera derivarse de la actuación de las Administraciones urbanísticas, regulada en los artículos 139 a 142 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre . 


La Sala de instancia, al desestimar íntegramente la demanda, lo que ha desestimado es la responsabilidad de la Administración derivada de la nulidad de las determinaciones urbanísticas impugnadas, ya que éstas son ajustadas a derecho, es decir ha desestimado la acción de plena jurisdicción ejercitada al amparo de lo establecido en el artículo 31.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa . 


No se ha pronunciado, ni podía hacerlo al no haberse acudido a la vía previa, el Tribunal a quo en relación con la responsabilidad patrimonial de la Administración contemplada en los referidos preceptos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre . 


En nuestras recientes Sentencias, de fechas 13 de mayo de 2011 (recurso de casación 2789/2007 ) y 7 de junio de 2011 (recurso de casación 2468/2007 ), hemos repetido, una vez más, que en el pleito seguido la Sala sentenciadora no debió entrar en el examen de la pretendida responsabilidad patrimonial , al haber declarado la conformidad a derecho de la resolución administrativa impugnada, dado que la acción se ejercitaba al amparo del artículo 31.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y no se había formulado tal reclamación en la vía previa.”


� En ese caso, se niega sin embargo la existencia de gestión de negocios ajenos o de enriquecimiento injusto: “En todo caso, teniendo en cuenta la delimitación conceptual de las figuras de enriquecimiento sin causa y gestión de negocios ajenos, atendidos los términos en que se pronuncia la sentencia impugnada, se hace difícil, cuando no rechazable, el encaje de lo actuado dentro de la figura de la gestión de negocios ajenos, puesto que, aun cuando se considerase que la gestión se realiza sin mandato de la Administración autonómica, no puede entenderse que la gestión iniciada por la Junta de Compensación haya tenido lugar de manera espontánea o voluntaria, sin interés alguno y con el ánimo de evitar un perjuicio a la Administración.


La anterior declaración se efectúa atendiendo a los propios hechos admitidos en la sentencia impugnada, de los que se infiere que fue la Junta de Compensación la que asumió la ejecución de las obras que derivaban del inicial proyecto de urbanización presentado, proyecto que, en todo caso, respondía a los intereses de la promotora Junta de Compensación, y que incluía, en ejecución de las determinaciones del planeamiento , no solo el sistema local de infraestructuras viarias sino también el sistema general previsto en el mismo, conteniendo tanto el proyecto como el Plan Parcial, en sus detalles presupuestarios, las reservas necesarias sobre las obligaciones económicas correspondientes a la Administración, proyecto que no se pudo ejecutar en atención a las prescripciones dadas por la Administración autonómica, que obligó a la promotora del Plan Parcial a redactar un nuevo proyecto de urbanización, en el que se transformó el sistema mixto previsto inicialmente en un sistema general puro, cuyas obras, así como el resto de las contempladas en el proyecto de urbanización, fueron ejecutadas por la Junta de Compensación previa autorización concedida por el Cabildo Insular de Tenerife en resolución de 3 de agosto de 2004.”


� Es interesante la STS 27 junio de 2006: “TERCERO.- La única cuestión, por tanto, que debemos examinar de las planteadas por el representante procesal de la Administración autonómica recurrente es la relativa a si su condena solidaria con el Ayuntamiento a indemnizar a los perjudicados por la inejecución declarada de la sentencia se extralimita o contradice los términos de la sentencia que se ejecuta.


Tal extralimitación o contradicción denunciada no existe por cuanto la Administración autonómica fue expresamente demandada en el proceso principal por haber permitido con su inactividad la edificación ilegal al no haber intervenido sustitutoriamente a pesar de los requerimientos que, al efecto, le fueron formulados.


No sólo permitió la consumación de la ilegalidad constatada en la sentencia de cuya ejecución se trata, sino que participó activamente en impedir su ejecución con la aprobación del nuevo planeamiento urbanístico, que hizo imposible legalmente tal ejecución in natura de la sentencia cuando ésta se había pronunciado y estaba recurrida en casación.


Que la solidaridad es la forma correcta de responder frente a los terceros perjudicados en este caso no hay duda por estar así previsto legalmente en el apartado 2 del artículo 140 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre EDL 1992/17271 , modificada por Ley 4/1999, de 13 de enero EDL 1999/59899 , que, al regular la responsabilidad concurrente de las Administraciones públicas, establece que la responsabilidad será solidaria cuando no sea posible determinar la participación de cada una de las Administraciones concurrentes en la producción del daño, como sucede en este supuesto, dadas las actuaciones de la Administración autonómica y del Ayuntamiento, razón por la que el recurso de casación interpuesto por aquélla no puede prosperar.” Tengamos en cuenta que en este caso la responsabilidad, aunque deriva indirectamente de la aprobación de un planeamiento ilegal, se articulaba como responsabilidad por obstaculizar e impedir la ejecución in natura de una sentencia.


� La STS 24 de marzo de 2011 no se refiere a un caso de anulación de planeamiento, sino a un informe desfavorable de la autoridad aeroportuaria que impide la aprobación de un plan parcial, al ser preciso informe favorable conforme al art. 166 de la ley 13/1996. se solicita responsabilidad de la autoridad aeroportuaria, que es estatal. El TS no cuestiona esto último; lo que sucede es que no puede haber aquí responsabilidad patrimonial justamente porque, como el plan no se ha llegado a aprobar, sólo existían meras expectativas. 


� La de nueve abril de 2007 entiende que la interposición de casación para unificación de doctrina, aun inadmitida por el TS por no ser el recurso procedente, cuando la Sala de instancia  lo había admitido previamente, determina que el inicio del plazo de prescripción haya de ser la fecha en que se notifica el Auto de inadmisión y no la fecha en que se notificó la sentencia anulando las licencias, ya que se interpuso el recurso en la creencia, suscitada por la admisión efectuada por la Sala de instancia, de que resultaba admisible.


En relación con la prescripción, la STS de 11 de diciembre de 2009 indica que, aunque la revisión de oficio se puede instar en cualquier momento, sin embargo dicha revisión de oficio no reabre el plazo de prescripción de la acción de responsabilidad patrimonial. De todos modos, en este caso la revisión de oficio se había desestimado; se trataba en realidad de un caso de responsabilidad del Estado legislador por declaración de inconstitucionalidad de una ley, habiéndose reclamado mucho después de pasado un año desde la publicación de la sentencia del TC.


Y la STS de cuatro de junio de 2008 afirma que no se puede “confundir la pretensión de indemnización con base en la declaración de la nulidad de un acto recurrido, con aquel otro supuesto en que se enjuicia una pretensión autónoma indemnizatoria en cuyo caso se pretende que la determinación del importe de la misma pueda diferirse a la fase de ejecución de la sentencia. En aquella sentencia argumentamos que el objeto de este recurso autónomo lo constituye, precisamente, la pretensión indemnizatoria rechazada en la vía previa y que es preciso establecer, para enjuiciar la responsabilidad de la Administración, la previa existencia del daño, sin que quepa dejar, en este supuesto, diferido su cálculo para un momento procesal ulterior, salvo que este pueda realizarse mediante una simple operación aritmética en virtud de las bases fijadas en la propia sentencia conforme al artículo  219-2 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.


� La criticable sentencia del TS 31 de enero de 2014 indica: “QUINTO.- Avanzando en nuestra argumentación para el examen de los dos primeros motivos de recurso, es necesario tener en cuenta, los siguientes hechos que la Sala de instancia tiene por probados y a los que necesariamente hemos de estar: 1.- La Administración con fecha 6 de Marzo de 1996 autoriza el traslado de la oficina de farmacia de la c/Felix Gallego 48 a la c/Posadero, 1. 2.- La misma Administración el 17 de Mayo de 1.996 autoriza la transmisión de la oficina de farmacia que estaba en la c/ Felix Gallego 48. 3.- El 14 de Octubre de 1.996 un inspector de farmacia se persona e informa favorablemente la apertura en la c/Pasadero. 4.- La Sentencia de 19 de Septiembre de 2.002 del Tribunal Superior de Justicia de Madrid anula la autorización concedida para la transmisión de la oficina de farmacia a instancias de la titular de la otra oficina de farmacia, existente en la localidad de Tielmes. 


En esta sentencia, el Tribunal Superior de Justicia acepta la transmisibilidad de las oficinas de farmacia, pero procede a anular la autorización de la transmisión en favor de la actora, al entender que en esa localidad, no se cumplía el cupo de población previsto en el Real Decreto 909/1978 de 14 de Abril, a la sazón vigente, que era el de una farmacia por cada 4.000 habitantes y especifica que la Comunidad de Madrid, administración demandada en cuanto autora del acto impugnado, no acreditó que se hubiera superado tal cifra de población, pese a que a ella hubiera incumbido acreditar dicho extremo.


Queda igualmente probado que la cláusula cuarta del contrato, celebrado entre la Sra. Sandra y la hoy actora el 21 de Noviembre de 1.995, obligaba a cumplir las previsiones del RD 909/1978 de 14 de Abril que es precisamente el que tiene en cuenta la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid para anular la autorización de transmisión. 


Resulta también probado que la cláusula sexta del contrato suscrito por la actora, preveía la posibilidad de que este no pudiera consumarse por imposibilidad de hacer efectiva alguna de las estipulaciones, fijando para ese caso la consiguiente obligación de devolver el dinero recibido.


Es evidente, pues, que la actora al firmar el contrato que tenía por objeto la transmisión de la oficina de farmacia, conocía que esta quedaba subordinada a la concesión de la oportuna autorización administrativa y esta, a su vez, al cumplimiento de la normativa legal y reglamentaria, a la sazón vigente, de ahí que la cláusula sexta del contrato proveyese (SIC) las consecuencias contractuales, para el supuesto de que la transmisión no pudiera realizarse y entre estos supuestos, tal y como recogía la cláusula cuarta de ese contrato estaba el que la autorización administrativa no concurriese, ya porque inicialmente no la otorgara la Comunidad de Madrid, ya porque como finalmente ocurrió, concedida esta, se procediera a su impugnación y ulterior anulación, por incumplimiento de lo dispuesto en el Real Decreto 909/1978.


La actora era perfectamente conocedora y aceptó el cumplimiento de este requisito, y lo era también de que podía darse una situación litigiosa en relación a esa transmisión, puesto que ya en su día, la apertura de nueva farmacia en Tielmes fue objeto de controversia judicial, resuelta finalmente en favor de la Sra. Sandra por sentencia de 28 de Septiembre de 1.995 , solo dos meses antes de que esta y su marido suscribieran el contrato con la actora. 


Pero es que además el acto administrativo de 17 de Mayo de 1.996 que fue anulado, y que era presupuesto indispensable para que la transmisión de la oficina de farmacia tuviera lugar, era un acto favorable para la recurrente, que le permitía la apertura de aquella (habiendo estado al frente de la misma durante casi doce años, pese a que la autorización concedida no era ajustada a derecho) y en tal sentido se generó para ella el debe jurídico de soportar el daño derivado de la anulación que finalmente se produjo.” La sentencia es francamente criticable: por supuesto, siempre es posible que el acto de autorización sea anulado, y el interesado puede ser consciente de que suceda esa eventualidad; pero eso no significa que conozca de antemano la ilegalidad del acto o que hubiera podido conocerla de haber desplegado una mínima diligencia. A lo que se añade que el hecho de que haya disfrutado doce meses de la autorización sólo implicará en todo caso que algunos de los daños producidos podrán ser compensados por los beneficios obtenidos durante el año en que la misma se disfrutó; no que a priori deba eximirse a la Administración de responsabilidad. 


� En otro contexto, se puede ver STS, CIVIL, de 25 noviembre de 2014. La demandante había pedido resolución por incumplimiento del contrato suscrito con arquitecto y arquitecto técnico, por la razón siguiente. Dichos profesionales habían redactado proyecto básico y de ejecución y se obtuvo la pertinente licencia. Pero por una circunstancia sobrevenida durante la ejecución se tuvo que demoler la fachada, lo que no estaba previsto en ninguno de los dos proyectos y que finalmente y tras algunas dudas se consideró ilegal por el ayuntamiento. Para el TS, además de que los proyectos eran correctos y la demolición de la fachada se debió a un problema sobrevenido, la responsabilidad del arquitecto no es ilimitada ni puede estar a expensas de la interpretación de la legalidad que en cada momento realice el ayuntamiento. 


� La interesante STS de seis de noviembre de 2015 se refiere a la reclamación de los daños derivados de la anulación de las normas subsidiarias. El recurso se desestima porque, además de que el proyecto de urbanización, ejecutado al 77%, aún no ha sido anulado y subsisten las inversiones efectuadas –por lo que no había daño efectivo, que en su caso sólo se materializaría si la aprobación de un nuevo plan impidiera la efectividad de aquéllas- los demandantes, cuando ejecutan el proyecto de urbanización, conocían ya la anulación en primera instancia de dichas normas subsidiarias; y aun así, asumieron el riesgo de la inversión. La de nueve de junio de 2015 desestima, porque cuando se adquieren los terrenos, el demandante conocía ya que las normas subsidiarias estaban suspendidas en su aplicación. 


� La STS d 27 de junio de 2016 desestima la demanda de responsabilidad patrimonial. La razón estriba en que no está claro si los daños son imputables a la anulación de la licencia o más bien a la suspensión de sus efectos. Lo que se habían reclamado eran los daños derivados de dicha suspensión, que fue conforme a Derecho desde el momento en que además la licencia ha sido anulada. Ello, sin perjuicio del derecho del demandante a reclamar los daños derivados de la anulación de la licencia: “Sin cuestionar la tesis sostenida por la recurrente de que es posible reclamar indemnización por los daños y perjuicios que pudieran derivarse de la suspensión de una licencia de obra, con reserva de acciones para solicitar indemnización por otros daños y perjuicios que pudieran derivarse de la anulación de la licencia, en cuanto el acto de suspensión puede originar un daño real, efectivo y evaluable económicamente, es de advertir que en el caso enjuiciado la ilegalidad de la licencia de obras por la ilegalidad del planeamiento que le da cobertura, corroborada por la sentencia de esta Sala de 14 de marzo de 2014 , en la que se declara la nulidad del Plan General de Ordenación Municipal y del Plan Especial de Ordenación "El Canódromo", no solo nos pone de manifiesto la conformidad a derecho de la suspensión de las obra y la necesidad de la adopción de la medida para evitar futuros y mayores perjuicios, sino también la inviabilidad de que en el caso concreto enjuiciado pueda reclamarse separadamente responsabilidad patrimonial por anulación de la licencia y por la suspensión de las obras que en ella se autorizan. 


De la imposibilidad de hacerlo son demostrativos los informes periciales aportados por la recurrente, en particular el emitido por el perito Sr. Viñas Peya que, pese a su detallado informe, no llega a deslindar con la rigurosidad necesaria aquellos daños y perjuicios derivados exclusivamente de la suspensión.”. 


� Sobre este tema, si bien no dentro del campo del urbanismo, STS de 27 enero de 2015. Aquí se entiende que existe deber jurídico de soportar el daño causado por el acto anulado –denegación de autorización administrativa de despido por causas económicas- porque existió una actuación previa de la empresa, tendente a su descapitalización y que incluso condujo al impago de los salarios antes de la solicitud de ERE. Se consideró así que la decisión administrativa, aunque anulada finalmente, no era irrazonable. 


� Distinto es el caso de la de 16 mayo d 2008, que, aunque cita las indicadas en el texto, se refiere a un caso de obras contra licencia; lo que es muy distinto. 


� “En suma, no sólo la licencia se debe ajustar al proyecto, sino que además el proyecto a autorizar debe partir de una situación real y no ficticia. La Administración, en suma, y tiene razón la sentencia de instancia, no sólo debe verificar que lo proyectado sobre el papel se ajusta al planeamiento; debe comprobar asimismo que lo proyectado parte de la realidad preexistente. 


	En suma, nunca podría ser legal la licencia concedida para un proyecto que sobre el papel se ajusta al planeamiento, pero cuyos planos reflejan una situación que no se corresponde con la realidad. Sería precisamente el caso en que se presentara un proyecto que recogiera teóricamente sólo unas obras de rehabilitación de un inmueble, pero cuyos planos de situación previa reflejaran, no el estado preexistente del inmueble, sino un inmueble mayor de lo que es en realidad; con la finalidad precisamente de eludir la prohibición de ampliar el inmueble. O lo que es lo mismo, unos planos que reflejaran un inmueble de mayores dimensiones a las reales, y previeran obras de RHB o reforma sobre precisamente la parte ampliada sobre plano y que no se corresponde con la realidad preexistente. Esto por hipótesis podría permitir de facto la simultánea (o inmediatamente previa) ejecución de unas obras no autorizables de ampliación, reflejadas en los planos; y la obtención de licencia de RHB sobre lo así ilegalmente ampliado. 


	Este tipo de licencias nunca podrían ser legales porque, aunque sobre el papel el proyecto reflejara una mera RHB, dicho proyecto no se correspondería con los hechos que constituyen el necesario antecedente fáctico del acto administrativo. O lo que es lo mismo, la autorizada RHB se estaría proyectando sobre una ampliación ilegalizable del local, respecto de la que además no habría prescrito la facultad de restablecer la legalidad alterada. 


CUARTO. En puridad, la sentencia llega finalmente a la conclusión de que esto es lo que ha sucedido en este caso. Y considera así probado que, en efecto, de forma inmediatamente previa a la solicitud de licencia, se inician unas obras que modifican las dimensiones del zaguán y asimismo la alineación trasera del local, precisamente con el objeto de conseguir la comunicación, por detrás del zaguán, de dos locales de negocio inicialmente independientes. Es decir, no se habría simplemente derruido un tabique de separación sino que se habría restado profundidad al zaguán y anchura al patio de manzana para conseguir un pasillo de comunicación. Y frente a ello el informe ampliatorio  y aclaratorio que presentó PRADOS GALICIA en 2003 viene a decir que en realidad esa zona ya existiría con anterioridad y simplemente se habría derribado el tabique de separación; aun cuando la zona en cuestión no se correspondiera con la realidad inicial del edificio dicha zona habría sido ejecutada muchos años atrás y sobre ella ya no se podría restablecer la legalidad urbanística.”


� “Es evidente que de negligencia grave debe reputarse la actuación de quien solicita una licencia de actividades para la apertura de la predera a que nos hemos referido en suelo clasificado como suelo no urbanizable, sin tener la autorización de la Comisión de Urbanismo de Barcelona, que posteriormente fue denegada. Cuando menos debe concluirse que los solicitantes no adoptaron las "precauciones necesarias" y más cuando como dice la Sentencia de instancia no es en modo alguno creible que los actores en su condición de ostentar la titularidad de un complejo empresarial dedicado precisamente a las actividades extractivas, ignorasen que sus peticiones de licencias de obras y de actividades carecían del necesario soporte legal, tanto en el momento de presentación de sus solicitudes, cuanto en el de la adopción de los Acuerdos municipales, concediendo las mismas, pues ninguna duda hay de que precisamente por la actividad a la que se dedicaban tenían que ser sabedores de que el Ayuntamiento de Gelida no podía conceder la licencia de actividades, sin la autorización de la Comisión de Urbanismo de Barcelona, y pese a ello se aprovecharon de unas licencias cuya concesión sabían que no era procedente.


A mayor abundamiento y sin que esta Sala pueda entrar en consideraciones que únicamente incumbirían a la jurisdicción penal, no puede perderse de vista que el propio Tribunal "a quo" acuerda la deducción de testimonio y la remisión de las actuaciones a la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña para el posible esclarecimiento de responsabilidades penales, de todo lo que necesariamente debe conclurise que fue exclusivamente la actuación de las solicitantes de la licencia, que cuando menos debe reputarse de gravemente negligente por las razones expuestas, la que determinó la concesión de las licencias, que posteriormente tuvieron que ser anuladas.”


� Así, STS nueva abril de 2007, en un caso en que incluso el promotor no era un constructor profesional, sino el dueño de un gimnasio. Es verdad que la obra tampoco se ajustaba a licencia; pero esto no tiene nada que ver con la legalidad o ilegalidad de la misma, sino que es algo posterior. Para la sentencia, el hecho de que el proyecto inicial fuera informado desfavorablemente por la comisión de urbanismo, de forma unánime, y el hecho de que el edificio estuviera fuera de ordenación, son razones suficientes para entender que al menos hubo grave negligencia del promotor al presentar el proyecto: “En la transcripción que se ha hecho de la sentencia dictada, el 15 de Febrero de 1.993 anulando las licencias se habla de una suma de ilegalidades haciendo referencia al incumplimiento por parte de la Administración de distintos preceptos de la ley del Suelo, pero también a ilegalidades contenidas en el proyecto presentado por la actora, a la que tal y como recoge el fundamento jurídico cuarto de dicha sentencia se le denegó el 1 de Abril de 1.987 , las licencias solicitadas al haberse apreciado en el proyecto presentado las deficiencias que se recogen en la sentencia, en la que se añade que se presentó un escrito alegando haber subsanado las deficiencias que había detectado la Comisión municipal informativa. Las licencias se le conceden con arreglo al proyecto que se autoriza, al que la sentencia se refiere en los términos expuestos. 


Es evidente, por tanto, que a la vista de la inicial denegación de las licencias, la actuación de la recurrente en relación al proyecto que presenta y que dice subsanado, ha de reputarse cuando menos configuradora de una negligencia grave, al no haber apurado la comprobación de que el proyecto presentado era respetuoso con el ordenamiento vigente.”


� “La propia jurisprudencia va señalando los criterios para apreciar supuestos de exclusión de la responsabilidad administrativa por dolo o culpa grave del perjudicado. Así, en la sentencia de 15 de abril de 2003 , se alude a "la forma de presentar el proyecto, actuación en el procedimiento, demás circunstancias concurrentes, etc. mediante formas o modos inexactos que pudieran razonablemente inducir a error a la Administración" (como ocurría en los casos resueltos en sentencias 26 septiembre 1981, 14 diciembre 1983, 3 diciembre 1986 y 30 enero 1987 ), y "ocultando o desfigurando datos que puedan inducir a error a la Administración" (así en el resuelto en la sentencia 22 noviembre 1985 ). Por su parte la sentencia de 28 de mayo de 1997, por referencia a la de 30 de septiembre de 1987 , señala que "es doctrina jurisprudencial reiterada que la culpa o negligencia graves (y, por supuesto, el dolo) no se originan por el conocimiento más o menos completo que se pueda tener de la infracción, porque la "gravedad" exige que la conducta sea tan intensa que la licencia no se hubiera dado sin ella -Sentencia de 4 de julio de 1980 - y que se proyecte sobre el procedimiento de concesión, puesto que las normas urbanísticas obligan a la Administración y a los administrados y el Ayuntamiento no puede prescindir de un examen acabado para comprobar si el proyecto está o no conforme con el Plan". En este último aspecto insiste más adelante la misma sentencia de 28 de mayo de 1997 , señalando que "Como declara la sentencia de 22 de noviembre de 1985 "no se puede olvidar que las normas urbanísticas obligan a la Administración y a los administrados y que el Ayuntamiento para otorgar la licencia no puede prescindir de un examen acabado para comprobar si el proyecto está conforme con el plan o las normas urbanísticas aplicables para lo cual dispone de los informes de sus servicios técnicos"". 


Pues bien, examinado este caso en atención a dichas consideraciones, se observa que en ningún momento se atribuye a la recurrente la ocultación o desfiguración de datos que hayan determinado el otorgamiento de la licencia inicial, no obstante, la Sala de instancia entiende que hubo culpa del administrado "por no haber adoptado las precauciones necesarias" para obtener una correcta información sobre la normativa urbanística aplicable, de cuyo conocimiento no podía excusarse por su condición de promotor, en relación al carácter vía peatonal de la calle en la que pretendía situar la salida de vehículos del garaje, lo que considera suficiente para excluir la responsabilidad de la Administración en este caso.


Tal planteamiento de la Sala de instancia no puede compartirse, entendiéndose, por el contrario, justificada la impugnación de la recurrente, pues la apreciación del Tribunal a quo no se corresponde con la jurisprudencia antes indicada, aludiendo a que la interesada no obtuvo una correcta información urbanística sobre el carácter peatonal de la calle a la que se abrió el acceso del aparcamiento, como causa del otorgamiento de la licencia, sin efectuar ninguna valoración del alcance de tal información, que resulta de las actuaciones, y menos aún de la actuación que al efecto corresponde llevar a cabo por la Administración.


Efectivamente, de los múltiples informes que figuran en el expediente y que se citan por la recurrente (Ingeniero Técnico Jefe de Estacionamientos, 21-8-94; Arquitecto Jefe del Servicio de Licencias, 23-9-94; Ingeniero Jefe de Tráfico, 23-11-94; Letrado Jefe de la Gerencia de Urbanismo, 28-11-94; Arquitecto Jefe del Servicio de Licencias, 30-3-95; Letrado Jefe antes indicado, 21-3-95; Gerencia de Urbanismo, 24-4-95) se deduce claramente la discrepancia en la interpretación de las Normas Urbanísticas del Plan General, concretamente del art. 3.2.7.2 y 3.2.7.3 , en cuanto a la consideración de la calle Fillas como peatonal o de acceso restringido y el alcance de esta última clasificación a efectos del pretendido acceso de vehículos, que llevaban de manera uniforme a los servicios técnicos a sostener la procedencia de la licencia, aun cuando se adoptaran determinadas medidas de seguridad atendiendo a la proximidad de un colegio, mientras que el servicio jurídico consideraba aplicables tales preceptos y mantenía el carácter peatonal de dicha calle y la prohibición de acceso al aparcamiento, diferencias de criterio que pone de manifiesto la Secretaría General en su informe y que finalmente se decantó en el sentido propuesto por el servicio jurídico, estimándose el recurso de reposición al considerar que el Plan General no establece diferencias entre viales peatonales y de acceso restringido sino que ambos responden a un única clase de viales peatonales, pudiendo ser algunos de acceso restringido en la forma establecida en el art. 3.2.7.3 de las Normas urbanísticas, pero determinando en este caso la improcedencia del acceso pretendido. 


En estas circunstancias difícilmente puede advertirse una negligencia o culpa grave del administrado en la valoración de las circunstancias urbanísticas, para la elaboración y presentación del correspondiente proyecto, cuyo alcance resulta altamente controvertido entre los servicios técnicos y jurídicos de la propia Administración y, por lo tanto, que su intervención presentando la solicitud de licencia en tales condiciones pueda considerarse determinante de la indebida concesión de la licencia, exonerando a la Administración de su obligación de comprobar si el proyecto es o no conforme con dicha legislación urbanística y de resolver las dudas o diferencias de criterio en su interpretación y aplicación que ha de plasmarse en la correspondiente resolución administrativa, de cuyos resultados es responsable dicha Administración.


En definitiva, no puede hablarse en este caso de negligencia grave por parte del administrado en el conocimiento de las normas urbanísticas y el planteamiento del proyecto soporte de la licencia de obras solicitada. Por el contrario, las discrepancias entre los distintos servicios administrativos sobre la interpretación y alcance de las normas urbanísticas aplicables al caso, que han sido las determinantes de la concesión de la licencia inicial, después anulada, corresponde resolverlas por la Administración en la pertinente decisión, respondiendo de las consecuencias derivadas de su ulterior anulación por no ajustarse a la recta aplicación de tales normas.”


� Tras esta sentencia, Cantabria aprobó la Ley 4/2013, que establecía unas autorizaciones provisionales de uso para impedir las demoliciones hasta que se indemnizara. Pero la STC 254/2015 asimismo la ha declarado inconstitucional. 


� Afirman REVUELTA PEREZ Y NARBON LAINEZ: “Esta solución, no obstante, solo resultará acorde con el Derecho de propiedad que reconoce el art. 33 CE, interpretado conforme a la jurisprudencia del TEDH, si se indemniza simultáneamente por la privación del bien. Para materializar esta exigencia, caben dos alternativas. De una parte, interpretar el 105.2 LJCA en el sentido de que se permitiera abrir un incidente simultáneo a la declaración de la demolición de la construcción para determinar la correspondiente indemnización. De otra parte, regularse expresamente este incidente, modificando la LJCA.  


El Tribunal Supremo, ha acogido en parte la tesis que se acaba de exponer, en las sentencias citadas de 13 y 23 de octubre de 2009. El Alto Tribunal ha deslindado perfectamente la responsabilidad frente a terceros derivada de la anulación de la licencia, que imputa solidariamente al Ayuntamiento y la Comunidad Autónoma, de la disputa entre las dos Administraciones, que se resuelve en un proceso diferente. Aunque el Alto Tribunal considera que debe seguirse la vía ordinaria de la responsabilidad patrimonial, realmente la vía autónoma resulta innecesaria puesto que únicamente resta por cuantificarse la indemnización.” Para estos autores, además, existe responsabilidad del Estado, por la incompleta información que consta en el Registro; debido a la falta de coordinación de este instrumento con los instrumentos de disciplina urbanística. 


� Actualmente, el art. 65.2 TRLS indica: “En todo caso, en la incoación de expedientes de disciplina urbanística que afecten a actuaciones por virtud de las cuales se lleve a cabo la creación de nuevas fincas registrales por vía de parcelación, reparcelación en cualquiera de sus modalidades, declaración de obra nueva o constitución de régimen de propiedad horizontal, la Administración estará obligada a acordar la práctica en el Registro de la Propiedad de la anotación preventiva a que se refiere el artículo 67.2.


La omisión de la resolución por la que se acuerde la práctica de esta anotación preventiva dará lugar a la responsabilidad de la Administración competente en el caso de que se produzcan perjuicios económicos al adquirente de buena fe de la finca afectada por el expediente. En tal caso, la citada Administración deberá indemnizar al adquirente de buena fe los daños y perjuicios causados.”


� En el caso de la STS de 11 noviembre de 2014, se había denegado la licencia en 2000 y ello quedó firme. En 2005, el Ministerio de medio ambiente rectifica un informe previo de 1989 relativo a la línea de deslinde; lo que dejó claro que no se podía edificar en la zona. Se considera prescrita la reclamación presentada en 2007 contra el Ministerio porque no se considera que el daño sea continuado, sino que el mismo quedó totalmente determinado al denegarse la licencia solicitada; y en todo caso, a lo sumo, quedó más claro aún con el informe de 2005.


� STS de 22 de enero de 2008 o la de 24 de febrero de 2004, entre otras muchas, como la de 16 de octubre de 2007. Esta última sentencia, en relación con el lucro cesante, añade que el mismo debe ser debidamente probado:“En cuanto al lucro cesante la jurisprudencia viene exigiendo la certeza del mismo, que se manifiesta en la realidad de la actividad, desarrollo y rendimiento, de manera que no pueden considerarse como tal las aspiraciones, deseos y previsiones cuya materialización no resulte contrastada y constituya una mera eventualidad, pues, como señala la � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RJ%201993\\\\7174','.','F.3')" �sentencia de 18 de octubre de 1993 (RJ 1993, 7174)�, "como ganancias meramente posibles, pero inseguras, dudosas o contingentes, por estar desprovistas de certidumbre y carecer de prueba rigurosa, no es admisible su cómputo para fijar la indemnización reclamada, según ha declarado la Jurisprudencia de este Tribunal, entre otras, en sentencia de la Sala Tercera -Sección Tercera- de fecha � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RJ%201989\\\\2526','.','F.3')" �20-2-1989 (RJ 1989, 2526)�"; en el mismo sentido se expresa la � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RJ%201999\\\\1126','.','F.3')" �sentencia de 28 de enero de 1999 (RJ 1999, 1126)�, que además precisa que se excluye, igualmente, la posibilidad de que a través del concepto de lucro cesante y del daño emergente se produzca un enriquecimiento injusto, y que, como también señala la � HYPERLINK "javaScript:enlaza('RJ%201989\\\\809','.','F.3')" �sentencia de 3 de febrero de 1989 (RJ 1989, 809)�, es necesaria la prueba que determine la certeza del lucro cesante”.


	La STS de 13 de noviembre de 2002 por ejemplo considera indemnizable el lucro cesante consistente en los ingresos (menos gastos) dejados de percibir en concepto de actividad profesional por una indebida denegación de colegiación. La de ocho de octubre de 2001, si bien desestima la indemnización por lucro cesante, lo hace porque la actora, debido a la confidencialidad, no aportó documentación sustraída de la auditoría anual de cuentas, lo que comportaba que los cálculos del perito en ese punto lo fueran sobre meras hipótesis y no sobre datos comparativos reales (asimismo se puede ver la de 21 de febrero de 2008). Y por lo demás no estamos, como en el caso de la STS de 27 de mayo de 2008, ante una reclamación de perjuicios por una actividad finalmente declarada ilícita al haberse anulado la licencia. 


	La de 20 febrero de 2015 se plantea el caso en que se aprueba un proyecto de acuicultura, con la previa DIA, se conceden todas las autorizaciones y licencias y se inician las obras. Pero, al ser anulada la DIA en 2009 y el correspondiente proyecto, también se entendió necesario modificar el plan sectorial en que se amparaba el proyecto; lo que efectivamente se verificó, por lo que aquél devino inviable en sus términos iniciales. El TS entiende que se tiene derecho a los gastos que han devenido inútiles, pero insiste en que el lucro cesante no se hallaba probado y que nos encontrábamos ante meras expectativas; además de que el proyecto mismo fue anulado al haberse anulado la DIA, lo que revela que no se tenía derecho a realizar la actividad en sus propios términos. La de 12 de diciembre de 2014 asimismo diferencia entre derechos adquiridos y meras expectativas, en un caso en que se invocaba responsabilidad del legislador por la denominada “mora turística” en Canarias, que le impidió desarrollar proyectos turísticos. En el caso, si el plan parcial se hubiera ejecutado en los plazos previstos, habría finalizado su ejecución antes de la moratoria turística; por lo que se desestima el recurso. 


� “esta Sala Tercera -sentencia de su Sección Cuarta, de 29 de septiembre de 2010 (casación 5191/08 )- ha declarado, con cita en otra anterior de 11 de febrero de 1995, que el derecho a explotar los recursos mineros ".......... sólo nace cuando, previa valoración de todos los intereses en presencia, ambientales y mineros, por las Administraciones públicas competentes para ello, se obtienen todos los títulos jurídicos necesarios, al no haber razones que lo impidan por la necesidad de proteger el medio físico. Ello es así porque, cuando de explotación de recursos mineros se trata, ha de efectuarse un juicio de valor que pondere la importancia que para la economía tenga la concreta explotación minera, de una parte, y, de otra, el daño que ésta pueda producir sobre el medio ambiente. Todo ello a fin de cumplir el mandato del art. 45.2 de la CE , así como lo establecido en los artículos 66 , 69.1 y 81 de la Ley de Minas de 1973 , 2.3 del Reglamento General aprobado por Real Decreto de 25 de agosto de 1978 ............... Mientras esa valoración no se haga, no puede hablarse de derechos adquiridos a patrimonializar....".


Luego, en este caso, la patrimonialización del derecho estaba subordinada a la obtención de la prórroga, con la necesaria aprobación del proyecto que se acompañaba a la solicitud. No existían derechos consolidados, ni expectativas ciertas a continuar con la explotación hasta tanto la Administración se pronunciara, previo juicio de prevalencia de los intereses enfrentados (minero y medioambiental), por lo que mal podrá instarse la indemnización de un daño que deriva de una mera expectativa.”


� Podemos preguntarnos también por el caso en que se presenta una propuesta de programa en un procedimiento selectivo, que indebidamente se adjudica a otro; cuando aquella propuesta era la mejor y así se declara judicialmente. En este caso, si ya no es posible retrotraer para que dicho candidato se haga cargo de la obra urbanizadora, al menos tendrá derecho a indemnización por los gastos de participación en el procedimiento selectivo y por beneficio industrial. En relación con los PAIS, asimismo hay que hacer una breve alusión a la llamada doctrina de la pérdida de la oportunidad, desarrollada recientemente por L. MEDINA ALCOZ, y acogida ya en algunas sentencias del TS. La doctrina de la pérdida de la oportunidad se aplica ante todo a los casos de exclusión indebida de la participación de procedimientos selectivos; cuando no se puede probar que se tuviera derecho a la adjudicación correspondiente,  algunas sentencias entienden que al menos es indemnizable la pérdida de la oportunidad, como daño moral. Esto puede ser claro por ejemplo en las oposiciones; pero no lo veo así en los supuestos de contratos públicos, donde lo único indemnizable serían los gastos que haya ocasionado la participación –incluyendo por ejemplo la redacción de proyectos rechazados a limine o incluso los gastos de fusión de empresas para alcanzar la solvencia precisa, por ejemplo-; pero hablar de indemnización de “daños morales” o “pérdida de la oportunidad” en estos casos, a mi juicio, es tanto como indemnizar expectativas. Sobre la pérdida de oportunidad se puede ver STS de 13 de enero de 2015, que finalmente desestima la casación para unificar doctrina presentada por los actores en la instancia por entender que no existía identidad con la sentencia de contraste, que era otra STS d siete de febrero de 2012. Asimismo, la de de tres octubre de 2014 hace hincapié en la distinción entre pérdida de la oportunidad y la responsabilidad por el daño directamente causado por la infracción de la lex artis; de ahí que se duplique en casación la indemnización. Ello porque el problema fue la no asistencia de ginecólogo a un parto con complicaciones, que dio lugar a una encefalopatía en el niño. En cambio, en la de 26 septiembre de 2014 sí se aprecia pérdida de la oportunidad, en un caso en que no se pudo acreditar infracción de la lex artis pero se aprecia que se pudo adoptar otra decisión médica que habría con cierta probabilidad evitado el problema. 


� Curiosamente, en este punto las sentencias de la sala de Valencia 386/2004 y 523/2005 entendieron, revocando la apelada, que la recurrente tenía derecho a la continuación del procedimiento, sin que se le pudiera denegar la licencia por el hecho de que el edificio se hallara en trámite de catalogación; cuando ambas sentencias se dictan en un momento en que ya se había aprobado el catálogo y por tanto ningún sentido tenía la continuación del procedimiento. La sentencia de la sala de tres de abril de 2007, relativa al mismo caso, pone por fin las cosas en su sitio y afirma, sin más, que era de todo punto imposible el otorgamiento expreso o presunto de la licencia, dado que sólo cabía la denegación. El problema, claro está, radica en la ejecución de las dos sentencias previas.


� La STC 141/2014 desestima el recurso de inconstitucionalidad contra la previsión del silencio positivo en procedimientos bifásicos de aprobación de los planes, pero porque concierne a las relaciones interadministrativas y contribuye a conferir un tratamiento común a los entes locales.  


� Pensemos también en la demora en la aprobación del programa; en estos casos, en casi todas las CCAA estamos ante procedimientos selectivos, donde el silencio es negativo –o incluso, se podría entender que el carácter negativo del silencio vendría dado por transferirse al solicitante facultades relativas al servicio público-. El aspirante que sin embargo no retire la garantía aunque el procedimiento no se haya resuelto en plazo y desee continuar, si finalmente resulta adjudicatario también podría pedir indemnización, por ejemplo por un aumento de costes no repercutible en los propietarios.


� La STS 24 marzo de 2014, en un caso en que se había declarado una zona conjunto histórico, cuando en la misma previamente se había obtenido licencia de edificación por silencio positivo, y siendo la declaración BIC el acto impugnado, afirma: “El criterio de la sentencia impugnada es ajustado a derecho: no se niega en élla la eventual responsabilidad patrimonial que, en su caso, pudiera derivarse a favor de la recurrente, sino que, simplemente, se hace explícito el dato de que reconocido por sentencia firme que es titular de una licencia al tiempo de la entrada en vigor de la declaración de Bien de Interés Cultural y de que el inmueble al que aquella se refiere se encuentra dentro del perímetro delimitado, habrá de determinarse cuales sean exactamente las consecuencias que para la interesada se deriven de la declaración, lo que implica la precisión de hacer presente la nueva situación a la Autoridad concedente de la licencia, porque solamente con la decisión sobre los exactos efectos de su afección como Bien de Interés Cultural quedarán fijado el eventual daño que de ello se le haya seguido y solamente a partir de allí habrá lugar a despejar el interrogante de si el mismo es indemnizable.”


� La STS de siete de marzo de 2016 desestima el recurso. Se habían solicitado dos licencias; pero antes de su otorgamiento, se suspendieron por decreto autonómico las normas subsidiarias. Se considera que no hay responsabilidad patrimonial porque los terrenos se hallaban en suelo no urbanizable y donde era inviable la construcción de viviendas unifamiliares; si bien el ayuntamiento, improcedentemente, había venido entendiendo hasta la fecha que se trataba de suelo urbano consolidado. 


� Más complicado veo que en estos casos también hubiera que indemnizar el lucro cesante; por ejemplo, en caso de que lo proyectado fuera un hotel u otro tipo de negocio. Si el negocio no ha empezado aún su funcionamiento, más que lucro cesante tendremos meras expectativas.


� “A estos efectos, de la doctrina transcrita se deduce que la ocupación directa y la expropiación forzosa son instituciones distintas bien que inescindiblemente relacionadas entre sí, pues en la primera se entrelazan, junto a aspectos de las técnicas de gestión urbanística, elementos propios de la expropiación forzosa, lo que explica que tanto las Comunidades Autónomas como el Estado cuenten con competencias para su regulación. Así, como ya dijimos en la STC 61/1997 [FJ 29 a)], en cuanto la ocupación directa implica una medida ablatoria y coactiva, puede el Estado prever determinadas garantías mínimas específicas para esta ocupación directa. De este modo al Estado no le corresponde prever la ocupación directa, pues en su vertiente de técnica de gestión urbanística, sólo las Comunidades Autónomas son competentes para decidir si esta ha de formar o no parte de su modelo urbanístico, es decir, si la contemplan o no en su legislación específica, pero eso no impide, evidentemente que, como ya reconocimos en la STC 61/1997, en dicha regulación vengan obligadas a respetar “las garantías expropiatorias con carácter de mínimo” que el Estado pueda establecer ex art. 149.1.18 CE. La cuestión se centra, entonces, en determinar cuáles sean esas garantías y, en particular, si entre las mismas se cuenta la necesidad de acuerdo con el afectado, extremo en el que el órgano judicial, por referencia al entonces vigente art. 37 LRSV, centra sus dudas.


Dada la competencia estatal para determinar el régimen de garantías mínimas aplicables a la ocupación directa, resulta imprescindible para responder a esa cuestión que examinemos lo que al respecto ha dispuesto el legislador estatal. En ese sentido debemos tener en cuenta lo previsto en el art. 204 del texto refundido de la Ley sobre régimen del suelo y ordenación urbana de 1992, vigente en el momento de plantearse la presente cuestión de inconstitucionalidad, el cual, bajo la rúbrica “Indemnización por ocupación temporal”, obligaba a compensar a los propietarios afectados por el período de tiempo que medie desde la ocupación de sus terrenos hasta la aprobación definitiva del instrumento de redistribución correspondiente y, además, señalaba que transcurridos cuatro años desde la ocupación sin que se hubiera producido la aprobación definitiva del mencionado instrumento, los interesados quedaban facultados para, previa advertencia a la Administración actuante, iniciar el expediente de justiprecio, abriéndose así la vía a la expropiación forzosa y a su régimen de garantías. Dicho art. 204 del texto refundido de 1992 ha sido formalmente derogado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la ley de suelo, cuyo art. 35 e) establece, en lo que respecta a las garantías del afectado por la ocupación directa, una regulación similar a la que ahora se acaba de aludir…


En suma, cabe entender que, cuando el precepto cuestionado establece que los terrenos destinados a dotaciones “podrán obtenerse mediante su ocupación directa a cambio del reconocimiento a su titular del derecho a integrarse en una unidad de ejecución con exceso de aprovechamiento urbanístico objetivo”, está refiriéndose a los rasgos esenciales de la ocupación directa, mientras que, en su segundo párrafo, se limita a enunciar dos garantías formales que no contradicen las expresamente previstas en la regulación estatal, tanto la aplicable en el momento de plantearse la cuestión (art. 204 del texto refundido de 1992) como la actualmente vigente [art. 35 e) del texto refundido de la Ley de suelo de 2008], todo lo cual es coherente con un esquema de garantías mínimas estatales aplicables a la ocupación directa, al que antes ya nos hemos referido, y determina que no sea posible apreciar el motivo de inconstitucionalidad aducido por el órgano judicial.”





� En cuanto al plazo de prescripción en estos casos, la STS 29 febrero de 2000 indica: “«Una vez más, ha de indicarse como se dice en la sentencia recurrida (Vid. Fundamento de Derecho Cuarto), que el efecto lesivo no se manifiesta con plenitud y eficacia jurídica hasta el momento en que la licencia, -para la que en base a la previa información urbanística se habían solicitado el permiso de realización de las obras e instalaciones a llevar a cabo en los terrenos-, se hubiese denegado, ya que hasta que tal evento se produjese no se materializan dos datos relevantes. a) que la primitiva información fuese errónea y b) que, efectivamente, se produjese tal denegación para con base en la misma y con fundamento en el art. 55.2 de la Ley del Suelo de 1976 y en la Jurisprudencia que la ha interpretado poder deducir la reclamación de costes de proyecto y demás gastos que procediesen si la licencia que a tenor de la información se pretendía, fuese denegada. A estos datos, y, no con menor relevancia, ha de añadirse que la Corporación ha observado una conducta pasiva -la huidiza del silencio- sin pronunciarse respecto de la concesión, o negativa, de la licencia desde el 11 de mayo de 1988 en que fue solicitada y ni siquiera cuando el 4 de mayo de 1990 se solicitó permiso para realizar las canchas de juego previstas y un pequeño vestuario con aseo, todo ello en las condiciones que el Ayuntamiento estimase convenientes para que los terrenos pudieran incorporarse al ámbito del complejo universitario, se le contesta poniéndole de relieve la inviabilidad del proyecto, por lo que esta conducta omisiva y evasiva no puede encontrar protección jurisdiccional.”


� La sentencia de la sala de Valencia  de siete de noviembre de 2005 dice: “Por su parte el art. 44 de la L. 6/98 (antes 241 LS/92) prevé un supuesto de responsabilidad patrimonial de la Administración por los gastos producidos por el cumplimiento de los deberes básicos inherentes al proceso urbanizador, dentro de los plazos establecidos al efecto, que como consecuencia de un cambio en el planeamiento o por acordarse la expropiación resulten inservibles, con base al cual la actora reclama los costes de redacción del Plan Parcial.


	En este sentido el TS, interpretando, si bien el art. 241 LS/92 y analizando la procedencia de que la Administración reembolsara al recurrente los gastos concretados en los costes del Proyecto Urbanístico derivados de la intervención de profesionales, resuelve en sentido negativo, al establecer que "tampoco pueden ser acogidos pues ni está demostrado que dicho Proyecto amparase obras que se ajustasen a derecho en la fecha en que se presentó, ni que su inutilidad se derive de las modificaciones introducidas en el anterior planeamiento por el nuevo, como el precepto citado exige. La indemnización que reconoce está supeditada a la concurrencia de los dos presupuestos de hecho mencionados, su falta de acreditación hace imposible la aplicación del precepto invocado"(TS 3ª, sec. 5ª, S 21-12-2000).”


� Y la STS 19 mayo de 2011 desestima porque: “El derecho indemnizatorio reconocido en el artículo 44.1 de la Ley 6/1998, de 13 de abril , constituye un supuesto específico de responsabilidad patrimonial de la Administración Pública, y se rige, por tanto, por los mismos principios del régimen general establecido en los artículos 139 y siguientes de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Pues bien, de la aplicación de dicha normativa al caso que nos ocupa claramente se deriva que no concurren los requisitos necesarios para que la pretensión indemnizatoria de la recurrente pueda prosperar. 


En primer lugar porque, tal y como se advierte en la sentencia recurrida (a partir de la documentación que adjuntó el Ayuntamiento de Toledo en el proceso de instancia con su escrito de contestación a la demanda), la demora en la tramitación de la licencia de obras, que impidió en la práctica su otorgamiento, tuvo su causa en la propia actuación de la entidad mercantil recurrente, que en el año 1997 promovió la modificación de la ordenación de la fase primera del PERI, referida a la UE-1, obligando a suspender el otorgamiento de licencias en ese concreto ámbito.


En segundo lugar, porque como también pone de manifiesto la sentencia de instancia, la modificación del PERI aquí impugnada no ha hecho inedificable la parcela R-1 de la recurrente, sino al contrario, ha mejorado su aprovechamiento y su configuración física. De lo que se deduce que la mayor parte de los conceptos por los que se reclama la indemnización (documento 5 de la demanda) no constituyen gastos "inservibles", sino al contrario, idóneos y necesarios para obtener una nueva licencia conforme a la ordenación final del PERI.


En tercer lugar, porque, a tenor de lo expuesto, y como también señala en la sentencia recurrida, los hipotéticos perjuicios cuya reparación se reclama se derivarían principalmente de una serie de actuaciones anteriores y ajenas al acuerdo del Pleno del Ayuntamiento de Toledo de 12 de marzo de 2003 que aprobó la modificación de la segunda fase del PERI, que es el único acto impugnado en este proceso. Debió por ello haber planteado su reclamación bien al hilo de la impugnación de esos actos anteriores, bien de manera independiente mediante la pertinente solicitud formulada en vía administrativa por el procedimiento regulado en el artículo 142 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre .” 








